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Dentro de pocos días, exactamente diecinueve, se cum-
plirá un nuevo aniversario del nacimiento del egregio Pa-
tricio y el 15 de julio del año en curso, conmemoraremos 
el Centenario de su muerte. Este último acontecimiento de 
consagración y recuerdo, debe movernos a reflexiones pro-
fundas, a un examen de la marcha y comportamiento de 
nuestra vida institucional para que saquemos de aquéllas 
y de éste, las enseñanzas y experiencias que nos permitan 
corregir defectos y deficiencias, enderezar lo torcido, sal- 
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Día del Poder Judicial 

Honorable Señor Vicepresidente de la República, 
Lic. Carlos Rafael Goico Morales, 

'Representante del Excmo. Sr. Presidente 
de la República, Dr. Joaquín Balaguer; 

Guido M. Riggio Pou, pág. 134; Narciso FélLx Dumé y comparte, 
pág. 137; ..:'ofía Nin Vda. Marizan, pág. 144, Compañia de Segu-
ros San Rafael, C. por A., pág. 147; Víctor J. Cabrera P., pág. 152; 
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 30 de enero 
de 1976, que declara la perención del recurso de casación inter-
puesto por Brown ' iRoot Overses Inc., pág. 156; Labor de la Su-
prema Corte de Justicia, correspondiente al mes de enero de 1976, 
pág. 159. 

Honorables magistrados: 
Damas y caballeros: 

Con motivo de la celebración del Día del Poder Judi-
cial, el pasado año terminé mi discurso con unas palabras 
de Duarte, que dejé vibrando en el ambiente con el férvi-
do deseo de que se acunaran en las mentes y en los cora-
zones de todos cuantos administran Justicia. La frase fue 
la siguiente: "Sed justos primero si queréis ser felices: és-
te es el primer deber del hombre". 

En este año conmemorativo del Centenario de la 
Muerte del Padre de la Patria, nada más apropiado que 
iniciar las labores judiciales con ese mismo pensamiento 
duartiano, para que sirva como meta de nuestras actuacio-
nes y como ideal sublime de nuestros pensamientos y pro-
pósitos. Ni 
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var escollos, para obtener un Futuro mejor, pleno de rea-
lizaciones positivas, de ejecutorias esplendentes, de sanas 
intenciones, de propósitos dignos y, sobre todo, de actos 
justicieros, que nos hagan felices, comé quería el Padre de 
la Patria, para así poder ofrendarlos como el mejor tribu-
to de amor y reverencia a su memoria esclarecida, en el 
Primer Centenario de su abandono de la existencia terre-
nal y de su ascensión gloriosa a las cumbres de la Inmor-
talidad y de la Historia! .. . 

Rec'amo, al respecto, que nuestras instituciones todas, 
muy marcadamente la Justicia, sean rodeadas de garantía J 
y de respeto. Pero para ello es necesario antes que ellas 
mismas se hagan dignas de respeto y garantía, siendo res-
petuosas del derecho y garantizando, a todos por igual, su 
libre y pleno ejercicio. Sólo así podrán devenir fortaleci-
das y podrán, a cabalidad, cumplir sus respectivos fines. 

En cuanto a la Justicia concierne, recordemos que ella 
es un valor fundamental del Derecho, junto a la seguridad 
jurídica, el bien común y el orden público. Pero el Dere-
cho realiza la Justicia a la medida de las posibilidades hu-
manas, con todas las imperfecciones y flaquezas que son 
propias de éstas, producto de la pasión que ciega, o de la 
ignorancia que obnubila, fallas que se encuentran tanto de 
parte de los encargados de administrarla, de sus colabora-
dores y adjuntos, como de aquellos sobre quienes recae y 
aún de los que comentan y juzgan su administración, que 
se comportan, en ocasiones, como aquellos espectadores en 
las lides deportivas que censuran, de acuerdo con sus de-
seos y conveniencias, las actuaciones y decisiones de los 
árbitros. 

Hago presente al respecto que alcanzar la Justicia es 
sólo un ideal del Derecho, ideal que, al decir de Stammler 
"ilumina al derecho como su verdadera estrella polar, pe-
rennemente inasequible, aún cuando siempre orientado- 

ra". M. Villey observa, por su parte, que "nos forjamos de 
la justicia una imagen muy ideal, pero por eso inadaptada 
a nuestras sociedades tal como son. La justicia sería la per-
fección de la libertad, de la igualdad, de la fraternidad. 
Así, pudiera ser que el sabio o el santo vivan ya en un más 
allá, en un mundo perfecto, fraternal, donde las libertades 
sean absolutas  Pero le pedimos al jurista que esté en 
esta tierra, no en el paraíso. Que los hombres sean todos 
iguales (ante "la cultura", ante "la salud"), que la guerra 
deba ser proscrita y toda violencia ilegítima, me niego por 
mi parte a ver en ellas regias jurídicas. La ciencia del De-
recho guarda sus distancias con la literatura de anticipa-
ción..." "Lo justo no puede ser lo imposible ni las calen-
das griegas. Lo justo no es el mundo tal como debiera ser, 
sino el acto que aquí mismo debo yo cumplir. Esta virtud 
se realiza aquí abajo, hic et nunc, no en el más allá de una 
comunidad mística; y no menos en estas comunidades pre-
sentes, tal como la familia, que ya son sla pálida imagen, la 
imperfecta prefiguración del Reino de los Cielos. No tie-
ne ninguna relación con la salud de una humanidad reno-
vada en el fin de los siglos, no más, por otra parte, que a 
los refinamientos de la moralidad privada; simplemente 
es el Derecho". 

Y ya que a la familia me he referido, aunque sea por 
voz ajena, quiero señalar como el acontecimiento jurídico 
más importante en la República del recién transcurrido 
año de 1975, la visita de los notables juristas franceses se-
ñores Bellet y Leonnet, el primero Presidente de la Primera 
Cámara Civil de la Corte de Casación francesa y el segun-
do, Magistrado del Ministerio de Justicia de Francia. Re-
laciono su visita con el derecho de familia, porque ese fue 
el principal tema tratado por los eminentes jurisconsultos 
galos, en sus conversaciones con una comisión dominicana 
de legistas, a cuyo frente tuve el honor de encontrarme. 
Los Capítulos Quinto y Sexto del Título Quinto, así como 
los Capítulos Primero y Segundo, del Título Noveno, del 
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Libro Primero del Código Civil fueron objeto de estudio 
detenido entre los comisionados franceses y los dominica-
nos. Se compararon los textos vigentes en Francia y en la 
Repúbica y se tomó nota de las modifigaciones realizadas 
por los franceses que se estimaron oportunas para una po-
sible adopción o adaptación de las mismas en el país, to-
das tendentes a equiparar la situación de la mujer casada 
frente al esposo, así como el papel de la madre frente a los 
hijos, con miras a la dirección conjunta de la familia, o sea 
lo que los franceses llaman "l'autorité parentale", que ha 
sustituido entre ellos a la "patria potestad". De adoptarse 
todas o algunas de estas medidas no hay dudas de que es-
taremos colocando a la mujer y, muy especialmente, a la 
esposa, en el sitial que en justicia le corresponde en su 
condición de criatura humana con igualdad de derechos al 
hombre y, muy particularmente, a la madre, que por su 
singular y casi divina misión de gestar, dar a luz y criar, 
que la hacen merecedora de todos los reconocimientos y de 
todas las concesiones. 

  

compleja. Organo primigenio de la coviunidad social, Ia 
familia establece una relación de Derecho, pero su campo 
de acción es más extenso. Debe examinársela desde el pun-
to ode vista psicoóógico, económico, sociológico, religioso 
y filosófico. Ya Savigny había observado que "las relacio-
nes de familia sólo bajo un aspecto pertenecen al Derecho 
positivo, y aún puede decirse que en él se comprende la 
menor parte, pues la parte más importante pertenece a un 
dominio muy diferente del jurídicci". Y Helmut Coing ex-
presa que el orden que se establece en esta convivencia 
social "es un orden que nace del peso relativo de las di-
versas personalidades que constituyen la comunidad; no 
es un orden fijo y determinado". "El respeto recíproco, la 
inclinación y el amor y no los límites legales, son factores 
que protegen de los abusos". Con esto deseo poner de re-
salto que cualquier reforma en materia tan delicada sólo 
debe adoptarse después de una detenida ponderación, de 
una atenta observación de nuestra evolución en lo que res-
pecta a las relaciones familiares, y teniendo en cuenta 
factores tan importantes como son nuestra propia idea del 
matrimonio, su elevación a sacramento de la Iglesia cató-
lica, así como nuestra mentalidad e idiosincracia. 

Otro tema de discusión en las conversaciones con los 
juristas franceses fue el relativo a una posible abrevia-
ción del procedimiento civil. En Francia se han dictado al 
respecto el Decreto No. 71-740, del 9 de septiembre de 
1971, que instituye nuevas reglas de procedimiento desti-
nadas a integrar parte de un nuevo Código de Procedi-
miento Civil; el Decreto No. 72-684, del 20 de julio de 
1972, que instituye nuevas disposiciones destinadas a inte-
grarse en la parte general de un nuevo Código de Proce-
dimiento Civil y el Decreto No. 72-788, del 28 de agosto de 
1972, que instituye una tercera serie de disposiciones des-
tinadas a integrarse en el nuevo Código de Procedimiento 
Civil. En el primero de los textos citados lo m4s importan-
te a nuestro juicio, es la disposición contenida en el ar-
tículo 11 que obliga a las partes a aportar su concurso a las 
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Aparte de ser la primera vez que recibimos, en perso-
na, la voz de la Doctrina y de la Jurisprudencia francesas, 
ya que su influencia indiscutible, al través de las obras de 
consulta de sus autores y de las colecciones de sentencias 
de sus tribunales, es pan de cada día en el quehacer jurí-
dico dominicano, pese a los que han tildado de colonialis-
mo el importante y provechoso intercambio con los juris-
tas franceses, olvidando que la francesa es nuestra legis-
lación de origen y que la tendencia actual no está dirigida 
al aislamiento, sino, mor el contrario, a la universalidad 
del Derecho, —tal visita representa una inestimable contri-
bución al estrechamiento de los lazos culturales que unen 
a la Francia y a nuestro país. Los frutos de esa jornada de 
comunicación recíproca están ya en sazón y empiezan a ser 
recogidos. Muy en breve gustaremos de ellos. 

  

    

    

  

La importancia del Derecho de familia no escapa al 
menos avezado en cuestiones jurídicas. Su naturaleza es 
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medidas de instrucción, y permite al juez sacar toda con 
secuencia de una abstención o de una negativa. Si una par-
te retiene un elemento de prueba, el Juez puede, a reque-
rimiento de la otra parte, obligarla a producirla, a pena de 
"astreinte". Puede, también, a requerimiento de una de las 
partes, pedir, bajo la misma pena, la producción de todos 
los documentos retenidos por terceros, si no existe un im-
pedimento legítimo. Esta disposición se combina con la del 
artículo 10 del nuevo Código civil francés que obliga a to-
dos a aportar su concurso a la justicia con vistas a la ma-
nifestación de la verdad. 

En el segundo de los textos franceses citados encon-
tramos la importante disposición relativa a las excepcio-
nes de nulidad, mediante la cual se establece que, la nu-
lidad de los actos de procedimiento puede ser invocada a 
medida de su cumplimiento; pero ella queda cubierta si 
el que la invoca, posteriormente al acto criticado, ha he-
cho valer defensas al fondo o ha suscitado un fin de no-re-
cibir. Además, todos los medios de nulidad contra actos de 
procedimiento ya realizados deben ser invocados simul-
táneamente, a pena de irrecibilidad de aquellos que no lo , 

 hubieren sido. Otras disposiciones, consagran situaciones 
que ya habían sido adoptadas jurisprudencialmente, entre 
nosotros, como son las relativas a la aplicación de máxi-
mas de derecho referentes a que ningún acto de procedi-
miento puede ser declarado nulo por vicio de forma si la 
nulidad no está expresamente prevista por la ley, salvo en 
caso de inobservancia de una formalidad substancial o de 
orden púb7ico. Del mismo modo, determinadas prescrip-
ciones procidementales en cuanto a la deliberación de los 
jueces, y sus sentencias deben ser observadas a pena de 
nulidad. Sin embargo, ninguna nulidad podrá ser ulterior-
mente suscitada, o puesta en pie, de oficio, por inobser-
vancia de las formas, en cuanto al pronunciamiento de las 
sentencias, según sean éstas contenciosas o graciosas, si 
dicha nulidad no ha sido invocada en el momento del pro- 
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nunciamiento de la sentencia por simples observaciones de 
las cuales se hace mención en el proceso-verbal de audien-
cia. La omisión o la inexactitud de una mención destina 
da a establecer la irregularidad de la sentencia no puede 
entrañar la nulidad de ésta si se ha establecido por los do-
cumentos del expediente, por el proceso-verbal de audien-
cia o por cualquier otro medio, que las prescripciones le-
gales han sido, de hecho, observadas. 

Además, se ha votado en Francia la Ley No. 72-626, 
del 5 de julio de 1972, relativa a la reforma del Procedi-
miento Civil, por la cual se instituye un juez de la ejecu-
ción. Es esta ley la que consagra con fuerza incontrasta-
ble la institución de la "astreinte" en materia civil. Según 
esta ley: "los tribunales pueden, aún de oficio, ordenar 
una "astreinte" para asegurar la ejecución de sus decisio-
nes. La "astreinte" es independiente de los daños y per-
juicios. Ella es provisional o definitiva. La "astreinte" de-
be ser considerada como provisional, a menos que el juez 
no haya precisado su carácter definitivo. En caso de ineje-
cución total o parcial o de retardo en la ejecución, el juez 
que ha ordenado la "astreinte" debe proceder a su liqui-
dación. Salvo si se ha establecido que la inejecución de la 
decisión judicial proviene de un caso fortuito o de fuerza 
mayor, la tasa de la "astreinte" definitiva no puede ser 
modificada por el juez en el momento de su liquidación. 
Corresponde al juez moderar o suprimir la "astreinte" pro-
visional, aún en el caso de inejecución comprobada. 

Completa en Francia las reformas al Procedimiento 
Civil el Decreto No. 73-1122, del 17 de diciembre de 1973, 
que instituye una cuarta serie de disposiciones destinadas 
a integrarse en el nuevo Código. De esta disposición eje-
cutiva estimamos importantes las modlificaciones ,  5ntrov4 
ducidas al artículo 135 del Código de Procedimiento Civil, 
para que rija como sigue: "La ejecución provisional de 
una decisión puede ser ordenada, a solicitud de las partes, 
o de oficio, fuera de los casos en que la ley la prohibe, ca- 
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da vez que el juez lo estime necesario y compatible con la 
naturaleza del asunto". 

Asimismo, nos parece de interés 14 modificación in-
troducida por la referida disposición ejecutiva al artícalo 
73 del Decreto 71-740, del 9 de septiembre de 1971, al cual 
ya se ha hecho referencia, cuyas disposiciones son reem-
plazadas por las siguientes: "En todos los casos de urgen-
cia, el Presidente del Tribunal de gran instancia (equiva-
lente a nuestro Tribunal de Primera Instancia) puede or-
denar en referimiento todas las medidas que no colidan 
con ninguna disposición seria, o que justifique la existen-
cia de un diferendo. Puede siempre prescribir las medi-
das conservatorias o de puesta en estado que se impongan, 
sea para prevenir un daño inminente, sea para hacer ce-
sar una perturbación manifiestamente ilícita. En esos ca-
sos en que la existencia de la obligación no es seriamen-
te contestable, el Presidente del Tribunal puede acordar 
una provisión al acreedor. Estos poderes se extienden a 
todas las materias en que no existe procedimiento parti-
cular de referimiento". 

Tales son, en resumen, las cuestiones tratadas con los 
juristas franceses. Un pormenorizado estudio de las mis-
mas determinará, oportunamente, cuáles deberán ser re-
comendadas para su adopción entre nosotros. He querido 
aprovechar la ocasión de esta celebración para referirme 
a ellas, por estimarlas de sumo interés para la actualiza-
ción de nuestro Derecho. 

¿Qué otra cosa más que ser justa puede hacer la jus-
ticia en el año Centenario de la Muerte de Duarte que aho-
ra se inicia? Puede, además, ser humana: Ha dicho Reca-
sens Siches; que "La norma general (ley, y en algunos ca-
sos reglamento) que regula situaciones de hecho abstrac-
tamente determinadas, requiere, para ser llevada a la prác-
tica y obtener así su sentido, una individualización, tanto 
de la conducta que impone, como del sujeto de la misma. 
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Este es el papel que cumplen las normas individualizadas 
o concretas —que acaban de citarse.— Mediante la senten-
cia judicial se comprueba de un modo cierto, si se da la si-
tuación de hecho 'prevista en abstracto por la ley, como 
condición para el deber jurídico que establece; se deter-
mina concretamente el contenido de éste y se le vincula 
—individualizándolo— a un sujeto". 

Por muy flexible, por muy maleable, por muy 
dúctil, por muy casuístico que pretenda ser el Derecho Po-
sitivo no trata y considera al hombre sino con caracteres 
genéricos o colectivos. Esto aunque sea condición en la 
cual descansa gran parte de la grandeza del Derecho co-
mo lo es también la posibilidad de que sus normas sean im-
puestas coercitivamente, con visos de inexorabilidad lo 
presenta siempre como alejado de la realidad humana. El 
jurista tiene que ser necesariamente legalista; pero no es 
ése su papel exclusivo; el jurista debe ser, además, servi-
dor de la justicia, sobre todo cuando aplica o interpreta 
la ley, labor esta última que corresponde, en grado extre-
mo, entre nosotros, a la Suprema Corte de Justicia, en su 
misión impuesta por la Ley, de establecer y mantener la 
unidad de la jurisprudencia nacional. En esta labor de in-
terpretación el juez y sus auxiliares los abogados, deben 
no ser ciegos y judaicos aplicadores de textos legales, tie-
nen que humanizar, con inteligencia y flexibilidad, con 
justicia y comprensión, el Derecho Positivo amoldándolo 
a la multiplicidad y variedad de los casos y facetas de la 
vida real, porque el Derecho, ya ha sido dicho, no termi-
na en las rigideces y frialdad de la Ley, sino que en ella 
empieza para convertirse en acto cierto de humana justi-
cia. Porque de ser imposible realizar nuestra misión de 
juzgar con amor al prójimo, con caridad a nuestros seme-
jantes, que al menos ella esté plena de Justicia, hasta don-
de puedan lograrlo nuestras flaquezas, nuestras imperfec-
ciones y nuestros defectos! 

El Padre de la Patria se preocupó mucho durante sus 

XIII 



da vez que el juez lo estime necesario y compatible con la 
naturaleza del asunto". 

Asimismo, nos parece de interés 14 modificación in-
troducida por la referida disposición ejecutiva al artículo 
73 del Decreto 71-740, del 9 de septiembre de 1971, al cual 
ya se ha hecho referencia, cuyas disposiciones son reem-
plazadas por las siguientes: "En todos los casos de urgen-
cia, el Presidente del Tribunal de gran instancia (equiva-
lente a nuestro Tribunal de Primera Instancia) puede or-
denar en referimiento todas las medidas que no colidan 
con ninguna disposición seria, o que justifique la existen-
cia de un diferendo. Puede siempre prescribir las medi-
das conservatorias o de puesta en estado que se impongan, 
sea para prevenir un daño inminente, sea para hacer ce-
sar una perturbación manifiestamente ilícita. En esos ca-
sos en que la existencia de la obligación no es seriamen-
te contestable, el Presidente del Tribunal puede acordar 
una provisión al acreedor. Estos poderes se extienden a 
todas las materias en que no existe procedimiento parti-
cular de referimiento". 

Tales son, en resumen, las cuestiones tratadas con los 
juristas franceses. Un pormenorizado estudio de las mis-
mas determinará, oportunamente, cuáles deberán ser re-
comendadas para su adopción entre nosotros. He querido 
aprovechar la ocasión de esta celebración para referirme 
a ellas, por estimarlas de sumo interés para la actualiza-
ción de nuestro Derecho. 

¿Qué otra cosa más que ser justa puede hacer la jus-
ticia en el año Centenario de la Muerte de Duarte que aho-
ra se inicia? Puede, además, ser humana: Ha dicho Reca-
sens Siches; que "La norma general (ley, y en algunos ca-
sos reglamento) que regula situaciones de hecho abstrac-
tamente determinadas, requiere, para ser llevada a la prác-
tica y obtener así su sentido, una individualización, tanto 
de la conducta que impone, como del sujeto de la misma. 

XII  

""1111P91~~--  
Este es el papel que cumplen las normas individualizadas 
o concretas —que acaban de citarse.— Mediante la senten-
cia judicial se comprueba de un modo cierto, si se da la si-
tuación de hecho'prevista en abstracto por la ley, como 
condición para el deber jurídico que establece; se deter-
mina concretamente el contenido de éste y se le vincula 
—individualizándolo— a un sujeto". 

Por muy flexible, por muy maleable, por muy 
dúctil, por muy casuístico que pretenda ser el Derecho Po-
sitivo no trata y considera al hombre sino con caracteres. 
genéricos o colectivos. Esto aunque sea condición en la 
cual descansa gran parte de la grandeza del Derecho co-
mo lo es también la posibilidad de que sus normas sean im-
puestas coercitivamente, con visos de inexorabilidad lo 
presenta siempre como alejado de la realidad humana. El 
jurista tiene que ser necesariamente legalista; pero no es 
ése su papel exclusivo; el jurista debe ser, además, servi-
dor de la justicia, sobre todo cuando aplica o interpreta 
la ley, labor esta última que corresponde, en grado extre-
mo, entre nosotros, a la Suprema Corte de Justicia, en su 
misión impuesta por la Ley, de establecer y mantener la 
unidad de la jurisprudencia nacional. En esta labor de in-
terpretación el juez y sus auxiliares los abogados, deben 
no ser ciegos y judaicos aplicadores de textos legales, tie-
nen que humanizar, con inteligencia y flexibilidad, con 
justicia y comprensión, el Derecho Positivo amoldándolo 
a la multiplicidad y variedad de los casos y facetas de la 
vida real, porque el Derecho, ya ha sido dicho, no termi-
na en las rigideces y frialdad de la Ley, sino que en ella 
empieza para convertirse en acto cierto de humana justi-
cia. Porque de ser imposible realizar nuestra misión de 
juzgar con amor al prójimo, con caridad a nuestros seme-
jantes, que al menos ella esté plena de Justicia, hasta don-
de puedan lograrlo nuestras flaquezas, nuestras imperfec-
ciones y nuestros defectos! 

El Padre de la Patria se preocupó mucho durante sus 

XIII 



sueños de creación de nuestra nacionalidad de que entre 
nosotros se instaurara un Estado de Derecho. Ahí está con-
firmando nuestro aserto su incompleto proyecto de Cons-
titución. Su carácter no definitivo, su condición de obra 
inacabada no mengua su importancia como documento 
constitutivo destinado a dar existencia a un Estado demo-
crático, libre e independiente. En dicho proyecto se lee: 
"La Ley es la que da al gobernante el derecho de mandar 
e impone al gobernado la obligación de obedecer; de con-
siguiente, toda autoridad no constituída con arreglo a la 
ley es ilegítima y por tanto no tiene derecho alguno a go-
bernar ni se está en la obligación de obedecerla". Y tam-
bién lo siguiente: "La Ley, salvo las restricciones del de-
recho, debe ser conservadora y protectora de la vida, la 
libertad, honor y propiedades del individuo". En cuanto 
a la Justicia, pensó Duarte en la inamovilidad de los jue-
ces y dejó sentado que "Ninguno podrá ser juzgado en 
causas civiles ni criminales por ninguna comisión sino por 
el tribunal competente determinado con anterioridad por 
la ley" y asimismo, que "Todo poder dominicano está y 
deberá estar siempre limitado por la ley y ésta por la jus-
ticia, la cual consiste en dar a cada uno lo que en derecho , 

 le pertenezca". Estos conceptos de la Justicia, inspirados, 
sin duda, en Ulpiano y Cicerón, prueban la alta calidad 
intelectual del Padre de la Patria, así como sus conoci-
mientos acerca de la ciencia jurídica. Del mismo modo en 
el referido proyecto queda patente una definida y clara 
muestra de su pensamiento político que hace partir la or-
ganización del Estado de la propia Ley. Así se hace cons 
tar en el mismo que "La Ley es la regla a la cual deben 
acomodar sus actos, así los gobernados como los gobernan-
tes". Es que Duarte ve en la norma preestablecida, en el 
imperio omnipotente de la Ley la base fundamental sobre 
la cual descansa la organización del propio Estado. Pero 
donde alcanza realmente su plenitud el concepto jurídico-
político duartiano, es cuando estampa en su proyecto lo 
siguiente: "Siendo la Independencia Nacional la fuente y 
garantía de las libertades patrias, la Ley Suprema del Pue- 
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blo Dominicano es y será siempre su existencia política 
como Nación libre e independiente de toda dominación, 
protectorado, intervención e influencia extranjera, cual 
la concibieron los fundadores de nuestra asociación polí-
tica al decir (el 16 de julio de 1838) Dios, Patria y Liber-
tad, República Dominicana y fue proclamada el 27 de Fe-
brero de 1844, siendo desde luego, así entendido por todos 
los Pueblos, cuyos pronunciamientos confirmamos y rati-
ficamos hoy; declarando además que todo gobernante o 
gobernado que la contraríe, de cualquier modo que sea, se 
coloca ipso facto y por sí mismo fuera de la ley". 

Propongo que en este año consagrado legalmente a 
la memoria de Duarte se provea a las Salas de Audiencias 
de todos los Tribunales del país, de retratos del Fundador 
de la República. De esta manera, en tan augustos y respe-
tables recintos, se administrará justicia con la presencia 
en efigie, no sólo del Cristo de la Redención de los Hom-
bres, sino también con la del "Cristo de la Libertad". 

Con el alma contrita; pero ccn fe ciega, puesta en la , 
 seguridad de nuestra promesa, en la firmeza de nuestro 

propósito, vayamos hoy, espiritualmente, en simbólica ro-
mería hasta el sitio sagrado donde descansan los despojos 
mortales del Fundador de la República, junto a los de sus 
más fraternales, abnegados y decididos compañeros en el 
ideal sublime de Dios, Patria y Libertad, para una vez allí, 
iluminados por los resplandores de la llama votiva que ar-
de eternamente en aquel lugar de ofrenda y reverencia, 
como si ella fuera la transfiguración en lenguas azuladas 
y rojizas del fuego de sus almas esplendentes, hagamos la 
formal promesa de ser justicieros en todas nuestras actua-
ciones, para que podamos sentirnos, al iniciar las labores 
judiciales, Honorables Magistrados, dignos de su abnega-
ción y sacrificio, merecededores de su audacia y renuncia-
miento y alcanzando así su felicidad y la nuestra y tor-
nando grato: y amable su recuerdo, nos hagamos, en fin, 
dignos de la grandeza de su obra imperecedera al concebir 
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en sus sueños delirantes y al crear con sus actos de heroís-
mo, para todos los dominicanos, una Patria grande, noble, 
libre, independiente e inmortal! 

O. • 

LIC. NESTOR CONTIN AYBAR, 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N. 
7 de Enero de 1976. 

JURISPRUDENCIA 

AÑO 1975 

— A — 

JURISPRUDENCIA CORRESPONDIENTE AL AÑO 1975 

ABUSO DE CONFIANZA EN QUE SE ALEGA HAY VALO-
RES DE MAS DE CINCO MIL PESOS. Hecho criminal que debe 
ser instruído. Artículo 10 de la ley 1014 de 1935. 

En la especie, la S. P. S. A., ha sido condenada por 
y declinar ef caso por ante el Juzgado de Instrucción correspon-
diente, expuso en síntesis, en la sentencia impugnada, que el he-
cho que se le imputa al prevenido F. tiene apariencia criminal, 
pues se trata de un ahuso de confianza que envuelve valores de 
más de cinco mil pesos, hecho sancionado por el artículo 408 re-
formado, del Código Penal, con cinco años de reclusión, pena que 
es criminal según lo disponen los artículos 6, 7 y 23 del indicado 
Código, que, por tanto, l'a referida Corte ha hecho una correcta 
aplicación de la Ley al ordenar que en ese caso se realice la ins-
trucción preparatoria correspondiente. 

B. J. No, 779, Octubre, 1975, Pág. 1927. 

ABUSO DE CONFIANZA NO PROBADO.— Sentencia ca-
rente de base legal. 

B. J. No. 770, Enero 1975, pág. 148. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Alegato de citación irre-
gular. Conclusiones del abogado defensor. No lesión al derecho 
de defensa. 

En la especie, el prevenido por órgano de su abogado conclu-
yó al fondo en defensa de sus intereses en la audiencia para la 
cual' se dice que estuvo irregularmente citado; que por tanto, en 
la especie, no se ha lesionado su derecho de defensa, por lo que 
el medio que se examina carece de fundamento y debe ssr deses-
timado. 

B. J. No. 781, Diciembre 1975, Pág. 2606. 
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Camión mal estacionado en 
la carretera. Triángulos lumínicos empolvados. Artículo 81 de la 
ley 241 de 1967, 

La circunstancia de que al momento de ocurrir el accidente, 
P. no estuviese en persona manejando el camión, no excluye su 
responsabilidad, al incurrir en la violación d'el artículo 81 de la 
Ley No. 241, como se ha admitido en el memorial, y lo comprobó, 
como se ve más adelante, la Corte a-qua; que si ciertamente de-
trás del camión estaban colocados los triángulos luminosos que 
exige la ley, también es cierto que el S. de la P., S. L. P. U., quien 
se trasladó al lugar del accidente la misma noche de la ocurren-
cia, declaró que el triángulo "no tenía visibilidad", ya que estu-
vieron tres días estacionados en la carretera, lo que fue confirma-
do por el testigo M. M., quien informó que el camión accidentado 
tenía los correspondientes triángulos delante y atrás, "pero em-
polvorados". 

B. J. No. 781, Diciembre 1975, Pág. 2639. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Compañía de Seguros. Cos-
tas,— Casación por vía de supresión y siln envío en el punto re-
lativo a las costas. 

En la especie, la S. P. S. A., ha sido condenada por 
el' fallo impugnado, al pago de todas las costas, juntamente con 
su asegurado J. D. C., persona puesta en causa como civilmente 
responsable, lo que obviamente constituye una violación de la 
ley, pues las aseguradoras solamente responden, tal como se dis-
puso en el fallo del primer grado de jurisdicción, confirmado por 
la Corte a-qua, de las costas a que haya sido condenado el asegu-
rado, y dentro de los límites legalmente especificados; que por 
lo tanto el fallo impugnado debe ser casado en este punto, por 
vía de supresión y sin envío, por no quedar nada que juzgar. 

B. J. No. 780, Noviembre 1975, Pág. 2135. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Daños. Prueba de la existen-
cia de esos daños. 

El examen de la sentencia impugnada, revela que a la Corte 
a-qua, el apelante no le aportó los elementos de juicio necesarios 
para que esta pudiera ponderar en qué consistieron esos daños y 
evaluarlos; que ciertamente la Corte pudo ordenar que el avalúo 
se hiciera por estado; pero esta medida sólo puede tomarse en 
materia civil, cuando se ha establecido la existencia del daño, lo 
que no ha ocurrido en la especie, en efecto, si es cierto que la 
Corte de que se trata, da por establecido el hecho de la colisión, 
y a ella se le aportó una copia auténtica de la sentencia del 26 
de mayo de 1969 rendida por el tribunal del primer grado, que 
alude a la sentencia del Juzgado de Paz, dictada el 3 de marzo 
de 1969, en sus atribuciones correccionales, en la condena al ac-
tual recurrido a tres meses de prisión por violación a la Ley 241 
de 1967, de dicho fallo no resulta establecido el daño sufrido por 
el vehículo de O.; que tampoco resulta esa p 
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cial, la que sólo se menciona en dicha sentencia civil del primer 
grado, y que además no fue aportada, a la instancia de apelación; 
que en esas circunstancias es evidente que a la Corte a -qua no se 
le suministraron los elementos de juicio necesarios para estable-
cer la existencia y magnitud del daño, a 16 que estaba obligado 
el apelante ahora recurrente en casación. 

B. J. No. 781, Nciembre 1975, Pág. 2531. 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. Descargo basado en de-
claraciones de testigos no presenciales del hecho, y sin ponderar 
las declaraciones de aquellas que presenciaron el caso.— Senten-
da casada por falta de base legal. 

B. J. No. 772, Marzo 1975, Pág. 469. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Falta de la víctima. Respon-
sabilidad civil. Monto de la indemnización. 

En la especie, la Corte a-qua expresa que la suma de dos 
mil pesos que se le había acordado a O. como justa reparación de 
los daños morales y materiales sufridos, debía ser mantenido "no 
obstante apreciar falta de parte de la víctima", lo que significa 
que la Corte estimó, dentro del ejercicio normal de sus facultades, 
en esa materia, que la suma de dos mil pesos era la que corres-
pondía pagar a los responsables del hecho, aun cuando el propio 
lesionado hubiese incurrido en alguna falta. 

B. J. No. 780. Noviembre 1975, Pág. 2275. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Hecho no comunicado a la 
Policía dentro de las 4 horas de ocurrido. Automóvil no asegura-
do, Cuestiones irrelevantes para la determinación de la culpabi-
lidad o no culpabilidad del conductor. 

B. J. No. 781, Diciembre 1975, Pág. 2557. 

ACCIDENTE DE AUTBOMOVIL. Lesiones que causaron la 
muerte. Cuestión de hecho establecidos por los Jueces del fondo, 
Certificación expedida por un médico privado.— Calidad de mé-
dico privado que no fue impugnada ante los jueces del fondo. 

B. J. No. 780, Noviembre 1975, Pág. 2135. 

ACCIDENTES DE AUTOMOVIL. Lesiones corporales.—
Compañía aseguradora puesta en causa que recurre en casación. 
Oponibilidad de las condenaciones. No condenación directa en 
costas contra la Compañía. Casación por vía de supresión y sin 
envío, en ese punto, 

B. J. No. 779, Octubre 1975, Pág. 1998. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Luces. Desperfectos. Artícu-
lo 65 de la Ley 241 del 1967. 

En la especie, el choque fue motivado por desperfectos de las 
luces del camión marca Nissan por él conducido, que impresiona- 
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do por la niebla perdió el control del camión que conduela y se 
vio obligado a estrenarse contra el camión G. M. C. conducido por 
N. M., reconociendo que el choque se debió a su exclusiva falta. 

B. J. No. 781, Diciembre 1975, Pág. 2593. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Parte civil que apela. Sen-
tencia que no contiene las conclusiones de ese apelante. Indem-
nización aumentada por la Corte de Apelación. Sentencia casada 
en ese punto. 

En la especie, ni del fallo impugnado ni de ningún otro mo-
do resulta establecido que la parte civil involucrada (G. V.), fi-
jara, al concluir como tope de la indemnización por ella pedida a 
la Corte a-qua la suma acordada o una inferior, hasta el límite 
de RD$800.00, concedida por el juez de primer grado de jurisdic-
ción; que en tales circunstancias la Suprema Corte de Justicia es-
tá impedida de establecer si el fallo impugnado, en el aspecto que 
se examina, fue dictado por la Corte a-qua, dentro de los límites 
que a la misma debió fijar G. V., al concluir; que por tanto, y con 
respecto a dicho punto, únicamente, la sentencia impugnada de-
be ser casada, compensándose las costas, ya que la casación tiene 
su causa en un error procesal cometido por los jueces del fondo. 

B. J. No. 770, Enero 1975, Pág. 67. 

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Personas con lesiones cor-
porales que curan antes de diez días y otras con lesiones tue cu-
ran después de diez. Hecho indivisible. Competencia del Tribunal 
de Primera Instancia. Casación total. Envio para que se conoz-
ca el asunto en su totalidad. 

B. J. No. 774, Mayo 1975, Pág. 949. 
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Sentencia de descargo que 

sólo se basa en la declaración del prevenido. Sentencia carente de 
motivos pertinentes. 

En la especie, el Juez a-quo, para descargar al prevenido R. 
D. T. B., se basó únicamente en la declaración de éste, sin ponde-
rar ninguno de los elementos de juicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, tales como las declaraciones de 
Tos testigos; que en eesas circunstancias, el fallo de que se trata 
no contiene motivos de hecho y de derecho congruentes y perti-
nentes que justifiquen su dispositivo, por lo que el fallo impugna-
do debe ser casado, sin necesidad de ponderar los otros alegatos 
propuestos por el recurrente. 

B. J. No. 781, Diciembre 1975, Pág. 2622. 

ACTA DE NACIMIENTO.— Rectificación, Apelaciones de las 
partes interesadas. 

Ver: Rectificación de un acta de nacimiento... 
B. J. No. 779, Octubre 1975, Pág. 1909. 

ALGUACIL. Acto de alguacil declarado nulo. Costas a cargo 
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del demandante que hace uso de ese acto, salvo el derecho de és-
te de reclamarla al alguacil que cometió el error. 

B. J. No. 774, Mayo 1975, Pág. 841. 
Ver: Costas. Litigante que hace uso de un acto de Alguacil 

que resulta nulo...* 

ALQUILER DE CASA PARA INSTALAR UNA EMPRESA 
COMERCIAL. Aumento del precio de alquiler. Artículo 2 y 14 del 
Decreto 4807 de 1959. 

Si bien es cierto que todos los Decretos sobre alquileres de ca-
sas dictados desde 1944 y recopilados por el No. 4807 de 1959, en 
base a Leyes de Emergencia dadas a su vez en base a la Consti-
tución del Estado, tuvieron principalmente como objeto favorecer 
a los inquilinos en lo relativo al valor de los alquileres y en otros 
aspectos, no es menos cierto que el Decreto No. 4807 de 1959, en 
sus artículos 2 y 14 permite también a los propietarios solicitar 
del Control y obtener de dicho funcionario, aumentos del alqui-
fer, sin que esos textos sujeten la Decisión a la existencia o no de 
contratos escritos ni por tiempo determinado; que el hecho de que 
sean los inquilinos los que más frecuentemente hayan hecho y 
hagan uso de la protección de ese Decreto, y no los propietarios 
para normalizar los alquileres, no significa la abolición de los tex-
tos citados, todo contando con la prudencia y el espíritu de equi-
dad de los funcionarios del Control y su obligtación de no exceder 
del 1 ; que, en cuanto a este punto y otros relativos a los con-
tratos de inquilinato, el Decreto No. 4807 de 1959, como los que 
lo antecedieron desde 1944, como medidas de emergencia, dejaron 
virtualmente en suspenso el artículo 1134 del Código Civil, aun-
que no respecto a otros tipos de contratos; b) que, puesto que, por 
lo expuesto, la Decisión dada en el caso ocurrente lo fue en ejer-
cicio correcto de sus atribuciones y resolviendo jurisdiccionalmen-
te una cuestión contenciosa no susceptible hasta el momento ac-
tual de ningún recurso, la Cámara a-qua ha procedido correcta-
mente al decidir que no podía poner en cuestión el monto del al-
quiler fijado por el Control, desde el día de su fijación, como lo 
prescribe expresamente el Decreto No. 4807 varias veces citado. 

B. J. No. 773, Abril 1975, Pág. 716. 

ANIMALES. Vagancia.— Aprosamiento. Venta. Artículo 84 
de la Ley de Policía. 

B. J. No. 771, Febrero 1975, Pág, 266. 
Ver: Vendutero Público. Artículo 84. 

APELACION. Desistimiento. Decisiones de dos tribunales dis-
tintos. Autoridad de cosa juzgada. Solución de equidad. 

Cuando una parte envuelta en un litigio relativo a un mis-
mo objeto, por una misma causa y entre las mismas partes, al su-
cumbir en primera instancia, interpone apelación y luego desis- 
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base a Leyes de Emergencia dadas a su vez en base a la Consti-
tución del Estado, tuvieron principallnente como objeto favorecer 
a los inquilinos en lo relativo al valor de los alquileres y en otros 
aspectos, no es menos cierto que el Decreto No. 4807 de 1959, en 
sus artículos 2 y 14 permite también a los propietarios solicitar 
del Control y obtener de dicho funcionario, aumentos del alqui-
Ter, sin que esos textos sujeten la Decisión a la existencia o no de 
contratos escritos ni por tiempo determinado; que el hecho de que 
sean los inquilinos los que más frecuentemente hayan hecho y 
hagan uso de la protección de ese Decreto, y no los propietarios 
para normalizar los alquileres, no significa la abolición de los tex-
tos citados, todo contando con la prudencia y el espíritu de equi-
dad de los funcionarios del Control y su obligtación de no exceder 
del 17, ; que, en cuanto a este punto y otros relativos a los con-
tratos de inquilinato, el Decreto No. 4807 de 1959, como los que 
lo antecedieron desde 1944, como medidas de emergencia, dejaron 
virtualmente en suspenso el artículo 1134 del Código Civil, aun-
que no respecto a otros tipos de contratos; b) que, puesto que, por 
lo expuesto, la Decisión dada en el caso ocurrente lo fue en ejer-
cicio correcto de sus atribuciones y resolviendo jurisdiccionalmen-
te una cuestión contenciosa no susceptible hasta el momento ac-
tual de ningún recurso, la Cámara a-qua ha procedido correcta-
mente al decidir que no podía poner en cuestión el monto del al-
quiler fijado por el Control, desde el día de su fijación, como lo 
prescribe expresamente el Decreto No. 4807 varias veces citado. 

B. J. No. 773, Abril 1975, Pág. 716. 

ANIMALES. Vagancia.— Aprosamlento. Vkin ►ta. Articulo 84 
de la Ley de Policía. 

B. J. No. 771, Febrero 1975, Pág. 266. 
Ver: Vendutero Público. Artículo 84. 

APE•ACION. Desistimiento. Decisiones de dos tribunales dis-
tintos. Autoridad de cosa juzgada. Solución de equidad. 

Cuando una parte envuelta en un litigio relativo a un mis-
mo objeto, por una misma causa y entre las mismas partes, al su-
cumbir en primera instancia, interpone apelación y luego desis- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1976 
4 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del D. J. de Santiago de fe-
cha, 15 de Noviembre de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Otto Andrés Isidor Villalona y Fernando Arturo Ro-
dríguez Ob.po. 

Abogados: Abogado de Isidor: Dr. Osiris Rafael Isidor V. Aboga-

dos de Rodríguez: Dres. Manuel Vega Pimentel y Luis 
A. Bircann Rojas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittalu-
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 9 de enero de 1976, años 132' de la Independencia 
y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la sirjuiente sentencia: 
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Vista el acta de casación del 14 de enero de 1974, le-
vantada en la Secretaría de la Cámara a-qua, requirimien-
to del doctor Osiris Isidor Villalona, en representación de 
Otto Andrés Isidor Villalona, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial del 7 de julio de 1975, suscrito por 
los abogados del recurrente Fernando Arturo Rodríguez 
Objío, en el que se propone el medio único que se indicará 
más adelante; 

Vistos el escrito de conclusiones del 7 de julio de 1975, 
suscrito por el Doctor Osiris R. Isidor V., a nombre del re-
currente Otto Andrés Isidor V., y el memorial del 10 del 
mismo mes y año, suscrito por dicho abogado en nombre del 
indicado recurrente, en el que se propone el medio que se 
mencionará más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una colisión entre dos automóviles ocurrida el 28 de ju-
nio de 1973, en la ciudad de Santiago, en el que no hubo 
heridos, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de Santiago, dictó el 27 de abril de 1973, una sentencia 
correccional, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que 
sobre las apelaciones interpuestas, la Cámara a-qua dictó 
el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a 
la forma el recurso de apelación, interpuesto por el Dr. Ma-
nuel Vega Pimentel, en representación del nombrado Fer- 
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Otto 
Andrés Isidor Villalona, dominicano, my« de edad, casa-
do, comerciante, domiciliado en la calle 8, casa No. 5, del 
Ensanche Piantini de esta ciudad, con cédula No. 85265, 
serie 1, y Fernando Arturo Rodríguez Objío, dominicano, 
mayor de edad, casado, empleado de banco, domiciliado en 
la casa No. 28 de la calle Rafael César Tolentino de la ciu-
dad de Santiago, contra la sentencia dictada el 15 de no-
viembre de 1973, por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
en sus atribuciones correccionales, como Tribunal de Se-
gundo Grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Alfredo Parra Beato, en representa-
ción del Doctor Osiris Rafael Isidor Villalona, cédula No. 
85265, serie ira., abogado de Otto Andrés Isidor Villalona, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Doctor Manuel Vega Pimentel, cédula No. 
49502, serie 31, por sí y por el Doctor Luis A. Bircann Ro-
jas, cédula No. 43324, serie 31, abogados del recurrente 
Fernando Arturo Rodríguez Objío, en la lectura de sus con-

clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación del 23 de noviembre de 1973, 
levantada en la Secretaría de la Cámara a-qua, a requeri-
miento del Doctor Manuel Vega Pimentel, en representa-
ción de Fernando Atruro Rodríguez Objío, en la que no se 
propone ningún medio determinado de casación; 
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Vista el acta de casación del 14 de enero de 1974, le-
vantada en la Sed)etaría de la Cámara a-qua, requirimien-
to del doctor Osiris Isidor Villalona, en representación de 
Otto Andrés Isidor Villalona, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial del 7 de julio de 1975, suscrito por 
los abogados del recurrente Fernando Arturo Rodríguez 
Objío, en el que se propone el medio único que se indicará 
más adelante; 

Vistos el escrito de conclusiones del 7 dé julio de 1975, 
suscrito por el Doctor Osiris R. Isidor V., a nombre del re-
currente Otto Andrés Isidor V., y el memorial del 10 del 
mismo mes y año, suscrito por dicho abogado en nombre del 
indicado recurrente, en el que se propone el medio que se 
mencionará más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una colisión entre dos automóviles ocurrida el 28 de ju-
nio de 1973, en la ciudad de Santiago, en el que no hubo 
heridos, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de Santiago, dictó el 27 de abril de 1973, una sentencia 
correccional, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que 
sobre las apelaciones interpuestas, la Cámara a-qua dictó 
el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a 
la forma el recurso de apelación, interpuesto por el Dr. Ma-
nuel Vega Pimentel, en representación del nombrado Fer- 
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Otto 
Andrés Isidor Villalona, dominicano, mtvor de edad, casa-
do, comerciante, domiciliado en la calle 8, casa No. 5, del 
Ensanche Piantini de esta ciudad, con cédula No. 85265, 
serie 1, y Fernando Arturo Rodríguez Objío, dominicano, 
mayor de edad, casado, empleado de banco, domiciliado en 
la casa No. 28 de la calle Rafael César Tolentino de la ciu-
dad de Santiago, contra la sentencia dictada el 15 de no-
viembre de 1973, por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 

en sus atribuciones correccionales, como Tribunal de Se-
gundo Grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Alfredo Parra Beato, en representa-
ción del Doctor Osiris Rafael Isidor Villalona, cédula No. 
85265, serie ira., abogado de Otto Andrés Isidor Villalona, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Doctor Manuel Vega Pimentel, cédula No. 
49502, serie 31, por sí y por el Doctor Luis A. Bircann Ro-
jas, cédula No. 43324, serie 31, abogados del recurrente 
Fernando Arturo Rodríguez Objío, en la lectura de sus con-

clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación del 23 de noviembre de 1973, 
levantada en la Secretaría de la Cámara a-qua, a requeri-
miento del Doctor Manuel Vega Pimentel, en representa-
ción de Fernando Atruro Rodríguez Objío, en la que no se 
propone ningún medio determinado de casación; 

11: 
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nando A. Rodríguez Objío, y del Lic. Augusto A. Lozada 
Almonte, Magistrado Procurador Fiscet de éste Distrito 
Judicial de Santiago, contra la sentencia No. 400 de fecha 
27 de abril del año 1973, rendida por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Municipio de Santiago, cu-
yo dispositivo copiado a la letra dice así: 'Primero: Que de-
be declarar como al efecto declara al nombrado Fernando 
A. Rodríguez Objío, de generales anotadas, culpable de vio-
lación a la Ley 241, en su artículo 74 letra a), y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa. de R•$5.00 
(Cinco Pesos Oro); Segundo: Que debe declarar como al 
efecto declara al nombrado Otto Andrés Isidor V., de ge-
nerales anotadas, no culpable de violación a la antes men-
cionada Ley, y en consecuencia se le descarga por no haber 
cometido falta alguna,en el manejo de su vehículo de Mo-
tor; — Tercero: Que debe condenar como al efecto condena 
al nombrado Fernando A. Rodríguez Objío, al pago de las 
costas penales y las declara de oficio, en cuanto al nombra-
do Otto Andrés Isidor V. — `SSEGUNDO: Modifica el ordi-
nal Segundo de la sentencia recurrida, en el sentido de que 
el nombrado Otto Andrés Isidor V., sea declarado culpable, 
de violar el artículo 74 letra A, de la Ley 241, conjunta-
tamente con el nombrado Fernando A. Rodríguez Objío, 
actuando éste Tribunal, por contrario imperio; — TERCE-
RO :Condena a los nombrados Fernando A. Rodríguez Ob-
jío y a Otto Andrés Isidor V., al pago de las costas del re-
curso y CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en lo 
que respecta al nombrado Fernando A. Rodríguez Objío".; 

Considerando, que el prevenido recurrente Fernando 
Arturo Rodríguez Objío, propone en su memorial, el medio 
único que sigue: Falta de motivos sobre la infracción impu-
tada al señor Fernando A. Rodríguez •Objío; Violación a la 
Ordenanza sobre el Tránsito No. 1346 63 del Municipio de 
Santiago; mala aplicación de los Arts. 74 (a) y 196 (c) de 

la Ley 241; 

 

Considerando, que el prevenido recurrente Otto An-
drés Isidor Villalonl, propone en su memorial del 10 de ju-
lio de 1975, el medio único que se copia a continuación: 
grada aplicación por desconocimiento del artículo 74, pá-
rrafo A) de la Ley 241, sobre tránsito de vehículo de mo-
tor; 

       

    

Considerando, que el prevenido Fernando Arturo Ro-
dríguez Objío, expone y alega en síntesis, en su único me-
dio de casación, que sdbre la falta que la Cámara a-qua im-
put5 al prevenido Fernando Arturo Rodríguez Objío, sólo 
expuso en su fallo lo siguiente: "Que también ésta Cáma-
ra Penal, admite falta en la persona del co-prevenido Fer-
nando A .Rodríguez Objío, tal corno lo estimó el Juzgado 
de Primer Grado; y que éste declaró en éste Tribunal que 
`Transitaba en una calle de preferencia', pero quedó de-
mostrado que ésa calle (16 de agosto) pierde la preferen-
cia en dirección de Norte a Sur, con la calle Cuba, lugar 
donde ocurrió el accidente, toda vez que no existe un le-
trero que diga 'Pare"; que "como puede comprobarse fá-
cilmente esa motivación no dice en qué consistió la falta 
del impetrante, que debe consistir siempre en un hecho 
preciso, que no identifica la Cámara a-qua"; que, por otra 
parte, al decir que en la intersección con la "calle 16 de 
Agosto", ésta pierde la preferencia; la Cámara a-qua violó 
la Ordenanza Municipal de Santiago No. 1346-63, del 12 de 
junio de 1963, que establece en su artículo 1ro., lo siguien-
te: "F) Se establece el-tránsito de preferencia en las si-
guientes vías: "Calles orientadas de Este a Oeste": calle 16 
de Agosto desde su comienzo hasta su terminación; se ex-
cluyen 10 metros lineales antes y después de las calles 30 
de Marzo, San Luis, Avenida Valerio y General López", de 
lo cual resulta que en la intersección de la 16 de Agosto 
con la Cuba, la primera conserva su carácter preferencial, 
Ya que no se encuentra entre las intersecciones "excepcio- 
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Considerando, que el prevenido recurrente Otto An-
drés Isidor Villalon3, propone en su memorial del 10 de ju-
lio de 1975, el medio único que se copia a continuación: 
Errada aplicación por desconocimiento del artículo 74, pá-
rrafo A) de la Ley 241, sobre tránsito de vehículo de mo-
tor; 

Considerando, que el prevenido Fernando Arturo Ro-
dríguez Objío, expone y alega en síntesis, en su único me-
dio de casación, que sdbre la falta que la Cámara a-qua im-
putó al prevenido Fernando Arturo Rodríguez Objio, sólo 
expuso en su fallo lo siguiente: "Que también ésta Cáma-
ra Penal, admite falta en la persona del co-prevenido Fer-
nando A .Rodríguez Objío, tal como lo estimó el Juzgado 
de Primer Grado; y que éste declaró en éste Tribunal que 
`Transitaba en una calle de preferencia', pero quedó de-
mostrado que ésa calle (16 de agosto) pierde la preferen-
cia en dirección de Norte a Sur, con la calle Cuba, lugar 
donde ocurrió el accidente, toda vez que no existe un le-
trero que diga 'Pare"; que "como puede comprobarse fá-
cilmente esa motivación no dice en qué consistió la falta 
del impetrante, que debe consistir siempre en un hecho 
preciso, que no identifica la Cámara a-qua"; que, por otra 
parte, al decir que en la intersección con la "calle 16 de 
Agosto", ésta pierde la preferencia; la Cámara a-qua violó 
la Ordenanza Municipal de Santiago No. 1346-63, del 12 de 
junio de 1963, que establece en su artículo 1ro., lo siguien-
te: "F) Se establece el-tránsito de preferencia en las si-
guientes vías: "Calles orientadas de Este a Oeste": calle 16 
de Agosto desde su comienzo hasta su terminación; se ex-
cluyen 10 metros lineales antes y después de las calles 30 
de Marzo, San Luis, Avenida Valerio y General López", de 
lo cual resulta que en la intersección de la 16 de Agosto 
con la Cuba, la primera conserva su carácter preferencial, 
ya que no se encuentra entre las intersecciones "excepcio- 

1 
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nando A. Rodríguez Objío, y del Lic. Augusto A. Lozada 
Almonte, Magistrado Procurador Fiscel de éste Distrito 
Judicial de Santiago, contra la sentencia No. 400 de fecha 
27 de abril del año 1973, rendida por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Municipio de Santiago, cu-
yo dispositivo copiado a la letra dice así: Primero: Que de-
be declarar como al efecto declara al nombrado Fernando 
A. Rodríguez Objío, de generales anotadas, culpable de vio-
lación a la Ley 241, en su artículo 74 letra a), y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de R•$5.00 
(Cinco Pesos Oro); Segundo: Que debe declarar como al 
efecto declara al nombrado Otto Andrés Isidor V., de ge-
nerales anotadas, no culpable de violación a la antes men-
cionada Ley, y en consecuencia se le descarga por no haber 
cometido falta alguna,en el manejo de su vehículo de Mo-
tor; — Tercero: Que debe condenar como al efecto condena 
al nombrado Fernando A. Rodríguez Objío, al pago de las 
costas penales y las declara de oficio, en cuanto al nombra-
do Otto Andrés Isidor V. — SSEGUNDO: Modifica el ordi-
nal Segundo de la sentencia recurrida, en el sentido de que 
el nombrado Otto Andrés Isidor V., sea declarado culpable, 
de violar el artículo 74 letra A, de la Ley 241, conjunta-
tamente con el nombrado Fernando A. Rodríguez Objío, 
actuando éste Tribunal, por contrario imperio; — TERCE-
RO :Condena a los nombrados Fernando A. Rodríguez Ob-
jío y a Otto Andrés Isidor V., al pago de las costas del re-
curso y CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en lo 
que respecta al nombrado Fernando A. Rodríguez Objío".; 

Considerando, que el prevenido recurrente Fernando 
Arturo Rodríguez Objío, propone en su memorial, el medio 
único que sigue: Falta de motivos sobre la infracción impu-
tada al señor Fernando A. Rodríguez •Objío; Violación a la 
Ordenanza sobre el Tránsito No. 1346 63  del Municipio de 

Santiago; mala aplicación de los Arts. 74 (a) y 196 (c) de 

la Ley 241; 
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nadas"; que para mayor edificación de esta Corte, el recu-
rrente ha depositado una certificaciónftlel Ayuntamiento 
de Santiago del 20 de enero de 1975, en la que "certifica" 
que la "16 de Agosto" es la preferente en su intersección 
con la Cuba; que la Cámara a-qua, "en su afán de ignorar 
esta Ordenanza" dijo que en esa esquina la calle "16 de 
Agosto", pierde la preferencia "toda vez que no existe un 
letrero que diga "Pare"; que a ese respecto la letra "e" del 
artículo 196 de la Ley 241, sólo se refiere al estacionamien-
to o a la dirección del tránsito; que fuera de éstas dos ex-
cepciones "ninguna otra regulación del tránsito municipal 
precisa de rótulos para ser legal; por lo que ese argumento 
esgrimido para despojar a la calle "16 de Agosto" de su 
carácter preferencial en la esquina de que se trata carece 
de fundamento; que la sentencia impugnada, en definitiva 
condena a los dos prevenidos por violación al artículo 74, 
letra a) de la Ley 241, por lo que la indicada Cámara plan-
tea una situación inconcebible y hasta risible, pues condenó 
a Isidor porque debió cederle el paso a Rodríguez Objío, y 
condenó a éste porque debió cederle el paso a Isidor; sólo a 
uno debe pertenecerle el paso preferencial, y en la especie, 
correspondía a Rodríguez Objío; que la sentencia debe ca-
sarse por habérsele despojado a éste últin-zo del "estatuto" 
preferencial; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impu2, -- 
nada revela, que la Cámara a-qua para condenar al preve-
nido Fernando Arturo Rodríguez Objío, admitió que come-
tió una falta "tal como lo estimó el Juzgado del Primer 
Grado", con lo que evidentemente expresa que hace suyos 
los motivos del Juez de Paz; que a ese respecto, el fallo del 

27 de abril de 1973, del Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción de Santiago, expresa en su penúltimo consi-
derando, lo siguiente: "A que la Ley 241, especifica en 

cuanto al derecho de paso se refiere, que cuando un vehícu- 
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lo ha penetrado en la intersección y viniere zle otra vía, el 
otro vehículo cedelá el paso a éste. En el caso de la especie 
el vehículo conducido por Otto Andrés Isidor había pene-
trado primero en la intersección de la 16 de Agosto con Cu-
ba"; que por cuanto se acaba de transcribir, se pone de 
manifiesto que, independientemente de que la 16 de Ago..;- 
to, mantiene su preferencia en la intersección con la Cuba, 
tanto el Juez de Paz corno la Cámara a-qua, establecieron 
que Otto Andrés Isidor V. había penetrado la intersección 
de que se trata, por lo que Rodríguez Objío estaba en la 

1 obligación de detenerse y cederle el paso, conforme lo dis-
pone el artículo 74 letra a) de la Ley 241 sobre tránsito de 
Vehículos; por lo que, al estimar que dicho prevenido Ro-
dríguez Objío cometió una falta, la Cámara a-qua no ha 
incurrido en las violaciones denunciadas, ya que el motivo 
arriba transcrito está correctamente fundado en el texto 
legal indicado, independientemente de todo otro motivo su-
perabundante; que en consecuencia, el medio único que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que el prevenido recurrente Otto An-
drés Isidor Villalona, alega en síntesis, en el medio único 
propuesto, que la Cámara a-qua incurre en errada aplica-
ción por desconocimiento del artículo 74-letra a) de la Ley 
241 de Tránsito de Vehículos, al estimar que incurrió en 
una falta al penetrar en el cruce de la Cuba con 16 de 
Agosto, no obstante haber visto antes, que Rodríguez Objío 
transitaba por esta última vía de Oeste a Este, y no dete-
nerse; que en parte esto es cierto, pero que no es menos 
cierto que cuando Isidor se dispuso a cruzar la intersección, 
ya había rebazado el eje central de dicha esquina, es decir 
que el co-prevenido Rodríguez Objío estaba en la obliga-
ción de reducir la marcha de su vehículo para permitir al 
vehículo que conducía Isidor que terminara de cruzar la vía 
sin que se produjese la colisión, por lo que Otto Andrés 
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lo ha penetrado en la intersección y viniere de otra vía, el 
otro vehículo cede-3á el paso a éste. En el caso de la especie 
el vehículo conducido por Otto Andrés Isidor había pene-
trado primero en la intersección de la 16 de Agosto con Cu-
ba"; que por cuanto se acaba de transcribir, se pone de 
manifiesto que, independientemente de que la 16 de Ago._:- 
to, mantiene su preferencia en la intersección con la Cuba, 
tanto el Juez de Paz como la Cámara a-qua, establecieron 
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nadas"; que para mayor edificación de esta Corte, el recu-
rrente ha depositado una certificaciónffidel Ayuntamiento 
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Agosto", pierde la preferencia "toda vez que no existe un 
letrero que diga "Pare"; que a ese respecto la letra "e" del 
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cepciones "ninguna otra regulación del tránsito municipal 
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uno debe pertenecerle el paso preferencial, y en la especie, 
correspondía a Rodríguez Objío; que la sentencia debe ca-

sarse por habérsele despojado a éste últir...zo del "estatuto" 
preferencial; pero, 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada revela, que la Cámara a-qua para condenar al, preve-
nido Fernando Arturo Rodríguez Objío, admitió que come-
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los motivos del Juez de Paz; que a ese respecto, el fallo del 

27 de abril de 1973, del Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción de Santiago, expresa en su penúltimo consi-
derando, lo siguiente: "A que la Ley 241, especifica en 
cuanto al derecho de paso se refiere, que cuando un vehícu- 
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Isidor Villalona no cometió falta alguna y la Cáinara de 
que se trata incurrió en la errada aplicoción del citado ar-
tículo; en consecuencia debe ser casada; pero, 

Considerando, que todo conductor de vehículo debe 
reducir la marcha o detenerse, si fuere necesario, en el 
cruce de dos calles, hasta tener la seguridad de que puede 
cruzar sin peligro; que en la especie, la Cámara a-qua dio 
por establecido que el prevenido Otto Andrés Isidor vio el 
vehículo que manejaba Rodríguez Objío transitando por la 
calle 16 de Agosto, y se lanzó a cruzar esa vía sin tener la 
seguridad de que tenía tiempo de cruzarla sin peligro de 
colisión, como ocurrió en la especie; que en esa circunstan-
cia, la Cámara a-qua no incurrió en error al aplicar la letra 
a) del artículo 74, invocado por dicho prevenido, puesto 
que al cruzar en ese momento contribuyó a producir el ac-
cidente corno ella estimó; por lo que dicha Cámara hizo 
una correcta aplicación de las reglas del tránsito; que en 
consecuencia el medio único propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la Cámara a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente suministrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecido los siguientes hechos: a) que a las 4:30 P.M. 
del 28 de junio de 1972, se produjo una colisión entre el 
carro placa No. 122306, marca Datsun, color crema, mode-
lo 1970, asegurado en la Compañía "Quisqueyana" median-
te póliza No. 02481, con vencimiento el día 1ro. de no-
viembre del año 1973, conducido por su propietario Fer-
nando A. Rodríguez Objío, el cual transitaba de Oeste-Este, 
por la calle "16 de Agosto" de la ciudad de Santiago, y el 
carro placa No. 115-857, marca Fiat, color azul, modelo 
1970, asegurado en la Compañía Nacional de Seguros "Pe-
pín", mediante Póliza A-24550, con fecha de vencimiento el   
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día 13 de enero de 1973, propiedad de Rosa Alba Hernán-
dez de Vargas, y conducido por ,Otto Andrés Isidor Villalo-
na, el cual transitaba de Norte a Sur por la calle Cuba; 
b) que éste prevenido, no obstante declarar que vio a Ro-
dríguez Objío, conduciendo su vehículo por la 16 de Agos-
to de Oeste-FIste se lanzó a cruzar ésta última vía; c) que 
Fernando Arturo Rodríguez Objío, a su vez, vio al vehícu-
lo conducido por Otto Andrés Isidor V. en el momento en 
que cruzaba la calle "16 de Agosto" y no redujo la marcha 
de su automóvil y lo detuvo para evitar la colisión; 

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran el delito de violación a las reglas de tránsito previs-
tas por el artículo 74-letra A de la Ley No. 241 sobre Trán-
sito de Vehículo, y sancionado por el artículo 75 de dicha 
Ley, con multa no menor de $5.00 ni mayor de $25.00; que 
por tanto al condenár a dichos prevenidos a una multa de 
$5.00, respectivamente, después de declararlos culpables, 
la Cámara a-qua les aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo concerniente al interés de di-
chos prevenidos recurrentes, ella no contiene vicio alguno 
que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Fernando Arturo Rodríguez Ob-
jío y por Otto Andrés Isidor Villalona, contra la sentencia 
dictada el 15 de noviembre de 1973, por la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, como Tribunal de Segundo Grado, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y Segundo: Condena a dichos prevenidos recurrentes 
al pago de las costas penales. 

     

     



8 	 BOLETIN JUDICIAL 

Isidor Villalona no cometió falta alguna y la Cámara de 
que se trata incurrió en la errada aplicación del citado ar-
tículo; en consecuencia debe ser casada; pero, 

Considerando, que todo conductor de vehículo debe 
reducir la marcha o detenerse, si fuere necesario, en el 
cruce de dos calles, hasta tener la seguridad de que puede 
cruzar sin peligro; que en la especie, la Cámara a-qua dio 
por establecido que el prevenido Otto Andrés Isidor vio el 
vehículo que manejaba Rodríguez Objío transitando por la 
calle 16 de Agosto, y se lanzó a cruzar esa vía sin tener la 
seguridad de que 'tenía tiempo de cruzarla sin peligro de 
colisión, como ocurrió en la especie; que en esa circunstan-
cia, la Cámara a-qua no incurrió en error al aplicar la letra 
a) del artículo 74, invocado por dicho prevenido, puesto 
que al cruzar en ese momento contribuyó a producir el ac-
cidente como ella estimó; por lo que dicha Cámara hizo 
una correcta aplicación de las reglas del tránsito; que en 
consecuencia el medio único propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, que la Cámara a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente suministrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecido los siguientes hechos: a) que a las 4:30 P.M. 
del 28 de junio de 1972, se produjo una colisión entre el 
carro placa No. 122306, marea Datsun, color crema, mode-
lo 1970, asegurado en la Compañía "Quisqueyana" median-
te póliza No. 02481, con vencimiento el día 1ro. de no-
viembre del año 1973, conducido por su propietario Fer-
nando A. Rodríguez Objío, el cual transitaba de Oeste-Este, 
por la calle "16 de Agosto" de la ciudad de Santiago, y el 
carro placa No. 115-857, marca Fiat, color azul, modelo 
1970, asegurado en la Compañía Nacional de Seguros "Pe-
pín", mediante Póliza A-24550, con fecha de vencimiento el   

BOLETIN JUDICIAL 	 9 

 

 

9 

día 13 de enero de 1973, propiedad de Rosa Alba Hernán-
dez de Vargas, y conducido por Otto Andrés Isidor Villalo-
na, el cual transitaba de Norte a Sur por la calle Cuba; 
b) que éste prevenido, no obstante declarar que vio a Ro-
dríguez Objío, conduciendo su vehículo por la 16 de Agos-
to de Oeste-este se lanzó a cruzar ésta última vía; c) que 
Fernando Arturo Rodríguez Objío, a su vez, vio al vehícu-
lo conducido por Otto Andrés Isidor V. en el momento en 
que cruzaba la calle "16 de Agosto" y no redujo la marcha 
de su automóvil y lo detuvo para evitar la colisión; 

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran el delito de violación a las reglas de tránsito previs-
tas por el artículo 74-letra A de la Ley No. 241 sobre Trán-
sito de Vehículo, y sancionado por el artículo 75 de dicha 
Ley, con multa no menor de $5.00 ni mayor de $25.00; que 
por tanto al condenár a dichos prevenidos a una multa de 
$5.00, respectivamente, después de declararlos culpables, 
la Cámara a-qua les aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo concerniente al interés de di-
chos prevenidos recurrentes, ella no contiene vicio alguno 
que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Fernando Arturo Rodríguez Ob-
jío y por Otto Andrés Isidor Villalona; contra la sentencia 
dictada el 15 de noviembre de 1973, por la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito •u-
dicial de Santiago, como Tribunal de Segundo Grado, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y Segundo: Condena a dichos prevenidos recurrentes 
al pago de las costas penales. 

     

     



10 	 BOLETIN JUDICIAL 

(Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Anlama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdono) Báez. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1976 

sentencia impugnada: Juzgado de primera Instancia de Monte 

Cristy, de fecha 14 de Octubre de 1970. 

Materia: Correccional. 

. Recurrente: Jorge Ojeda Diloné. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, 'Máximo Lovatón Pittaluga y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
9 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge 
Ojeda Diloné, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, 
residente en la calle José María Rodríguez No. 81, de la 
ciudad de Moca, cédula No. 31989 serie 54, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por el 
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en  tiempo hábil, por el Dr. Juan R. Hernández, a nombre 
y representación (3,71 señor Jorge Ojeda Diloné, y por el 
Fiscalizador del Juzgado de Paz del Municipio de Guayu-
bín, en representación del Magistrado Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial, contra la sentencia No. 163 de fecha 
14 de agosto de 1970, dictada por el Juzgado de Paz del 
Municipio de Guayubín, cuyo dispositivo dice así: 'Prime-
ro: que debe condenar y se condena al nombrado Jorge 
Ojeda Diloné, de generales anotadas, al pago de una multa 
de Cinco Pesos Oro (RD$5.00) moneda de curso legal, así 
como al pago de las costas del procédimiento, por el delito 
de violación a la Ley No. 241 sobre Tránsito de Vehículos, 
Art. 234, por el hecho de que mientras conducía el camión 
placa Internacional color rojo, por la carretera Duarte ki-
lómetro 42, placa No. 89067 propiedad del señor Jorge Oje-
da Diuchardo, con póliza de seguro No. 1-14624, con ven-
cimiento el día 3 de octubre del presente año 1970, asegu-
rado en Seguro San Rafael, chocó al camión marca G.M.C. 
placa No. 82328, propiedad de Francisco Neftalía Durán 
Almánzar, manejado por el señor querellante Camilo Mo-
rel Trinidad, con póliza de seguro No. 10460 Seguro de la 
Compañía Unión de Seguros C. por A., con vencimiento el 
día 22 de abril de 1971, resultando según el impacto éste 
último con varios desperfectos de mayor consideración, 
siendo por imprudencia del acusado. Segundo: Que debe 
disponer y se dispone, que en caso de insolvencia la multa 
sea compensada con prisión a razón de un día de prisión 
por cada peso de multa dejado de pagar.'— SEGUNDO: 
Confirmar y confirmamos, la sentencia del Juzgado de Paz 
del municipio de Guayubín, antes indicada.- Tercero: Con-
denar y condenamos, al nombrado Jorge Ojeda Diloné, al pa-
go de las costas del procedimiento de la presente alzada".; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que mediante la ponderación de los ele- 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
te Cristy el 14 de octubre de 1970, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, el 23 de octubre del 1970, a 
requerimiento del Dr. Juan R. Hernández, en representa-
ción del recurrente, en la cual no se propone ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después,de haber deli-
berado, y vistos los artículos 234 de la Ley 241 de 1967. y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: al que en horas 
de la noche del 11 de agosto de 1970 ocurrió un choque en-
tre los camiones Internacional manejado por Jorge Ojeda 
Diloné y el marca G. M. C. manejado por Camilo Moral 
Trinidad, resultando con desperfectos este último, hecho 
ocurrido en el kilómetro 42 de la carretera Duarte, tramo 
que conduce de Monte Cristy a Navarrete; el Juzgado de 
Paz del Municipio de Guayubín, apoderado del caso, pro-
nunció el 14 de agosto de 1970, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; bl que sobre las apelaciones in-
terpuestas por el prevenido Jorge Ojeda Diloné y el Pro-
curador Fiscal del Disrtito Judicial de Monte Cristy, inter• 
vino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falló: Primero: Declarar y declara-
rnos, bueno y válido los recursos de apelación interpuestos 
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mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, el Juzgado a-quo dio por establecidos los siguientes he-
chos: a) Que en la noche del 11 de agosto de 1970, mientras 
el camión placa No. 89067 manejado por Jorge Ojeda Dilo-
né, asegurado con la Compañía de Seguros San Rafael C. 
por A. transitaba por la carretera Monte Cristy-Navarrete, 
ál llegar al kilóinerto 42 trató de rebasar el camión placa 
No. 82328, manejado por Camilo Morel Trinidad, que tran-
sitaba por la misma vía y dirección y lo chocó por la parte 
trasera haciéndole perder el control, lo que lo hizo que ca-
yera en una zanja, ocasionándole al camión conducido por 
Morel Trinidad, varios desperfectos; b) que el hecho ocu-
rrió porque el camión de Ojeda dio "un zig-zag" en el pre-
ciso momento en que estaba rebasando el camión de Morel; 

Considerando, que el hecho así establecido constituye 
a cargo de Jorge Ojeda Diloné la infracción prevista y san-
cicnada por el artículo 234 de la Ley 241 de 1967, sobre 
Tránsito de Vehículos, con multa no menor de 5 pesos ni 
mayor de 50 pesos o prisión por un término no mayor de 
6 días; que al condenar al prevenido recurrente a una mul-
ta de 5 pesos el Juzgado a-ouo le aplicó una sanción ajusta-
da a la ley; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada en lo queconcierne al interés del 
prevenido, ella no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jorge Ojeda Diloné contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales por el 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte 
Cristy el 14 de octubre de 1970, cuyo dispositivo se ha co- 

piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con- 
dena al prevenido 4recurrente al pago de las costas penales. 

(Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueeces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Distrito Na-

cional, de fecha 14 de junio de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: María Brunilda Reynoso, c. s. Luis Fong. 

Abogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Antonio de Js. Leonardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida par los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Roas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga, 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional hoy día 
9 del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Indepen-
dencia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Brunilda Reynoso, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
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oficios domésticos, domiciliada en la casa No. 35 de la ca- 
lle Enriquillo de (rsta ciudad, con cédula No. 154034, serie 
lra., contra la sentencia dictada en atribuciones correccio- 
nales, en fecha 14 de mayo de 1973, por la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
Apelación de fecha 13 del mes de Octubre del año 1972, in- 

, terpuesto por el Dr. Miguel A. Carbuccia, a nombre y re-
presetanción del nombrado Luis Fong contra sentencia dic-
tado por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, en fecha 5 del mes de Octubre del año 
1972, cuyo dispositivo dice así: "Que se declare a Luis 
Fong, culpable de violar el artículo 1 y 2, Ley 2402, dos 
años (2) de prisión suspensiva y a una pensión mensual de 
RD$35.00 pesos y al pago de las costas. Que la presente 
sentencia sea ejecutoria no obstante apelación' por haber 
sido hecho conforme a la Iey. SEGUNDO: En cuanto al 
fondo revoca la sentencia objeto del presente recurso y en 
consecuencia declara al nombrado Luis Fong, no culpable 
de los hechos puestos a su cargo (viol. a la Ley 2402, en 
perjuicio del menor Rufin Reynaldo Reynoso) por no ha-
ber violado ninguna de las disposiciones de la Ley 2402; 
TERCERO: Declara las costas penales de oficio; CUARTO: 
Declara regular y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil incoada por la señora María Brunilda 
Reynso, a través de su abogado Dr. Antonio De Jesús Leo-
nardo, contra el nombrado Luis Fong, por haber sido hecha 
en tiempo hábil; QUINTO: En cuanto al fondo de la refe-
rida constitución en parte civil, se rechaza por improce-
dente y mal fundada; SEXTO: Se condena a la parte civil 
constiutída que sucumbe, al pago de las costas civiles"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 



BOLETIN JUDICIAL 	 17 
16 	 BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Distrito Na-

cional, de fecha 14 de junio de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: María Brunilda Reynoso, c. s. Luis Fong. 

Abogados: Dres. A. Ulises Cabrera y Antonio de Js. Leonardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente. 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Roas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga, 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional hoy día 
9 del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Indepen-
dencia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, corno Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Brunilda Reynoso, dominicana, mayor de edad, soltera, de 

oficios domésticos, domiciliada en la casa No. 35 de la ca-
lle Enriquillo de 4sta ciudad, con cédula No. 154034, serie 
ira., contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales, en fecha 14 de mayo de 1973, por la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
Apelación de fecha 13 del mes de Octubre del año 1972, in-
terpuesto por el Dr. Miguel A. Carbuccia, a nombre y re-
presetanción del nombrado Luis Fong contra sentencia die- 

, tado por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, en fecha 5 del mes de Octubre del año 
1972, cuyo dispositivo dice así: "Que se declare a Luis 
Fong, culpable de violar el artículo 1 y 2, Ley 2402, dos 
años (2) de prisión suspensiva y a una pensión mensual de 
RD$35.00 pesos y al pago de las costas. Que la presente 
sentencia sea ejecutoria no obstante apelación' por haber 
sido hecho conforme a la ley. SEGUNDO: En cuanto al 
fondo revoca la sentencia objeto del presente recurso y en 
consecuencia declara al nombrado Luis Fong, no culpable 
de los hechos puestos a su cargo (viol. a la Ley 2402, en 
perjuicio del menor Rufin Reynaldo Reynoso) por no ha-
ber violado ninguna de las disposiciones de la Ley 2402; 
TERCERO: Declara las costas penales de oficio; CUARTO: 
Declara regular y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil incoada por la señora María Brunilda 
Reynso, a través de su abogado Dr. Antonio De Jesús Leo-
nardo, contra el nombrado Luis Fong, por haber sido hecha 
en tiempo hábil; QUINTO: En cuanto al fondo de la refe-
rida constitución en parte civil, se rechaza por improce-
dente y mal fundada; SEXTO: Se condena a la parte civil 
constiutída que sucumbe, al pago de las costas civiles"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 



18 	 BOLETIN JUDICIAL 
BOLETIN JUDICIAL 	 19 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 6 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. 
Antonio de Jesús Leonardo, cédula No. 15818, serie 49, 
abogado de la recurrente María Brunilda Reynoso en fe-
cha 24 de mayo de 1973 en la cual no se propone ningún 

medio determinado de casación; 

Visto el memorial de la recurrente depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicio en fecha 11 de 
julio de 1975, firmada por su abogado Dr. Antonio de Je-
sús Leonardo, en el que se propone contra la sentencia im-
pugnada la violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, Falta de motivos y base legal, por haber si-

do dictada en dispositivo; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vista la Ley 2402 de 1950, Artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual 
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos: 

Considerando, que los jueces del fondo están obliga-
dos a motivar sus sentencias, y en materia represiva deben 
inunciar los hechos que resultan de la instrucción y ade-
más calificar esos hechos en relación con el texto de la pe-
na aplicada; que al no precisar la sentencia impugnada los 
hechos y estar carente de motivos, la Suprema Corte de 
Justicia está en la imposibilidad 1<ejercer su poder de con-

trol de decidir si la ley ha sido bien o mal aplicada por lo  

que procede la casación del fallo impugnado, según lo ha 
solicitado la recti2rente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales, en fecha 14 de mayo de 
1973 por la Segunda Cámara Penal del Distrito Nacional 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo, y envía dicho asunto por ante la Primera Cámara 
Penal de este mismo Distrito, en las mismas atribuciones; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

Fdos: Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova-
tón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ENERO DEL 1976 
6 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 

de enero de 1974. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Anicete Pouerié. 

Abogado: Lic. Manfredo A. Moore. 

Recurrido: Municipio de Higiley. 

Dios, Patria y Libertad. 
' República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen, 
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittalu-
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 12 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 

Corte de Casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Anicete 
Pouerié, dominicaál, mayor de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 3382, serie 28, domiciliado en la casa No. 19 de la 
calle Orfelina Pillier de la ciudad de Higüey, contra la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 23 
de enero del 1974, en relación con el Solar No. 1 de la Por-
ción "E" del Distrito Catastral No. 1 del Municipio de Hi-
güey, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de dicha Corte el 13 de marzo del 1974 por el Lic. 
Manfredo A. Moore, abogado del recurrente en el cual se 
proponen los medios que se indican más adelante; 

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de 
Justicia el 11 de febrero del 1975 por la cual se declara el 
defecto del recurrido, que es el Municipio de Higüey; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 555, 2229, 2269 del Código Ci-
vil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que se refiere, consta lo siguiente: a) que con 
motivo del saneamiento de la Porción "E" del Solar No. 1 
del Distrito Catastral No. 1, del Municipio de Higüey, el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó el 12 de 
julio de 1972, una sentencia por la cual rechazó la reclama-
ción del Municipio de Higüey, y ordenó el registro del de-
recho de propiedad del Solar No. 1, Porción "E". del Dis- 
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trito Catastral No .1 del Municipio de Higüey, con sus me-
joras, en favor de Anicete Pouerié; b) 41e sobre el recurso 

interpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge la ape-
lación interpuesta en fecha 3 de agosto de 1972 por el Doc-
tor Rolando Cedeño vadez, a nombre y en representación 
del Municipio de Higüey.— SEGUNDO: Se confirma la 

Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal de fecha 12 de julio de 1972, con las modificaciones 
resultantes de los motivos de esta sentencia, para que en lo 
sucesivo su dispositivo se lea así: 'Solar Número 1, Porción 
`E'.— Area: 16 Has., 74 As., 28 Cas.— Se ordena el regis-
tro del derecho de propiedad de este Solar, en la siguiente 
forma y proporción: a) 6 Has., 98 As., 03.8 Cas., equivalen. 
tes a 111 tareas, y sus mejoras, consistentes en una cerca 
de alambres de púas, pasto artificial, cocos, un almacén de 
blocks, techado de zinc y una casa de blocks techada de 
zinc, en favor del señor Anicete Poueriet, dominicano, ma-
yor de edad, casado, hacendado, cédula No. 3339, serie 28, 
domiciliado y residente en la Sección Nisibón, del Munici-
pio de Higüey; y b) 9 Has., 76 As., 24.2 Cas., en favor del 
Municipio de Higüey. Haciéndose constar que las mejoras 
que haya podido fomentar el señor Anicete Poueriet, dentro 
de esta porción, son de mala fe, y quedan, por tanto, regi-
das por la primera parte del artículo 555 del Código Civil"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial el siguiente medio de casación: Violación del '.rtículo 
555 del Código Civil; 

Considerando, que en el medio único de su memorial. 
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la senten-
cia impugnada reconoce que tanto Anicete Pouerié, como 
los dueños anteriores del solar No. 1, Porción "E", lo ocu-
paban en su totalidad, ya que los linderos que constan en 
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los documentos abarcan exactamente la superficie mensu-
rada catastralment(i o sea 16 Has., 74 As., y 28 Cas equiva-
lentes a 266 tareas, 24 varas; que esta circunstancia debió 
ponderarla mejor el Tribunal a-quo, ya que ella excluye la 
mala fe de Pouerié, y la de los dueños anteriores; que 
también alega el recurrente, que en la sentencia impugnada 
se expresa, que el hecho de que Anicete Pouerié y los due-
ños anteriores ocuparan y fomentaran la Parcela entera, 
ello fue por error, a juzgar por la declaración jurada de 
Juan Ramón Pión; que, sin embargo, si el Tribunal a-quo 
estimó que se trataba de un error, no podía afirmar, que el 
exponente actuó de mala fe al fomentar mejoras consisten-
tes en cercas de alambres de púas, cultivos de yerba arti-
ficial y frutos menores, ya que la mala fe no se presume y, 
por tanto, hay que probarla, y es precisamente esto lo que 
no ha hecho el Municipio de Higüey, que ni siquiera en sus 
conclusiones ante el Tribunal Superior de Tierras solicitó 
que se declararan de mala fe las mejoras de que se trata; 
que los motivos dados por el Tribunal a-quo son correctos 
para adjudicar al Municipio de Higüey el resto del solar, 
pero no son adecuados para declarar de mala fe las mejoras 
fomentadas por el recurrente; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que la Porción "E" del Solar No. 1 del 
Distrito Catastral No. 1 del Municipio de Higüey compren-
de dos porciones que originalmente estuvieron separadas 
por sus cercas respectivas; que la situada al Oeste del solar 
fue objeto de las ventas sucesivas entre los señores Juanico 
Guerrero, Juan Ramón Pión, Oliva Ceballos de Del Rosa-
rio, Ramón Demetrio Pión y Anicete Pouerié; que fue so-
bre esta porción de 111 tareas sobre la que montuvieron una 
posesión a título de propietarios los cuatro primeros; que 
si ellos ocuparon la parte Este de las tierras esa ocupación 
no fue ejercida a título de propietario; que, uno de dichos 
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trito Catastral No .1 del Municipio de Higüey, con sus me-
joras, en favor de Anicete Pouerié; b) hie sobre el recurso 

interpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge la ape-
lación interpuesta en fecha 3 de agosto de 1972 por el Doc-
tor Rolando Cedeño Vadez, a nombre y en representación 
del Municipio de Higüey.— SEGUNDO: Se confirma la 
Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal de fecha 12 de julio de 1972, con las modificaciones 
resultantes de los motivos de esta sentencia, para que en lo 
sucesivo su dispositivo se lea así: 'Solar Número 1, Porción 
`E'.— Area: 16 Has., 74 As., 28 Cas.— Se ordena el regis-
tro del derecho de propiedad de este Solar, en la siguiente 
forma y proporción: a) 6 Has., 98 As., 03.8 Cas., equivalen. 
tes a 111 tareas, y sus mejoras, consistentes en una cerca 
de alambres de púas, pasto artificial, cocos, un almacén de 
blocks, techado de zinc y una casa de blocks techada de 
zinc, en favor del señor Anicete Poueriet, dominicano, ma-
yor de edad, casado, hacendado, cédula No. 3339, serie 28, 
domiciliado y residente en la Sección Nisibón, del Munici-
pio de Higüey; y b) 9 Has., 76 As., 24.2 Cas., en favor del 
Municipio de Higüey. Haciéndose constar que las mejoras 
que haya podido fomentar el señor Anicete Poueriet, dentro 
de esta porción, son de mala fe, y quedan, por tanto, regi-
das por la primera parte del artículo 555 del Código Civil"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-

-rial el siguiente medio de casación: Violación del nrtículo 

555 del Código Civil; 

Considerando, que en el medio único de su memorial, 
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la senten-
cia impugnada reconoce que tanto Anicete Pouerié, como 
los dueños anteriores del solar No. 1, Porción "E", lo ocu-
paban en su totalidad, ya que los linderos que constan en  

los documentos abarcan exactamente la superficie mensu-
rada catastralment(i o sea 16 Has., 74 As., y 28 Cas equiva-
lentes a 266 tareas, 24 varas; que esta circunstancia debió 
ponderarla mejor el Tribunal a-quo, ya que ella excluye la 
mala fe de Pouerié, y la de los dueños anteriores; que 
también alega el recurrente, que en la sentencia impugnada 
se expresa, que el hecho de que Anicete Pouerié y los due-
ños anteriores ocuparan y fomentaran la Parcela entera, 
ello fue por error, a juzgar por la declaración jurada de 
Juan Ramón Pión; que, sin embargo, si el Tribunal a-quo 
estimó que se trataba de un error, no podía afirmar, que el 
exponente actuó de mala fe al fomentar mejoras consisten-
tes en cercas de alambres de púas. cultivos de yerba arti-
ficial y frutos menores, ya que la mala fe no se presume y, 
por tanto, hay que probarla, y es precisamente esto lo que 
no ha hecho el Municipio de Higüey, que ni siquiera en sus 
conclusiones ante el Tribunal Superior de Tierras solicitó 
que se declararan de mala fe las mejoras de que se trata; 
que los motivos dados por el Tribunal a-quo son correctos 
para adjudicar al Municipio de Higüey el resto del solar, 
pero no son adecuados para declarar de mala fe las mejoras 
fomentadas por el recurrente; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: que la Porción "E" del Solar No. 1 del 
Distrito Catastral No. 1 del Municipio de Higüey compren-
de dos porciones que originalmente estuvieron separadas 
por sus cercas respectivas; que la situada al Oeste del solar 
fue objeto de las ventas sucesivas entre los señores Juanico 
Guerrero, Juan Ramón Pión, Oliva Ceballos de Del Rosa-
rio, Ramón Demetrio Pión y Anicete Pouerié; que fue so-
bre esta porción de 111 tareas sobre la que montuvieron una 
posesión a título de propietarios los cuatro primeros; que 
si ellos ocuparon la parte Este de las tierras esa ocupación 
no fue ejercida a título de propietario; que, uno de dichos 
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propietarios, Ramón Demetrio Pión, afirmó que fue "sol-
tando pedazos" de las tierras a terceres ocupantes hasta 
quedar el perímetro original reducido a lo que es hoy el 
Solar No. 1, tras reconocer al Municipio de "Higüey" como 
el legítimo y verdadero propietario; que en esas circunstan-
cias, al Sr. Anicete Pouerié, último adquiriente, no se le ha 
podido transmitir del solar una posesión revestida de to-
dos los elementos necesarios para prescribir, y la que él ha 
podido ejercer por sí dentro del área que excede las citadas 
111 tareas, no puede conducir a la prescripción, por haber-
se iniciado su posesión en el 1970; que, además, se expresa 
en la sentencia impugnada, que no hay razones para dudar 
de que Anicete Pouerié sabía, como todos los propietarios 
anteriores que el terreno colindante pertenecía al Municipio 
de Higüey; "que estos razonamientos conducen al Tribu-
nal a estimar, que las mejoras que haya podido fomentar 
el señor Anicete Pouerit en el resto del solar que sobrepa-
sa la cantidad de 111 tareas, son de mala fe y deben por tan-
to quedar regidas por la primera parte del artículo 555 del 
Código Civil"; 

Considerando, que por lo antes expuesto, es evidente 
que, los jueces del fondo no determinaron, en su sentencia, 
si existían o no esas mejoras, lo que era necesario precisar 
según lo dispone el artículo 127 de la Ley de Registro de 
Tierras, el cual en su primera parte dice así: "Si después 
de haber sido fallado el caso, el Tribunal averiguase que 
las mejoras permanentes que hay sobre el terreno saneadol 
pertenecen a otra persona que no es la dueña del terreno,'T 
las describirá en una forma tal que sea siempre fácil iden-
tificarlas, y las declarará regidas por el Art. 555 del Códi-
go Civil, según el caso, para que así conste en el Decreto 
de Registro que se expida."; que esta disposición de la Ley 
se funda en el principio de que todos los derechos cuyo re-
gistro sea ordenado por el Tribunal Superior de Tierras de- 

ben figurar con toda claridad y precisión en el Certificado 
de Título que sea expedido al efecto, todo en garantía de 
los terceros adqu.irientes; que además, el Tribunal a-quo 
dio como motivos, para declarar que las mejoras menciona-
das eran de mala fe, que los causantes de Pouerié tenían el 
conocimiento de que el terreno colindante era de la propie-
dad del Ayuntamiento, lo que no justifica mala fe de par-
te de Pouerié; que en tales condiciones la sentencia impug-
nada carece de base legal y debe ser casada; 

Considerando, que cuando la sentencia impugnada es 
casada por falta de base legal, las costas pueden ser com-
pensdas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, el 23 de enero del 
1974, en relación con la Porción "E", del solar No. 1, del 
Distrito Catastral No. 1 del Municipio de Higüey, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo, en lo 
concerniente a la declaratoria de mala fe de las mejoras a 
que se refiere la letra b) del ordinal 2do. de dicha senten-
cia, y envía el asunto, así delimitado, ante el mismo Tribu-
nal Superior de Tierras; y Segundo: Compensa las costas 
entre las partes. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto 'Curio' hijo. 
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propietarios, Ramón Demetrio Pión, afirmó que fue "sol-
tando pedazos" de las tierras a terceros ocupantes hasta 
quedar el perímetro original reducido a lo que es hoy el 
Solar No. 1, tras reconocer al Municipio de "Higüey" como 
el legítimo y verdadero propietario; que en esas circunstan-
cias, al Sr. Anicete Pouerié, último adquiriente, no se le ha 
podido traw_mitir del solar una posesión revestida de to-
dos los elementos necesarios para prescribir, y la que él ha 
podido ejercer por sí dentro del área que excede las citadas 
111 tareas, no puede conducir a la prescripción, por haber-
se iniciado su posesión en el 1970; que, además, se expresa 
en la sentencia impugnada, que no hay razones para dudar 
de que Anicete Pouerié sabía, como todos los propietarios 
anteriores que el terreno colindante pertenecía al Municipio 
de Higüey; "que estos razonamientos conducen al Tribu-
nal a estimar, que las mejoras que haya podido fomentar 
el señor Anicete Pouerit en el resto del solar que sobrepa-
sa la cantidad de 111 tareas, son de mala fe y deben por tan-
to quedar regidas por la primera parte del artículo 555 del 
Código Civil"; 

Considerando, que por lo antes expuesto, es evidente 
que, los jueces del fondo no determinaron, en su sentencia, 
si existían o no esas mejoras, lo que era necesario precisar 
según lo dispone el artículo 127 de la Ley de Registro de 
Tierras, el cual en su primera parte dice así: "Si después 
de haber sido fallado el caso, el Tribunal averiguase que 
las mejoras permanentes que hay sobre el terreno saneado 
pertenecen a otra persona que no es la dueña del terreno, 
las describirá en una forma tal que sea siempre fácil iden-
tificarlas, y las declarará regidas por el Art. 555 del C5di-
go Civil, según el caso, para que así conste en el Decreto 
de Registro que se expida."; que esta disposición de la Ley 
se funda en el principio de que todos los derechos cuyo re-
gistro sea ordenado por el Tribunal Superior de Tierras de- 

ben figurar con toda claridad y precisión en el Certificado 
de Título que seie4 expedido al efecto, todo en garantía de 
los terceros adquirientes; que además, el Tribunal a-quo 
dio como motivos, para declarar que las mejoras menciona-
das eran de mala fe, que los causantes de Pouerié tenían el 
conocimiento de que el terreno colindante era de la propie-
dad del Ayuntamiento, lo que no justifica mala fe de par-
te de Pouerié; que en tales condiciones la sentencia impug-
nada carece de base legal y debe ser casada; 

Considerando, que cuando la sentencia impugnada es 
casada por falta de base legal, las costas pueden ser com-
pensdas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, el 23 de enero del 
1974, en relación con la Porción "E", del solar No. 1, del 
Distrito Catastral No. 1 del Municipio de Higüey, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo, en lo 
concerniente a la declaratoria de mala fe de las mejoras a 
que se refiere la letra b) del ordinal 2do. de dicha senten-
cia, y envía el asunto, así delimitado, ante el mismo Tribu-
nal Superior de Tierras; y Segundo: Compensa las costas 
entre las partes. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto .Curiel hijo. 



-1111111p1111■ 

26 
	

BOLETIN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 10 

de Abril de 1972. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Esperanza Frías y Hernández. 

Abogado: Dr. Victor Guerrero Rojas. 

Recurridos: Leopoldo Sánchez y Sánchez y compartes. 

Abogado: Dr. Diógenes del Orbe. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Contín 
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 
del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Independen-
cia y 113' de la Restauraci'5n, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Esperan-
za Frías y Herná ndez, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado en la Sección La Bija, del Munici-
pio de 'Cotuí, Cédula No. 24667, serie 47, contra la senten-
cia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el día 10 
de abril del 1972, en relación con la Parcela No. 57 del Dis-
trito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Víctor 
Guerrero Rojas, cédula No. 14087, serie 54, abog:do del re-
currente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Diógenes 
del Orbe, cédula No. 24215, serie 47, abogado de los recu-
rridos que son Leopoldo Sánchez y Sánchez, Confesor Nú-
ñez Sánchez, Francisca Sánchez, Manuel María Sánchez 
Severino, Pedro Ortega y Ramón Sánchez Rodríguez, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados en Las Bija, Mu-
nicipio de Cotuí; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República: 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de esta Corte el día 5 de Junio de 1972, y suscrito por 
el abogado del recurrente, en el cual se proponen los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 31 de marzo de 
1975, suscrito por el abogado de los recurridos; 

Visto el auto dictado en fecha 9 del mes de Enero del 
corriente año 1976, por el Magistrado Presidente de la Su- 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1976 
e 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 10 

de Abril de 1972. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Esperanza Filas y Hernández. 

Abogado: Dr. Víctor Guerrero Rojas. 

Recurridos: Leopoldo Sánchez y Sánchez y compartes. 

Abogado: Dr. Diógenes del Orbe. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Esperan-
', za Frías y Herné*dez, dominicano, mayor de edad, casado, 

agricultor, domiciliado en la Sección La Bija, del Munici-
pio de Cotuí, Cédula No. 24667, serie 47, contra la senten-
cia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el día 10 
de abril del 1972, en relación con la Parcela No. 57 del Dis-
trito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Víctor 
Guerrero Rojas, cédula No. 14087, serie 54, abogado del re-
currente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Diógenes 
del Orbe, cédula No. 24215, serie 47, abogado de los recu-
rridos que son Leopoldo Sánchez y Sánchez, Confesor Nú-
ñez Sánchez, Francisca Sánchez, Manuel María Sánchez 
Severino, Pedro Ortega y Ramón Sánchez Rodríguez, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados en Las Bija, Mu-
nicipio de Cotuí; 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Confín 
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 
del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Independen-
cia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de esta Corte el día 5 de Junio de 1972, y suscrito por 
el abogado del recurrente, en el cual se proponen los me-
dios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha 31 de marzo de 
1975, suscrito por el abogado de los recurridos; 

Visto el auto dictado en fecha 9 del mes de Enero del 
corriente año 1976, por el Magistrado Presidente de la Su- 
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del Distrito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí; TER-
CERO: Se Ordena gl desalojo inmediato del señor Esperan-
za Frías y Hernández, del ámbito de la citada Parcela No. 
57 del Distrito Catastral No. 3, del 'Municipio de Cotuí"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial el siguiente medio Unico de casación: Violación de la 
Ley No. 124 sobre Distribución de Aguas Públicas, modifi- 

• cada por la Ley No. 5812, sobre Dominio de Aguas Terres-
tre y Distribución de Aguas Públicas. Artículo 70 Párrafos 
1, 1V, V y vI; 

Considerando, que a su vez, los recurridos sostienen 
que el recurso de casación interpuesto por Esperanza Frías 
y Hernández, es inadmisible frente a Ramón, Petronila, 
Mariana, Esmeraldo, Elpidio, Francisca, Daniela, Fermi-
na, Ana Dolores y Pedro Sánchez, en razón de que el em-
plazamiento no les fue notificado a ellos, sino a los otros 
condueños de 'la Parcela No. 57; pero, 

Considerando, que si bien en principio los actos de la ( 
instancia tienen un efecto relativo y no pueden beneficiar \ 
ni ser opuestas por aquellos que los han notificado o contra 
quienes son dirigidos, la regla sufre excepción cuando se 
trata de un asunto de carácter indivisible como sucede en 
la especie, y en este caso el recurso interpuesto contra al-
gunas de las partes vale respecto de las demás y en conse-
cuencia, el medio de inadmisión propuesto debe ser des-
estimado; 

Considerando, que el recurrente alega en él medio úni-
co de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que él es pro-
pietario de una porción de la Parcela No. 57 del Distrito 
Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí, de 4 Has., 41 As., 
55 Cas., 80 Dec., cuadrados que adquirió por compra a José 
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prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Fernando E. Ravelo de la Fueóte, Juez de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por el recurrente en 
su memorial, los cuales se mencionan más adelante, y 1, 20 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un procedimiento en desalojo de la Parcela 
No. 57 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Cotuí, 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó el 25 
de enero de 1971, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: UNICO: Rechaza, por improcedente y mal fun-
dadas, las conclusiones presentadas por el Dr. Diógenes del 
Orbe, a nombre y representación de los señores Ramón 
Sánchez y Sánchez, Leopoldo Sánchez y Sánchez y com-
partes, relativas a que se ordene el desalojo inmediato del 
señor Esperanza Frías de la extención de terrenos que ocu-
pa dentro de los términos de la Parcela No: 57, del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio, Provincia de Sánchez Ramí 
rez"; b) que sobre el recurso interpuesto contra esa deci-
sión intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA. PRIMERO: Se Acoge la apelación 
interpuesta en fecha 22 de Febrero de 1971, por el Dr. Dió-
genes del Orbe, a nombre y en representación de los seño-
res Leopoldo Sánchez y Sánchez y compartes; SEGUNDO: 
Se Revoca en todas sus partes la Decisión No. 1, del Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha 25 de 
Enero de 1971, dictada en relación con la Parcela No. 57 
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del Distrito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí; TER-
CERO: Se Ordena 11 desalojo inmediato del señor Esperan-
za Frías y Hernández, del ámbito de la citada Parcela No. 
57 del Distrito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial el siguiente medio Unico de casación: Violación de la 
Ley No. 124 sobre Distribución de Aguas Públicas, modifi- 

• cada por la Ley No. 5812, sobre Dominio de Aguas Terres-
tre y Distribución de Aguas Públicas. Artículo 70 Párrafos 
1, 1V, V y VI; 

Considerando, que a su vez, los recurridos sostienen 
que el recurso de casación interpuesto por Esperanza Frías 
y Hernández, es inadmisible frente a Ramón, Petronila, 
Mariana, Esmeraldo, Elpidio, Francisca, Daniela, Fermi-
na, Ana Dolores y Pedro Sánchez, en razón de que el em-
plazamiento no les fue notificado a ellos, sino a los otros 
condueños de la Parcela No. 57; pero, 

Considerando, que si bien en principio los actos de la ( 
instancia tienen un efecto relativo y no pueden beneficiar 
ni ser opuestas por aquellos que los han notificado o contra 
quienes son dirigidos, la regla sufre excepción cuando se 
trata de un asunto de carácter indivisible como sucede en 
la especie, y en este caso el recurso interpuesto contra al-
gunas de las partes vale respecto de las demás y en conse-
cuencia, el medio de inadmisión propuesto debe ser des-
estimado; 

Considerando, que el recurrente alega en él medio úni-
co de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que él es pro-
pietario de una porción de la Parcela No. 57 del Distrito 
Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí, de 4 Has., 41 As., 
55 Cas., 80 Dec., cuadrados que adquirió por compra a José 
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prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Fernando E. Ravelo de la Fueóte, Juez de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por el recurrente en 
su memorial, los cuales se mencionan más adelante, y 1, 20 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un procedimiento en desalojo de la Parcela 
No. 57 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Cotuí, 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó el 25 
de enero de 1971, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: UNICO: Rechaza, por improcedente y mal fun-
dadas, las conclusiones presentadas por el Dr. Diógenes del 
Orbe, a nombre y representación de los señores Ramón 
Sánchez y Sánchez, Leopoldo Sánchez y Sánchez y com-
partes, relativas a que se ordene el desalojo inmediato del 
señor Esperanza Frías de la extención de terrenos que ocu-
pa dentro de los términos de la Parcela No: 57, del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio, Provincia de Sánchez Ramí 
rez"; b) que sobre el recurso interpuesto contra esa deci-
sión intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA. PRIMERO: Se Acoge la apelación 
interpuesta en fecha 22 de Febrero de 1971, por el Dr. Dió-
genes del Orbe, a nombre y en representación de los seño-
res Leopoldo Sánchez y Sánchez y compartes; SEGUNDO: 
Se Revoca en todas sus partes la Decisión No. 1, del Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha 25 de 
Enero de 1971, dictada en relación con la Parcela No. 57 
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Manuel Durán Peralta; que este inmueble lo adquirió el 
último de Rafael Tobías González, quie# lo hubo del Estado 
Dominicano, y éste a su vez, lo adquirió en virtud de la Ley 
No. 5852, sobre Dominio de Aguas Terrestres y Distribu-
ción de Aguas Públicas, según los documentos que se depo-
sitan con el recurso de casación interpuesto; que estos do-
cumentos debieron ser depositados en el Tribunal de Tie, 
rras y no ahora en casación, lo que ocurrió porque la Cer-
tificación pedida al efecto de las Oficinas de la Dirección 
General de Bienes Nacionales les fue suministrada tardía-
mente; que, sin embargo, el Tribunal a-quo, debió, dentro 
de su papel activo haber requerido esas pruebas o haber fi-
jado una nueva audiencia con el fin de dar una oportuni-
dad al Departamento Legal de dicha Dirección General pa-
ra que enviara su abogado con las pruebas correspondien-
tes; que el único culpable de esta actuación es el Estado 
Dominicano, que sin haber llenado los trámites legales 
transfirió sus derechos, dejando el problema a los sucesivos 
adquirientes del terreno; 

Considerando, que el Tribunal a-quo para ordenar el 
desalojo de Esperanza Frías Hernández de la Parcela No. 
57, expresó en su sentencia lo siguiente: que el Estado Do-
minicano y los señores Rafael Tobías González y José Ma-
nuel Durán Peralta, a quienes el intimado señala como sus 
causantes, no figuran entre las personas con derechos re-
gistrados dentro de esta parcela; que el Tribunal le otorgó 
al señor Frías y Hernández un plazo de 30 días para que 
depositada los documentos justificativos de los derechos 
que él alega haber adquirido dentro de la Parcela No. 57 
del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Cotuí, sin que 
dicho señor depositara documento alguno; que igualmente, 
haciendo uso de su papel activo, al Tribunal se dirigió al 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega para 
que dicho funcionario informara si las ventas señaladas 
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por el intimado habían sido ejecutadas en esa oficina, ob-
teniéndose una reouesta negativa sobre el caso; que en el 
'sistema establecido por la Ley de Registro de Tierras el 
derecho se consuma con el registro y es entonces cuando 
esos derechos son oponibles a terceros; que, como se trata 
en la especie de un terreno registrado y no hay constancia 
de que la cesión y las ventas a que hace referencia el se-
ñor Esperanza Frías y Hernández han sido inscritas en la 
oficina del Registro de Títulos correspondiente, el intimado 
no puede ser considerado como un legítimo propietario de 
derechos dentro de esta Parcela, resultando, en consecuen-
cia, la ocupación que él pueda tener dentro de la misma, 
una ocupación indebida; 

Considerando, que el Tribunal a-quo antes de ordenar 
el desalojo de Esperanza Frías y Hernández, de la Parcela 
No. 57, debió ponderar, y no lo hizo, los oficios del Aboga-
do del Estado del 12 de diciembre del 1967 y del Director 
General del Instituto Agrario Dominicano del 11 de di-
ciembre del 1967 en que consta que los Sucesores de Tomás 
Sánchez cedieron al Estado Dominicano, por acto del 5 de 
abril de 1952, una porción de la mencionada Parcela, de 4 
Has., 41 As., y 46 Cas., equivalente a 70-20 tareas, que ad-
quirió en virtud de la Ley No. 124 y sus modificaciones; 

que esta Corte estima que de haber ponderado esos docu-
mentos hubiera dado al caso, eventualmente, otra solu-
ción; que en tales condiciones la sentencia impugnada ca-
rece de base legal y debe ser casada; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa, en todas su partes, 
la sentencia dictada por el Trfbunal Superior de Tierras, el 
10 de abril del 1972, en relación con la Parcela No. 57, del 
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Manuel Durán Peralta; que este inmueble lo adquirió el 
último de Rafael Tobías González, quieit lo hubo del Estado 
Dominicano, y éste a su vez, lo adquirió en virtud de la Ley 
No. 5852, sobre Dominio de Aguas Terrestres y Distribu-
ción de Aguas Públicas, según los documentos que se depo-
sitan con el recurso de casación interpuesto; que estos do-
cumentos debieron ser depositados en el Tribunal de Tie-
rras y no ahora en casación, lo que ocurrió porque la Cer-
tificación pedida al efecto de las Oficinas de la Dirección 
General de Bienes Nacionales les fue suministrada tardía-
mente; que, sin embargo, el Tribunal a-quo, debió, dentro 
de su papel activo haber requerido esas pruebas o haber fi-
jado una nueva audiencia con el fin de dar una oportuni-
dad al Departamento Legal de dicha Dirección General pa-
ra que enviara su abogado con las pruebas correspondien-
tes; que el único culpable de esta actuación es el Estado 
Dominicano, que sin haber llenado los trámites legales 
transfirió sus derechos, dejando el problema a los sucesivos 
adquirientes del terreno; 

Considerando, que el Tribunal a-quo para ordenar el 
desalojo de Esperanza Frías Hernández de la Parcela No. 
57, expresó en su sentencia lo siguiente: que el Estado Do-
minicano y los señores Rafael Tobías González y José Ma-
nuel Durán Peralta, a quienes el intimado señala como sus 
causantes, no figuran entre las personas con derechos re-
gistrados dentro de esta parcela; que el Tribunal le otorgó 
al señor Frías y Hernández un plazo de 30 días para que 
depositada los documentos justificativos de los derechos 
que él alega haber adquirido dentro de la Parcela No. 57 
del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Cotuí, sin que 
dicho señor depositara documento alguno; que igualmente, 
haciendo uso de su papel activo, al Tribunal se dirigió al 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega para 
que dicho funcionario informara si las ventas señaladas  

•por el intimado habían sido ejecutadas en. esa oficina, ob-
, teniéndose una relspuesta negativa sobre el caso; que en el 
'sistema establecido por la Ley de Registro de Tierras el 
derecho se consuma con el registro y es entonces cuando 
esos derechos son oponibles a terceros; que, como se trata 
en la especie de un terreno registrado y no hay constancia 
de que la cesión y las ventas a que hace referencia el se-

, flor Esperanza Frías y Hernández han sido inscritas en la 
oficina del Registro de Títulos correspondiente, el intimado 
no puede ser considerado como un legítimo propietario de 
derechos dentro de esta Parcela, resultando, en consecuen-
cia, la ocupación que él pueda tener dentro de la misma, 
una ocupación indebida; 

Considerando, que el Tribunal a-quo antes de ordenar 
el desalojo de Esperanza Frías y Hernández, de la Parcela 
No. 57, debió ponderar, y no lo hizo, los oficios del Aboga-
do del Estado del 12 de diciembre del 1967 y del Director 
General del Instituto Agrario Dominicano del 11 de di-
ciembre del 1967 en que consta que los Sucesores de Tomás 
Sánchez cedieron al Estado Dominicano, por acto del 5 de 
abril de 1952, una porción de la mencionada Parcela, de 4 
Has., 41 As., y 46 Cas., equivalente a 70-20 tareas, que ad-
quirió en virtud de la Ley No. 124 y sus modificaciones; 
que esta Corte estima que de haber ponderado esos docu-
mentos hubiera dado al caso, eventualmente, otra solu-
ción; que en tales condiciones la sentencia impugnada ca-
rece de base legal y debe ser casada; 

Considerando, que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa, en todas su partes, 
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 
10 de abril del 1972, en relación con la Parcela No. 57, del 
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Distrito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior el presente fallo 
y envía el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de 
Tierras; Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señorets Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 31 

de Octubre de 1974. 

7.%lateria: Civil. 

Recurrente: Amado Ferreira Ferreira, 

Abogado: Dr. Julián Ramía Yapur. 

Recurridos: Constructora Mera, Muñoz y Fondeur S. A., 

Abogados: Dres. José Angel Vega Imbert y Luis A. Bircann Rojas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

"II  En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel A. 
Amiama, Segundo Sustituto en f unciones de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Berg., Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, 
Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Osvlado Perdomo 
Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de Enero 
del año 1976, años 132' de la Independencia y 113' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 
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Distrito Catastral No. 3, del Municipio de Cotuí, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior él presente fallo 
y envía el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de 
Tierras; Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1976 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 31 

de Octubre de 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Amadeo Ferreira Ferreira, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señorets Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y años, en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 111 

que certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

Abogado: Dr. Julián Ramía Yapur. 

Recurridos: Constructora Mera, Muñoz y Fondeur S. A., 

Ahogados: Dres. José Angel Vega Imbert y Luis A. Bircann Rojas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

PF  En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel A. 
Amiama, Segundo Sustituto en f unciones de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Bera.<, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, 
Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Osvlado Perdomo 
Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de Enero 
del año 1976, años 132' de la Independencia y 113' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Amado 
Ferreira Ferreira, dominicano, mayor lie edad, soltero, jor-
nalero, cédula No. 7685, serie 48, domiciliado en Santiago, 
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles por la 
Corte de Apelación de Santiago, el 31 de octubre de 1974, 
cuyo dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Manuel Vega, en representación del Dr. Ju- 
lián Ramía Yapur, cédula No. 48547, serie 31, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Plinio Jacobo, en representación de los 
Dres. José Angel Vega Imbert y Luis A. Bircann Rojas, 
abogados de la recurrida, la Constructora Mera, Muñoz y 
Fondeur, S. A., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por su abogado el 17 de diciembre de 1974, en el cual se 
proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito 
por sus abogados, el 28 de enero de 1975; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales que se invocan en el me- 
morial, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: a) 
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que con motivo de una demanda en reparación de daños y 
perjuicios intentadá? por Amado Ferreira Ferreira, contra 
la Constructora Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., la Cámara 
Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 30 de 
abril de 1974, en atribuciones civiles, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las con-
clusiones formuladas en audiencia por la parte demanda-
da por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Condena 
a la Compañía Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., al pago de 
una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) 
en favor del señor Amado Ferreira, como justa y adecua-
da reparación por los daños y perjuicios morales y mate-
riales, sufridos por él a consecuencia de la muerte de su hi-
jo menor Rafael Amado Ferreira Martínez, así como al pa-
go de los intereses legales de la referida suma a partir de 
la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de la pre-
sente sentencia, a título de indemnikación suplementaria; 
y TERCERO: Condena a la. parte que sucumbe Compañía 
Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del Lic. José Domingo 
Fadul Fadul, quien ha afirmado haberlas avanzado en su 
totalidad"; y b) que sobre las apelaciones principal e inci-
dental interpuestas, la Corte a-qua dictó en fecha 31 de oc-
tubre de 1974, la sentencia ahora impugnada, de la que es 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos los recursos de apelación interpuestos de 
manera principal por Amado Ferreira y de manera inciden-
tal por la Compañía Mera, Muñoz y .Fondeur, S. A.; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo, acoge las conclusiones prin-
cipales de la apelante incidental, la Compañía Mera, Muñoz 
y Fondeur, S. A., y en consecuencia, desestima las conclu-
siones del señor Amado Ferreira, revoca en todas sus par-
tes la sentencia impugnada y rechaza la demanda intenta-
da por el referido Amado Ferreira, por improcedente y mal 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Amado 
Ferreira Ferreira, dominicano, mayor sie edad, soltero, jor-
nalero, cédula No. 7685, serie 48, domiciliado en Santiago, 
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles por la 
Corte de Apelación de Santiago, el 31 de octubre de 1974, 
cuyo dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Manuel Vega, en representación del Dr. Ju-
lián Ramía Yapur, cédula No. 48547, serie 31, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Plinio Jacobo, en representación de los 
Dres. José Angel Vega Imbert y Luis A. Bircann Rojas, 
abogados de la recurrida, la Constructora Mera, Muñoz y 
Fondeur, S. A., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por su. abogado el 17 de diciembre de 1974, en el cual se 
proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrita 
por sus abogados, el 28 de enero de 1975; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales que se invocan en el me- 
morial, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: a)  

que con motivo de una demanda en reparación de daños y 
perjuicios intentada" por Amado Ferreira Ferreira, contra 
la Constructora Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., la Cámara 
civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Judicial. de Santiago, dictó el 30 de 
abril de 1974, en atribuciones civiles, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las con-
clusiones formuladas en audiencia por la parte demanda-
da por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Condena 
a la Compañía Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., al pago de 
una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) 
en favor del señor Amado Ferreira, como justa y adecua-
da reparación por los daños y perjuicios morales y mate-
riales, sufridos por él a consecuencia de la muerte de su hi-
jo menor Rafael Amado Ferreira Martínez, así como al pa-
go de los intereses legales de la referida suma a partir de 
la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de la pre-
sente sentencia, a título de indemnizjción suplementaria; 
y TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Compañía 
Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del Lic. José Domingo 
Fadul Fadul, quien ha afirmado haberlas avanzado en su 
totalidad"; y b) que sobre las apelaciones principal e inci-
dental interpuestas, la Corte a-qua dictó en fecha 31 de oc-
tubre de 1974, la sentencia ahora impugnada, de la que es 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
guiares y válidos los recursos de apelación interpuestos de 
manera principal por Amado Ferreira y de manera inciden-
tal por la Compañía Mera, Muñoz y Fondeur, S. A.; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo, acoge las conclusiones prin-
cipales de la apelante incidental, la Compañía Mera, Muñoz 
y Fondeur, S. A., y en consecuencia, desestima las conclu-
siones del señor Amado Ferreira, revoca en todas sus par-
tes la sentencia impugnada y rechaza la demanda intenta-
da por el referido Amado Ferreira, por improcedente y mal 
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fundada; TERCERO: Condena al señor Amado Ferreira, al 
pago de las costas del procedimiento"; • 

Considerando, que en su memorial el recurrente pro-
pone los siguientes medios de casación; Primer Medio: Des-
conocimiento de las reglas de la constitución de un tribunal 
con la consiguiente violación del artículo 32 de la Ley de 
Organización Judicial; Segundo Medio: Desnaturalización 
de las declaraciones de los testigos con la consiguiente vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Tercer Medio: Falta de base legal y consiguientemente vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y 
desconocimiento de los artículos 1382 y 1384 del Código Ci- 
vil; 

Considerando, que en el primer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, que cuando la Corte a-qua. 
conoció en audiencia pública de las apelaciones de las par-
tes, el Magistrado Antinoe Valentín Hernández, figuró en• 
tre los Jueces que la integraron; que dicho Magistrado es-
tuvo en Licencia por motivos de enfermedad, como se com-
prueba por la Certificación que en relación con el asunto 
expidió el Secretario de la Corte, desde el 10 de septiembre 
del 1974 hasta el 23 de octubre del mismo año; que no obs-
tante ello, al dictarse el fallo impugnado, el 31 de octubre 
de 1974, apareció integrando la Corte el Dr. Anico Báez, 
Segundo Sustituto de Presidente, lo que pone de manifiesto 
que al dictarse el fallo ahora recurrido en casación, la Cor-
te que lo dictó estuvo irregularmente constituida, por lo 
que dicho fallo debe ser anulado; pero, 

Considerando, que si bien en el fallo impugnado se 
consigna que el Magistrado Antinoe Valentín Hernández, 
integró la Corte a-qua, cuando se conoció de las apelacio-
nes de las partes en audiencia pública, y que entró en li- 
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cencia posteriormente, por lo que fue llamado para parti-
cipar en el estudio y deliberación del asunto el Magistrado 
Octavio Anico Báez, Segundo Sustituto de Presidente, éste 
pudo integrar válidamente, de conformidad con la Ley, la 
citada Corte para dictar el fallo, conjuntamente con los 
Magistrados Joaquín L. Hernández, Pres:dente, y Víctor 
Lulo Guzmán, siendo indiferente, por lo tanto, que para 
entonces ya se hubiese reintegrado al ejercicio de sus fun-
ciones el Magistrado Antinoe Valentín Hernández, quien, 
como ya se ha expresado, constituyó la Corte, original-
mente; que por lo tanto el medio que se examina debe ser 
desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando, que en el tercer medio de su memorial, 
el recurrente sostiene, entre otros alegatos que la Corte 
a-qua rechazó la demanda•scbre el fundamento de que la 
muerte de Rafael Amado Ferreira Martínez, de , 6 

años de edad, se debió a que éste y otros menores socava-
ron, por su base, parte del montículo de tierra recién remo-
vida sobre el cual descansaba una viga o pilotillo de con-
creto dejado allí por trabajadores de la recurrida, Mera. 
Muñoz y Fondeur, S. A., constituyendo a juicio de dicha 
Corte, la acción de dichos menores, un hecho exterior, 
imprevisible o irresistible, liberatorio de la presunción de 
responsabilidad que recae de pleno derecho sobre el guar-
dián de la cosa inanimada que ha ocasionado un daño; que 
al decidirlo así la ya expresada Corte incurrió, obviamen-
te, en la violación del artículo 1384, primera parte, del Có-
digo Civil, ya que el hecho ocurrido era previsible y sus-
ceptible de ser evitado, toda vez que, aparte de que la vi-
ga o pilotillo de concreto abandonada a orillas de la vía, en 
razón de su peso era una cosa peligrosa, que debió estar 
permanentemente vigilada y no lo fue, también era no-
torio que sobre dicha viga y sobre el montículo de tierra 
que la sostenía, acostumbraban jugar habitualmente los ni- 

••■ •7 
• 
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cencia posteriormente, por lo que fue llamado para parti-
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ciones el Magistrado Antinoe Valentín Hernández, quien, 
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ños de la vecindad; que, en consecuencia, la sentencia im-
pugnada debe ser casada, por haber hecho la Corte a-qua, 
en la especie, una errada aplicación de la Ley; 

Considerando, que la presunción de responsabilidad 
que de pleno derecho recae sobre el guardián de la cosa que 
ha ocasionado un daño, establecida por el artículo 1384 del 
Código Civil, en su primera parte, queda aniquilada si el 
deña tuvo como causa exclusiva un hecho exterior normal-
mente imprevisible e inevitable, tal como el caso fortuito, 
la fuerza mayor, el hecho de un tercero o la falta de la víc-
tima; 

Considerando, que en la especie son hechos constantes, 
los siguientes: a) que la Constructora Mera, Muñoz y Fon-
deur, S. A., actual recurrida, realizaba la construcción, en 
la ciudad de Santiago, de una vía de circunvalación conti-
gua al río Yaque; b) que como consecuencia de dichos tra-
bajos fueron retirados algunos de los pilotillos de concreto 
en que se apoya el puente que comunica la ciudad con el 
Ensanche de Bella Vista, habiéndose colocado por emplea-
dos de la Constructora algunos de los referidos pilotillos 
sobre determinados montículos de tierra, formados como 
consecuencia de los trabajos de nivelación que se realiza-
ban en el lugar contiguo a la Avenida Valerio; e) que di-
chos pilotillos fueron removidos posteriormente, con ex-
cepción del relativo al caso, colocado sobre un mntículo de 
unos 7 pies de alto, según fue establecido, y situado cerca-
namente a la orilla de la vía; d) que sobre este montículo, 
y el pilotillo o viga situado sobre el mismo, de considera-
ble peso según fue comprobado, jugaban habitualmento los 
niños del vecindario, quienes en determinado momento 
provocaron el deslizamiento del pilotillo ya mencionado, al 
socavar con su juego parte de la base del montículo en que 
acostumbraban jugar; y e) que durante todo el tiempo que  

el expresado pilotillo estuvo colocado allí, no fue estable-
cido ningún tipo de vigilancia, ni se colocaron señales pre-
ventivas por el guardián de la cosa; 

Considerando, que todo lo anteriormente expuesto po-
ne de manifiesto que el hecho que causó la muerte del me-
nor Rafael Amado Ferreira Martine, que la Corte a-qua es-

timó imprevisible e inevitable, y por lo tanto exoneratorio 

de la responsabilidad que de pleno derecho recae sobre el 
guardián de la cosa inanimada que produce el daño, carece 
del carácter que el atribuyó dicha Corte; esto es que el he-
cho ocurrido era previsible y evitable por el guardián, en es-
te caso la Constrtuctora Mera, Muñoz y Fondeur, S. A., que 
en ningún momento discutió dicha calidad en el curso de 
la contestación, ni probó haber tomado ninguna medida pa-
ra que no se produjeran accidente como el que ocurrió en 
la especie, cayendo así en un caso de negligencia; por lo 
que no podía ser liberada de responsabilidad, como lo fue 
por el fallo impugnado; que en consecuencia dicho fallo de-
be ser casado, por haber incurrido al pronunciarlo, la Cor-

te a-qua, en la violación del texto legal, ya antes citado, 
como lo ha alegado el recurrente, sin que haya necesidad 
de ponderar los demás medios y alegatos dél memorial; 

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones 
civiles, en fecha 31 de octubre de 1974, cuyo dispositivo se 
ha transcrito en parte anterior del presente fallo, y envía 
el asunto por ante la Corte de Apelación de La Vega; Se-
gundo: Condena a la recurrida, Mera, Muñoz y Fondeur, S. 
A., al pago de las costas, cuya distracción se dispone en pro-
vecho del Dr. Julián Ramia Yapur, abogado del recurren-
te, por afirmar estarlas avanzando en su totalidad. 

Firmados: Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
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Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lova. 
tón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lOs 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en el expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Julio César Hirujo Roldán y la Compañía de Segu-
ros La Universal, C. por A., . 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte  de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perell'5, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 19'76 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 6 de julio de 1972. 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
César Hirujo Roldán, dominicano, mayor de edad, casado, 
empleaod privado, Cédula No. 8299 serie 8, residente en la 
calle Arzobispo Portes No. 176, de esta ciudad; Villas del 
Mar, C. por A. situada en la calle El Conde No. 33, de esta 
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ciudad; y la Compañía de Seguros La Universal, C. por A., 
con domicilio social y oficinas principales en la casa No. 15, 
tercera planta de la calle El Conde, de esta ciudad, contra 
la sentencia correccional, dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 6 de julio de 1972, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite, por re-
gulares en la forma, a) el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 13 de marzo de 1972, por el Dr. Simón Omar Va-
lenzuela de los Santos, a nombre y representación de Bar 
tolina Germán, parte civil constituida; b) el recurso de ape-
lación interpuesto en fecha 13 de marzo de 1972, por el Dr. 
Angel Flores Ortíz, a nombre y representación de Julio Cé-
sar Hirujo Roldán, Co-prevenido y de Villas del Marte, C. 
por A., persona civilmente responsable y de la Universal, 
Compañía General de Seguros C. por A., entidad asegura-
dora del vehículo conducido por el señor Julio César Hiru-
jo Roldán; y c) el recurso dé apelación interpuesto en fe-
cha 17 de marzo de 1972, por el Dr. Euclides Marmolejos 
a nombre y representación del co-prevenido Rafael de Je-
sús Leger González y la San Rafael C. por A., en su cali-
dad de entidad aseguradora del vehículo conducido por Le-
ger González, recursos deducidos todos contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales y en fecha 10 de 
marzo de 1972, por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
discpsitivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara a los nom-
brados Julio César Hirujo Roldán y Rafael de Jesús Leger 
González, de generales que constan, culpables del delito de 
golpes y heridas involuntarios causados con el manejo o 
conducción de vehículos de motor, previsto y sancionado 
por las disposiciones del Art. 49, párrafo 93' de la Ley 
241, y en consecuencia acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes se le condena al pago de una multa de Diez 
Pesos Oro (RD$10.00), cada uno; Segundo: Se condena a los 
referidos inculpados al pago de las costas penales causados; 

Tercero: Se declara buena y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil inocada por Bartolina Garmán, 
por conducto de su abogado constituido Dr. Simón Omar 
Valenzuela de los Santos, en contra de Julio César Hirujo 
Roldán, Rafael de Jesús Leger González, prevenidos, la Cía 
Villas del Mar C. por A., y el señor Rafael Osvaldo Leger 
Báez, personas civilmente responsable y la puesta en causa 
de las Cías. de Seguros Universal Cía. General de Seguros, 

C. por A., y San Rafael C. por A., entidades aseguradoras 
de los vehículos que ocasionaron los daños por haber sido 
hecho conforme a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo, se 
acoge dicha constitución en parte civil y se condena a Julio 
César Hirujo Roldán, Rafael de Jesús Leger González, pre-
venidos, Cía. Villas Del Mar, C. por A., y Rafael Osvaldo 
Leger Báez, al pago conjunto y solidario de una indemni-
zación de Un Mil Pesos Orwo (RD$1,000.00) en favor y 
provecho de la señera Bartolina Germán, como justa re-
paración por los daños morales y materiales por ella expe-
rimenatdos con motivo del accidente de que se trata; Quin-
to: Se condena asimismo a Julio César Hirujo Roldán, Ra-
fael de Jesús Leger González y a sus comitentes la Cía, Vi-
llas del Marte, C. por A., y el señor Rafael Osvaldo Leger 
Báez, respectivamente al pago solidario de los intereses le-
gales de dichas sumas como indemnización supletoria; Sex-
to: Se condena asimismo a Julio César Hirujo Roldán, Ra-
fael de Jesús Leger González, la Cía., Villar del Mar C. 
por A., y al señor Rafael Osvaldo Leger Báez, al pago de 
las costas, con distracción de las civiles en favor y prove-
cho del Dr. Simón Omar Valenzuela de los Santos, aboga-
dos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sép-
timo: Se declara la regularidad de la puesta en cusa de las 
Cías. de Seguros Universal, Cía. General de Seguros, C. 
por A., y la San Rafael, C. por A., entidades aseguradoras 
de la camioneta placa No. 72890, marca 'Ford' con póliza 
No. A-2636, con vigencia del día 7 de diciembre del año 
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tercera planta de la calle El Conde, de esta ciudad, contra 
la sentencia correccional, dictada por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 6 de julio de 1972, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite, por re-
gulares en la forma, a) el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 13 de marzo de 1972, por el Dr. Simón Omar Va-
lenzuela de los Santos, a nombre y representación de Bar-
tolina Germán, parte civil constituida; b) el recurso de ape-
lación interpuesto en fecha 13 de marzo de 1972, por el Dr. 
Angel Flores Ortíz, a nombre y representación de Julio Cé-
sar Hirujo Roldán, Co-prevenido y de Villas del Marte, C. 
por A., persona civilmente responsable y de la Universal, 
Compañía General de Seguros C. por A., entidad asegura-
dora del vehículo conducido por el señor Julio César Hiru-
jo Roldán; y e) el recurso dé apelación interpuesto en fe-
cha 17 de marzo de 1972, por el Dr. Euclides Marmolejos 
a nombre y representación del co-prevenido Rafael de Je-
sús Leger González y la San Rafael C. por A., en su cali-
dad de entidad aseguradora del vehículo conducido por Le-
ger González, recursos deducidos todos contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales y en fecha 10 de 
marzo de 1972, por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
discpsitivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara a los nom-
brados Julio César Hirujo Roldán y Rafael de Jesús Leger 
González, de generales que constan, culpables del delito de 
golpes y heridas involuntarios causados con el manejo o 
conducción de vehículos de motor, previsto y sancionado 
por las disposiciones del Art. 49, párrafo 'la' de la Ley No. 
241, y en consecuencia acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes se le condena al pago de una multa de Diez 
Pesos Oro (RD$10.00), cada uno; Segundo: Se condena a los 
referidos inculpados al pago de las costas penales causados; 

Tercero: Se declara buena y válida en cuanto a la forma la 

constitución en parte civil inocada. por Bartolina Garmán, 
por conducto de su abogado constituido Dr. Simón Omar 
Valenzuela de los Santos, en contra de Julio César Hirujo 
Roldán, Rafael de Jesús Leger González, prevenidos, la Cía 
Villas del Mar C. por A., y el señor Rafael Osvaldo Leger 
Báez, personas civilmente responsable y la puesta en causa 
de las Cías. de Seguros Universal Cía. General de Seguros, 

C. por A., y San Rafael C. por A., entidades aseguradoras 
de los vehículos que ocasionaron los daños por haber sido 
hecho conforme a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo, se 
acoge dicha constitución en parte civil y se condena a Julio 
César Hirujo Roldán, Rafael de Jesús Leger González, pre-
venidos, Cía. Villas Del Mar, C. por A., y Rafael Osvaldo 
Leger Báez, al pago conjunto y solidario de una indemni-
zación de Un Mil Pesos Orwo (RD$1,000.00) en favor y 
provecho de la señera Bartolina Germán, como justa re-
paración por los daños morales y materiales por ella expe-

rimenat .
dos con motivo del accidente de que se trata; Quin-

to: Se condena asimismo a Julio César Hirujo Roldán, Ra-
fael de Jesús Leger González y a sus comitentes la Cía, Vi-
llas del Marte, C. por A., y el señor Rafael Osvaldo Leger 
Báez, respectivamente al pago solidario de los intereses le-
gales de dichas sumas como indemnización supletoria; Sex-
to: Se condena asimismo a Julio César Hirujo Roldán, Ra-
fael de Jesús Leger González, la Cía., Villar del Mar C. 
por A., y al señor Rafael Osvaldo Leger Báez, al pago de 
las costas, con distracción de las civiles en favor y prove-
cho del Dr. Simón Omar Valenzuela de los Santos, aboga-
dos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Sép-
timo: Se declara la regularidad de la puesta en cusa de las 
Cías. de Seguros Universal, Cía. General de Seguros, C. 
por A., y la San Rafael, C. por A., entidades aseguradoras 
de la camioneta placa No. 72890, marca 'Ford' con póliza 
No. A-2636, con vigencia del día 7 de diciembre del año 
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1970, al 7 de diciembre del año 1971, conducida por el pre-
venido Julio César Hirujo Roldán, y propiedad de Villas 
del Mar, C. por A., y el carro placa privada No. 22150, pro-
piedad de Rafael de Jesús Leger Báez, conducido por Ra-
fael de Jesús Leger González, con póliza vigente No. A-1-
18532, con vigencia del día 13 de marzo de 1971, al 13 de 
marzo de 1972, y en consecuencia se declara la presente 
sentencia común y oponible con todas sus consecuencias le-
gales a dichas compañías de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 10 modificado de la Ley No. 4117, sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor'; SEGUNDO: Re-
chaza, por improcedentes y mal fundadas, en lo que al fon-
do respecta, los mencionados recursos de apelación y en 
consecuencia, confirma en todas • sus partes, la sentencia 
apelada; TERCERO: Condena a los prevenidos al pago de 
las costas penales de esta instancia y compensa pura y sim-
plemente entre las partes, las costas civiles, por haber res-
pectivamente sucumbido en sus pretensiones"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, el 14 de julio de 1972, a requerimiento 
del Dr. Angel Flores Ortíz, cédula No. 61094 serie lra., a 
nombre y representación de Julio César Hirujo Roldán, 
Villas del Mar C. por A., y la Universal Compañía General 
de Seguros C. por A., acta en la cual no se indica ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual 
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la 
obligación de motivar sus sentencias, y en materia represi-
va deben enunciar los hechos que resulten de la insiruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el text' 
de la ley penal aplicada; que al no precisar la sentencia 
impuganda los hechos y estar carente de motivos, la Supre-
ma Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su 
poder de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal 
aplicada; por lo que procede la casación del fallo imu• 

nado; 

Por tales motivos, Priinero: Casa la sentencia de fecha 
6 de julio de 1972, dictada en sus atribuciones correcciona-
les, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de 
Santiago; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvlado Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
• fecha 18 de octubre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Antonio Florencio Mendoza y la Compañía de Se-
guros Pepfn, S. A., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,' 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente, Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perell5, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 16 de enero del 1976, año 132' de la Independencia y 
113' de la restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anto-
nio Florencio Mendoza, dominicano, mayor de edad, casado, 
chofer, cédula No. 21015 serie lra., residente en la casa No. 
4 de la calle Cotubanamá, de esta ciudad; y Compañía de 
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Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la calle Palo 
}lindado esquina Mercedes, de esta ciudad, contra la sen-
tencia correccional, dictada por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 18 de octubre de 1972, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite, por regu-
lar en la forma, únicamente en cuanto se relaciona con los 
agraviados y partes civiles constituidas señores Ofelia Pe-
reyra Vda. Fabián y María Vda. Pereyra, el recurso de 
apelación interpuesto en fecha 5 de junio de 1972, por el 
Dr. Luis E. Norberto R., actuando a nombre y representa-
ción del nombrado Antonio Florencio Mendoza y de la Se-
guros Pepín, S. A., contra sentencia dictada en sus atribu-

ciones correccionales y en fecha 24 de mayo de 1972, por la 
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: Fa-
lla: Primero: Declara al nombrado Domingo Antonio Pe-
ralta Pérez, no culpable de violación a la Ley 241, y en con-
secuencia se descarga por no haber violado dicha ley, de-
clarando las costas de oficio; Segundo: Declara al nombra-
do Antonio Florencio Mendoza culpable de violación a la 
Ley 241, golpes involutarios causados con el manejó de ma-
nejo de vehículo de motor, en perjuicio de María Vda. Pe-
reyra, Ofeiio Pereyra Vda. Fabián y Domingo Antonio Pe-
ralta Pérez y en consecuencia, lo condena al pago de una 
multa de RD$25.00 (veinticinco Pesos Oro) acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; condenando al referido 
prevenido al pago de las costas penales. Tercero: Declara 
regular y válida en la forma la constitución en parte civil 
incoada por María Vda. Pereyra, Ofelia Pereyra Vda. Fa-
bián y Domingo Antonio Peralta Pérez, contra el señor An-
tonio Florencio Mendoza, por haber sido interpuesta con-
forme a las prescripciones legales y en cuanto al fondo lo 
condena a las siguientes indemnizaciones; RD$4,0000.00 
(Cuatro Mil Pesos Oro) en favor de María Vda. Pereyra; 
RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor de Ofelia Pe- 
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reyra Vda. Fabián; y RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro) en fa-
vor de Domingo Antonio Peralta Pérez, como justas repa-
raciones por los daños morales y materiales sufridos por 
ellos a consecuencia del hecho delictuoso cometido por An-
tonio Florencio Mendoza más los intereses legales de dicha 
suma, a partir de la demanda como indemnizaciones suple-
torias; Cuarto: Declara oponible en su aspecto civily hasta 
el límite establecido en el Contrato de Seguros la presente 
sentencia a la Compañía de Seguros Pepín S. A., por ser 
ésta la entidad aseguradora de la responsabilidad civil del 
señor Antonio Florencio Mendoza, propietario del vehículo 
que ocasionó el accidente. Quinto: Condena al Sr. Antonio 
Florencio Mendoza, al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Rafael Cristóbal 
Cornielle S., abogado que afirma estarlas avanzando en su 
totalidad'.— SEGUNDO: Declara indamisible el repetido 
recurso de apelación en cuanto se refiere al agraviado y 
parte civil constituida, Domingo Antonio Peralta Pérez, 
por haber sido juzgado en este aspecto el caso, en última 
instancia;— TERCERO: Modifica en su aspecto civil la sen-
tencia apelada en el sentido de reducir las indemnizaciones 
acordadas a las señoras Ofelia Pereyra Vda. Fabián y Ma-
ría Vda. Pereyra a las cantidades de Dos Mil Pesos Oro (RD-
2,000.00) y Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00), 
respectivamente, por estimar la Corte, que dichas indemni-
zaciones son justas y equitativas, las cuales guardan rela-
ción con el daño sufrido respectivamente por Ofelia Perey-
ra Vda. Fabián y María Vda. Pereyra, teniendo en cuenta 
la falta del co-prevenido Florencio Mendoza y la del co-pre-
venido Peralta Pérez; que la Corte las aprecia en propor-
ciones iguales:— CUARTO: Confirma en la extensión en 
que está apoderada esta Corte, los demás puntos de la sen-
tencia apelada; — QUINTO: Condena a los apelantes Anto-
nio Florencio Mendoza y Seguros Pepín, S. A., al pago de 
las costas y ordena la distraqción de las civiles en provecho  

':del Dr. Cristóbal Cornielle Segura, abogado, que afirma ha-
Orlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, el 18 de octubre del 1972, a requeri-
miento del Dr. Luis Eduardo Norperto, cédula No. 21417 
serie 2, a nombre de los recurrentes, acta en la cual no se 
indica ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi• 

- miento Criminal; y 1, 20 r65 de la Ley sdbre Procedimien- 

to de Casación; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual 
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la 
obligación de motivar sus sentencias, y en materia represi- 

' va deben enunciar los hechos que resulten de la instruc- 

• ción y además, calificar esos hechos en relación con el tex-
to de la Ley penal aplicada; que al no precisar la sentencia 
impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su- 

prema Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejer- 
cer su poder de control, de decidir si la ley ha sido bien o 
mal aplicada; por lo que procede la casación del fallo im- 

pugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
18 de octubre del 1972, dictada en sus atribuciones correc- 
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acordadas a las señoras Ofelia Pereyra Vda. Fabián y Ma-
ría Vda. Pereyra a las cantidades de Dos Mil Pesos Oro (RD-
2,000.00) y Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00), 
respectivamente, por estimar la Corte, que dichas indemni-
zaciones son justas y equitativas, las cuales guardan rela-
ción con el daño sufrido respectivamente por Ofelia Perey-
ra Vda. Fabián y María Vda. Pereyra, teniendo en cuenta 
la falta del co-prevenido Florencio Mendoza y la del co-pre-
venido Peralta Pérez; que la Corte las aprecia en propor-
ciones iguales:— CUARTO: Confirma en la extensión en 
que está apoderada esta Corte, los demás puntos de la sen-
tencia apelada; — QUINTO: Condena a los apelantes Anto-
nio Florencio Mendoza y Seguros Pepín, S. A., al pago de 
las costas y ordena la distracción de las civiles en provecho  

del Dr. Cristóbal Cornielle Segura, abogado, que afirma ha-

berlas avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador 

de la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, el 18 de octubre del 1972, a requeri-
miento del Dr. Luis Eduardo Norperto, cédula No. 21417 
serie 2, a nombre de los recurrentes, acta en la cual no se 
indica ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien- 

to de Casación; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado en dispositivo, per lo cual 
carece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la 
obligación de motivar sus sentencias, y en materia represi-
va deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el tex-
to de la Ley penal aplicada; que al no precisar la sentencia 
impugnada los hechos y estar carente de motivos, la Su-
prema Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejer-
cer su poder de control, de decidir si la ley ha sido bien o 
mal aplicada; por lo que procede la casación del fallo im- 

pugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 

18 de octubre del 1972, dictada en sus atribuciones correc- 

General 
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cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela. 
don de San Francisco de Macorís; y Segundo: Declara las 
costas de oficio. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Anaiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M 
Alvarez Pere116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y áño en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 	 51. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de La Altagracia, de fecha 12 de sept. 1974. 

materia: Penal. 

Recurrente :Félix Oscar Caraballo. 

Abogado: Dr. Adolfo Oscar Caraballo. 

Dios, Pattia y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 16 de enero de 1976, años 132' de la 
Independencia y 113' de la eRstauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Os-
car Caraballo, dominicano, mayor de edad, soltero, tracto-
rista, domiciliado en la calle Teófilo del Rosario No. 34 de 
la ciudad de Salvaleón de Higüey, cédula No. 13547, serie 
28, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc- 
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cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela 
ción de San Francisco de Macorís; y Segundo: Declara las 
costas de oficio. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rá-
yelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y áño en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1976 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de La Altagracia, de fecha 12 de sept. 1974. 

Materia:..Penal. 

Recurrente :Félix Oscar Caraballo. 

Abogado: Dr. Adolfo Oscar Caraballo. 

Dios, Pattia y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 16 de enero de 1976, años 132' de la 
Independencia y 113' de la eRstauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Os-
car Caraballo, dominicano, mayor de edad, soltero, tracto-
rista, domiciliado en la calle Teófilo del Rosario No. 34 de 
la ciudad de Salvaleón de Higiiey, cédula No. 13547, serie 
28, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc- 
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cionales, en fecha 12 de septiembre de 1974, por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra-
cia, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación del 20 de septiembre de 1974, 
levantada en la Secretaría del Juzgado de Primera Instan-
cia de La Altagracia, a requerimiento del Dr. Adolfo Oscar 
Caraballo, cédula No. 8627, serie 28, actuando en represen-
tación de Félix Oscar Caraballo y en la cual no se indica 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial del 10 de junio de 1975, y las con-
clusiones del 20 del mismo mes y año,firmados por el Dr . 

Adolfo Oscar Caraballo, abogado del recurrente, en los qu.s 
se proponen contra la sentencia impugnada, los medios quí 
más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se señalan más adelante y los artículos 1 y 6:3 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una colisión entre dos vehículos, ocurrida el 13 de sep-
tiembre de 1972, a las 7:30 de la mañana, en la carretera 
Mella, Sección Bejucal, Jurisdicción de Higüey, el Juzgado 
de Paz del Municipio de Higüey, en fecha 10 de julio de 
1973 1973, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece 
más adelante; b) que sobre apelación el Juzgado de Prime- 
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ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fe-
cha 31 de mayo de 1974, dictó una sentencia en defecto, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia 

defecto contra el nombrado Félix Oscar Caraballo, por no 
haber comparecido a la audiencia de este día, no obstante 
haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Admite como 

bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Félix Oscar Caraballo, de 
fecha 16 de julio de 1973, contra la sentencia dictada por 
el Juzgado de Paz del Municipio de Higüey, en fecha 10 de 
julio de 1973, cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Prime-

ro: Declara al nombrado Félix Oscar Caraballo, de gene-

rales conocidas, culpbble del delito de violación a las dispo-
siciones del artículo 65 de la Ley No. 241, y en consecuen-
cia lo condena al pago de una multa de Cinco Pesos Oro 
(RDS5.00), acogiendo en &u favor circunstancias atenuan-

tes: Segundo: Descarga al nombrado Ramón Sansur, de ge-
nerales conocidas del delito de violación a la Ley No. 241, 
por no haberlo cometido; Tercero: Condena al aludido Fé-
lix Oscar Caraballo, al pago de las costas y declara éstas de 
oficio en lo que se refiere a Ramón Sansur, por haber sido 
interpuesto dicho recurso en tiempo hábil y formal legal'; 

TERCERO: En cuanto al fondo, confirma en todas sus par-
tes la sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz del 
Municipio de Higüey, en fecha 10 de julio de 1973"; e) que 
sobre oposición intervino la sentencia ahora iimpugnada en 
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recurso de oposición interpuesto en fecha dos (2) de junio 
de 1974, por el Dr. Adolfo Oscar Caraballo, a nombre y en 
presentación del señor Félix Oscar Caraballo, contra sen-
tencia dictada en defecto en fecha 31 de mayo de 1974, por 
este mismo tribunal que condenó al señor Félix Oscar Ca-
raballo al pago de una multa de Cinco Pesos Oro (RD$5.00), 
por violación a las disposiciones de la Ley No. 241, y al pa- 
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cionales, en fecha 12 de septiembre de 1974, por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra-
cia, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación del 20 de septiembre de 1974, 
levantada en la Secretaría del Juzgado de Primera Instan-
cia de La Altagracia, a requerimiento del Dr. Adolfo Oscar 
Caraballo, cédula No. 8627, serie 28, actuando en represen-
tación de Félix Oscar Caraballo y en la cual no se indica 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial del 10 de junio de 1975, y las con-
clusiones del 20 del mismo mes y año,firmados por el Dr. 
Adolfo Oscar Caraballo, abogado del recurrente, en los que , 

 se proponen contra la sentencia impugnada, los medios que 
más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se señalan más adelante y los artículos 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una colisión entre dos vehículos, ocurrida el 13 de sep-
tiembre de 1972, a las 7:30 de la mañana, en la carretera 
Mella, Sección Bejucal, Jurisdicción de Higüey, el Juzgado 
de Paz del Municipio de Higüey, en fecha 10 de julio de 
1973 1973, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece 
más adelante; b) que sobre apelación el Juzgado de Prime- 

ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fe-

cha 31 de mayo de 1974, dictó una sentencia en defecto, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia 
defecto contra el nombrado Félix Oscar Caraballo, por no 
haber comparecido a la audiencia de este día, no obstante 
haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Admite como 
bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Félix Oscar Caraballo, de 
fecha 16 de julio de 1973, contra la sentencia dictada por 
el Juzgado de Paz del Municipio de Higüey, en fecha 10 de 
julio de 1973, cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Prime-
ro: Declara al nombrado Félix Oscar Caraballo, de gene-
rales conocidas, culpbble del delito de violación a las dispo-
siciones del artículo 65 de la Ley No. 241, y en consecuen-
cia lo condena al pago de una multa de Cinco Pesos Oro 
(RDS5.00), acogiendo en 9u favor circunstancias atenuan-
tes: Segundo: Descarga al nombrado Ramón Sansur, de ge-
nerales conocidas del delito de violación a la Ley No. 241, 
por no haberlo cometido; Tercero: Condena al aludido Fé-
lix Oscar Caraballo, al pago de las costas y declara éstas de 
oficio en lo que se refiere a Ramón Sansur, por haber sido 
interpuesto dicho recurso en tiempo hábil y formal legal'; 
TERCERO: En cuanto al fondo, confirma en todas sus par-
tes la sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz del 
Municipio de Higüey, en fecha 10 de julio de 1973"; c) que 
sobre oposición intervino la sentencia ahora iimpugnada en 
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-

MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recurso de oposición interpuesto en fecha dos (2) de junio 
de 1974, por el Dr. Adolfo Oscar Caraballo, a nombre y en 
presentación del señor Félix Oscar Caraballo, contra sen-
tencia dictada en defecto en fecha 31 de mayo de 1974, por 
este mismo tribunal que condenó al señor Félix Oscar Ca-
raballo al pago de una multa de Cinco Pesos Oro (RD$5.00'). 
por violación a las disposiciones de la Ley No. 241, y al pa- 
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go de las costas penales, por haber sido interpuesto dicho 
recurso en tiempo hábil y en forma legal; SEGUNDO: En 
cuanto al fondo confirma en todas sus partes la sentencia 
recurrida"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios: Primer Medio: Desnaturalización 
de la verdad de los hechos, distorsión y falsa aplicación de 
los mismos; Segundo Medio: Falta de Base Legal y caren-
cia de motivos; Tercer Medio: Violación de los artículos 67. 
Párrafo 1, acápite 1 y 3; del 125, 123, 139 y 237;  

deposiciones de las partes envueltas en el proceso; que al 
no hacerlo así, se ha violado el artículo 237 de la Ley 241; 
que en la sentencia impugnada no se establece la relación 
de causalidad entre la falta imputable al conductor del trac-
tor y el accidente, por lo que como se ha dicho, ésta carece 
de motivos y de base legal, y debe ser casada; pero, 

Considerando, que el Juzgado a-quo mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecido, sin desnaturalizar los hechos, como se alega, 
ya que le atribuyó a los mismos, según se verá más ade-
lante, su verdadero sentido y alcance, que el día 13 de sep-
tiembre 1972, en horas de la mañana, transitaba de Este a 
Oeste por la carretera Mella, el conductor Félix Oscar Ca-
raballo en un tractor sin placa, marca Ford, que según él 
pertenecía a Ramón Tomás Morales (Papucho), y Ramón 
Sansur, detrás, en un carro Station Wagon, placa No. 129-
176, privada, marca Austin, asegurada mediante póliza No. 
A-1-19612, y al llegar al kilómetro 21 de dicha carretera, 
Sección Bejucal, jurisdicción del Municipio de Higüey, en 
ocasión de que el conductor del tractor diera un viraje vio-
lento e inesperado a la izquierda y en U, el conductor del 
carro que venía detrás, no tuvo tiempo de frenar y se es-
trelló contra el tractor que venía delante, resultando el Sta-
tion Wagon con abolladura en la puerta derecha delantera, 
rotura del vidrio parabrisas de la misma, guardalodos dere-
cho delantero abollado y otros desperfectos; que luego de 
establecidos esos hechos el Juez a-quo apreció soberana-
mente, que la causa eficiente y única del accidente de que 
se trata, lo fue la falta de previsión por parte del preveni-
do Félix Oscar Caraballo, al doblar en U y a su izquierda, 
el tractor que manejaba sin cerciorarse si se acercaba al-
gún vehículo y si debía o podía hacerlo sin poner en peli-
gro la vida de los demás; 

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de 
sus medios, reunidos, alega en definitiva, que el Juez 
a-quo, para considerarlo a él único culpable en el acciden-
te de que se trata desnaturalizó las declaraciones e incu-
rrió en la violación de les textos legales denunciados ya 
que tanto el chofer del Station Wagon, Ramón Sansur, co-
mo el Policía que lo acompañaba Pablo Ortega Fulgencio. 
al  ser interrogados declararon que dicho chofer en ningún 
momento tocó bocina para dar aviso al Tractor que él ma-
nejaba, y en consecuencia, en tales circunstancias, le era 
imputable toda la falta en el accidente de que se trata; que 
además el Juez a-quo, fundamenta su sentencia, en que el 
tractor carecía de placa, seguro y matrícula, y ello no guar-
da ningún tipo de relación con el accidente por lo que la 
sentencia impugnada carece de base legal; que en el fallo 
impugnado no se dieron motivos suficientes para rechazar 
las conclusiones solicitando el descargo del recurrente, Fé-
lix Oscar ,Caraballo, pues todo vehículo que le dá por de-
trás a otro, se presume que es el culpable, ya que debe ir 
a una distancia que le permita maniobrar los frenos sin 
que ocasione ningún impacto al vehículo que corre delan-
te; que el acta policial no tiene un valor probatorio abso-
luto, y se debían haber ponderado los hechos conforme las 



go de las costas penales, por haber sido interpuesto dicho 
recurso en tiempo hábil y en forma legal; SEGUNDO: En 
cuanto al fondo confirma en todas sus partes la sentencia 
recurrida"; 

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios: Primer Medio: Desnaturalización 
de la verdad de los hechos, distorsión y falsa aplicación de 
los mismos; Segundo Medio: Falta de Base Legal y caren-
cia de motivos; Tercer Medio: Violación de los artículos 67. 
Párrafo 1, acápite 1 y 3; del 125, 123, 139 y 237; 

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de 
sus medios, reunidos, alega en definitiva, que el Juez 
a-quo, para considerarlo a él único culpable en el acciden-
te de que se trata desnaturaliz& las declaraciones e incu-
rrió en la violación de los textos legales denunciados ya 
que tanto el chofer del Station Wagon, Ramón Sansur, co-
mo el Policía que lo acompañaba Pablo Ortega Fulgencio. 
al  ser interrogados declararon que dicho chofer en ningún 
momento tocó bocina para dar aviso al Tractor que él ma-
nejaba, y en consecuencia, en tales circunstancias, le era 
imputable toda la falta en el accidente de que se trata; que 
además el Juez a-quo, fundamenta su sentencia, en que el 
tractor carecía de placa, seguro y matrícula, y ello no guar-
da ningún tipo de relación con el accidente por lo que la 
sentencia impugnada carece de base legal; que en el fallo 
impugnado no se dieron motivos suficientes para rechazar 
las conclusiones solicitando el descargo del recurrente, Fé-
lix Oscar Caraballo, pues todo vehículo que le dá por de-
trás a otro, se presume que es el culpable, ya que debe ir 
a una distancia que le permita maniobrar los frenos sin 
que ocasione ningún impacto al vehículo que corre delan-
te; que el acta policial no tiene un valor probatorio abso-
luto, y se debían haber ponderado los hechos conforme las  

deposiciones de las partes envueltas en el proceso; que al 
no hacerlo así, se ha violado el artículo 237 de la Ley 241; 

que en la sentencia impugnada no se establece la relación 
de causalidad entre la falta imputable al conductor del trac-

tor y el accidente, por lo que como se ha dicho, ésta carece 
de motivos y de base legal, y debe ser casada; pero, 

Considerando, que el Juzgado a-quo mediánte la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dio por 
establecido, sin desnaturalizar los hechos, como se alega, 
ya que le atribuyó a los mismos, según se verá más ade-
lante, su verdadero sentido y alcance, que el día 13 de sep-
tiembre 1972, en horas de la mañana, transitaba de Este a 
Oeste por la carretera Mella, el conductor Félix Oscar Ca-
raballo en un tractor sin ¡flaca, marca Ford, que según él 
pertenecía a Ramón Tomás Morales (Papucho), y Ramón 
Sansur, detrás, en un carro Station Wagon, placa No. 129-
176, privada, marca Austin, asegurada mediante póliza No. 
A-1-19612, y al llegar al kilómetro 21 de dicha carretera, 
Sección Bejucal, jurisdicción del Municipio de Higüey, en 
ocasión de que el conductor del tractor diera un viraje vio-
lento e inesperado a la izquierda y en U, el conductor del 
carro que venía detrás, no tuvo tiempo de frenar y se es-
trelló contra el tractor que venía delante, resultando el Sta-
tion Wagon con abolladura en la puerta derecha delantera, 
rotura del vidrio parabrisas de la misma, guardalodos dere-
cho delantero abollado y otros desperfectos; que luego de 
establecidos esos hechos el Juez a-quo apreció soberana-
mente, que la causa eficiente y única del accidente de que 
se trata, lo fue la falta de previsión por parte del preveni-
do Félix Oscar Caraballo, al doblar en U y a su izquierda, 
el tractor que manejaba sin cerciorarse si se acercaba al-
gún vehículo y si debía o podía hacerlo sin poner en peli-
gro la vida de los demás; 

1 
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Considerando, que los hechos así establecidos configt,i-
ran a cargo del prevenido Félix Oscar Caraballo el delito 
previsto por el artículo 76, párrafo 4, acápite c, de la Ley 
241 de 1967, y sancionado en el artículo 80 de dicha ley, 
con multa no menor de cinco pesos (RD$5.00), ni mayor de 
veinticinco pesos oro (RD$25.00); que el Juzgado a-quo, ál 
condenar al prevenido recurrente a cinco (RD$5.00) de 
multa, después de declararlo culpable, le aplicó una sanción 
ajustada a la ley; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencio pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Considerando, que la sentencia impugnada contiene 
una exposición completa de los hechos y motivos suficientes 
y pertinentes que justifican su dispositivo; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspeCtos, ella no Contiene en lo que respecta 
al interés del prevenido, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Pcr tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Félix Oscar Caraballo, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, el 12 de septiembre de 1974, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas pe-
nales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar. —Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto ,Cu-
riel hnjo, Secretario General. 
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Considerando, que los hechos así establecidos configyi-
ran a cargo del prevenido Félix Oscar Caraballo el delito 
previsto por el artículo 76, párrafo 4, acápite c, de la Ley 
241 de 1967, y sancionado en el artículo 80 de dicha ley, 
con multa no menor de cinco pesos (RD$5.00), ni mayor de 
veinticinco pesos oro (RD$25.00); que el Juzgado a-quo, 'al 
condenar al prevenido recurrente a cinco (RD$5.00) de 
multa, después de declararlo culpable, le aplicó una sanción 
ajustada a la ley; 

Considerando, que la sentencia impugnada contiene 
una exposición completa de los hechos y motivos suficientes 
y pertinentes que justifican su dispositivo; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspec:tos, ella no contiene en lo que respecta 
al interés del prevenido, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Pcr tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Félix Oscar Caraballo, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, el 12 de septiembre de 1974, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas pe-
nales. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel D. Bergés Chupan.i.— Francisco Elpidio B e

-ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas 
Almánzar. —Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu- 
riel hnjo, Secretario General. 

La presente sentengia ha sido dada y firmada por los 
sefrores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencio pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 9 de mayo de 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pablo Bdo. Reyna y comparte. 

Abogados: Pedro Flores Ortíz y Rubén F. Castellanos. 

Intervinientes: Máximo Radhamés Montilla y compartes.. 

Abogados: Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Jacobo 

Guilliani Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu- 
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ciad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día diecinueve del mes de enero de 1976, años 133' de la In-
dependencia 113' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuettos por Pablo 
Bienvenido Reyna, dominicano, mayor de edad, casado, 
empleado de comercio, cédula 296, serie 37, domiciliado y 
residente en la casa No. 1 de la calle Hermanas Mirabal del 
Barrio 30 de Mayo, de esta ciudad; La Agencia Marítima y 
Comercial, C. por A., entidad comercial creada conforme a 
las leyes de la República, con su domicilio social en la Ave-
nida George Washington a esquina Cambronal de esta ciu-
dad; y La Primera Holandesa de Seguros, S. A., Compañía 
Aseguradora creada conforme a las leyes de Holanda, Paí-
ses Bajos, con domicilio en la República Dominicana en el 
edificio La Cumbre, Avenida Tiradente a esquina Presi-
dente González, contra la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 9 de mayo de 1975, cuyo dispositi-
vo dice: "Falla: Primero:Admite como regular y válido en 
cuanto a ]a forma,el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Rubén Francisco Castellanos, en fecha 21 de octubre 
de 1974, a nombre y representación del prevenido Pablo 
Bienvenido Reyna y Holandesa de Seguros C. por A., y 
Agencia Marítima Comercial C. por A., contra sentencia de 
fecha 14 de octubre de 1974, dictada por la Octava Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, por haberlo intentado de conformidad con 
la ley; cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se decla-
ra a los nombrados Pablo Bienvenido Reyna, de generales 
anotadas, culpable de violación a los artículos 49, 65, y 74, 
letra B; de la Ley 241; y a Máximo Radhamés Móntilla 
Quezada, de generales anotadas de violación a los artículos 
49, 65 y 74 de la Ley 241, y en consecuencia se les condena 
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SENTENCIA DE FECHA 1 . 9 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 9 de mayo de 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Pablo Bdo. Reyna y comparte. 

Abogados: Pedro Flores Ortíz y Rubén F. Castellanos. 

Intervinientes: Máximo Radhamés Montilla y compartes.. 

Abogados: Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Jacobo 

Guilliani Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretaria 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu- 
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dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día diecinueve del mes de enero de 1976, años 133' de la In-
dependencia 113' de la Restauración, dieta en audiencia 
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpue&tos por Pablo 
Bienvenido Reyna, dominicano, mayor de edad, casado, 
empleado de comercio, cédula 296, serie 37, domiciliado y 
residente en la casa No. 1 de la calle Hermanas Mirabal del 
Barrio 30 de Mayo, de esta ciudad; La Agencia Marítima y 
Comercial, C. por A., entidad comercial creada conforme a 
las leyes de la República, con su domicilio social en la Ave-
nida George Washington a esquina Cambronal de esta ciu-
dad; y La Primera Holandesa de Seguros, S. A., Compañía 
Aseguradora creada conforme a las leyes de Holanda, Paí-
ses Bajos, con domicilio enla República Dominicana en el 
edificio La Cumbre, Avenida Tiradente a esquina Presi-
dente González, contra la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 9 de mayo de 1975, cuyo dispositi-
vo dice: "Falla,: Primero:Admite como regular y válido en 
cuanto a ]a forma,el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Rubén Francisco Castellanos, en fecha 21 de octubre 
de 1974, a nombre y representación del prevenido Pablo 
Bienvenido Reyna y Holandesa de Seguros C. por A., y 
Agencia Marítima Comercial C. por A., contra sentencia de 
fecha 14 de octubre de 1974, dictada por la Octava Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, por haberlo intentado de conformidad con 
la ley; cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se decla-
ra a los nombrados Pablo Bienvenido Reyna, de generales 
anotadas, culpable de violación a los artículos 49, 65, y 74, 
letra B; de la Ley 241; y a Máximo Radhamés Montilla 
Quezada, de generales anotadas de violación a los artículos 
49, 65 y 74 de la Ley 241, y en consecuencia se les condena 
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al lro. al  pago de una multa de cincuenta pesos oro (RD ; 
 $50.00) y al 2do. al  pago de una multa de Veinticinco Pe-

sos Oro ($25.00) acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al pago de las costas penales causadas; Segun-
do: Se declara regular y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por los seño-
res Máximo Rhadamés Montilla Quezada, Joaquín Félix 
Amador, José Alberto Ventura y Francisco Daniel Santana 
Llano, por mediación de su abogado Dr. Bienvenido Monte-
ro de los Santos, contra Pablo Bienvenido Reyna y/o Agen-
cia Marítima y Comercial C. por A., por haber sido hecha 
de conformidad con la ley; y en cuanto al fondo se conden'a 
a Pablo Bienvenido Reyna y/ Agencia Marítima y Comer-
cial, C. por A., en su condición de prevenido y persona ci-
vilmente responsable, al pago de las siguientes indemniza-
ciones; a) Mil Quinientos Pesds Oro ($1,500.00) a favor de 
Máximo Rhadamés Montilla Quezada; b) Dos Mil Pesos 
Oro ($2,000.00) a favor de Joaquín Félix Amador; e) Dos 
Mil Quinientos Pesos Oro ($2,500.00), a favor de Francisco 
Daniel Santana Llano, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por ellos en 
el accidente; al pago de los intereses legales de dicha suma 
a favor de las personas precedentemente indicadas a partir 
de la fecha de la demanda en justicia, a título de indemni-
zación supletoria, y al pago de las costas civiles Con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido 
Montero de los Santos, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Tercero: Se declara regular y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por Lucía Hernández, contra Pablo Bienvenido Reyna, 
por mediación de su abogado Jacobo Guillini Matos, por 
haber sido hecha de conformidad con la ley; y en cuanto 
al fondo se condena a Pablo Bienvenido Reyna, en su cali-
dad de prevenido y persona civilmente responsable al pa-
go de una indemnización de Dos Mil Pesos Oro ($2,000.00) 

a favor de Lucía Hernández como justa reparación por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella en 
el accidente; al pago de los intereses legales de dichas 
sumas a partir de la fecha de la demanda, a título de in-
demnización supletoria y al pago de las costas civiles en 
provecho del Dr. Jacobo Guilliani Matos; abogado consti-
tuido de la parte civil, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Cuarto: Rechaza las conclusiones en lo que 
respecta a la Agencia Marítima y Comercial, C. por A., por 
improcedente y mal fundadas; Quinto: Se declara la pre-
sente sentencia común y oponible en su aspecto civil a la 
Cía. de Seguros Holandeza de Seguros, C. por A., entidad 
aseguradora del vehículo causante del accidente de con-
formidad con el artículo 10 de la Ley modificada 4117, so-
bre seguro obligatorio de vehículo de motor; 'Segundo: En 
cuanto al fondo de dichos recursos se confirman en todas 
sus partes la sentencia recurrida; Tercero: Se condena a los 
apelantes, el 1ro. al  pago de las costas penales de la alza-
da y los demás a las civiles 'ordenando la distracción de es-
tas últimas en provecho de los abogados de las partes civiles, 
constituidas, Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Ja-
cobo Guilliani Matos, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Doctor Rubén F. Castellanos, Cédula 22162, 
serie 31, por sí y por el Doctor Pedro Flores Ortiz, cédula 
47715, serie 1, abogados de los recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Doctor Jacobo Guilliani Matos, Cédula 25872, 
serie 18, por si y por el Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, Cédula 63744, serie 1, abogados de los intervinientes, 
en la lectura de sus conclusiones; intervinientes que son 
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al 1ro. al  pago de una multa de cincuenta pesos oro (RD :- 
$50.00) y al 2do. al  pago de una multa de Veinticinco 1".e-
sos Oro ($25.00) acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al pago de las costas penales causadas; Segun-
do: Se declara regular y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por los seño-
res Máximo Rhadamés Montilla Quezada, Joaquín Félix 
Amador, José Alberto Ventura y Francisco Daniel Santana 
Llano, por mediación de su abogado Dr. Bienvenido Monte-
ro de los Santos, contra Pablo Bienvenido Reyna y/o Agen-
cia Marítima y Comercial C. por A., por haber sido hecha 
de conformidad con la ley; y en cuanto al fondo se condena 
a Pablo Bienvenido Reyna y/ Agencia Marítima y Comer-
cial, C. por A., en su condición de prevenido y persona ci-
vilmente responsable, al pago de las siguientes indemniza-
ciones; a) Mil Quinientos Pesds Oro ($1,500.00) a favor de 
Máximo Rhadamés Montilla Quezada; b) Dos Mil Pesos 
Oro ($2,000.00) a favor de Joaquín Félix Amador; e) Dos 
Mil Quinientos Pesos Oro ($2,500.00), a favor de Francisco 
Daniel Santana Llano, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos por ellos en 
el accidente; al pago de los intereses legales de dicha suma 
a favor de las personas precedentemente indicadas a partir 
de la fecha de la demanda en justicia, a título de indemni-
zación supletoria, y al pago de las costas civiles Con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido 
Montero de los Santos, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Tercero: Se declara regular y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por Lucía Hernández, contra Pablo Bienvenido Reyna, 
por mediación de su abogado Jacobo Guillini Matos, por 
haber sido hecha de conformidad con la ley; y en cuanto 
al fondo se condena a Pablo Bienvenido Reyna, en su cali-
dad de prevenido y persona civilmente responsable al pa-
go de una indemnización de Dos Mil Pesos Oro ($2,000.00 1  

BOLETIN JUDICIAL 
	

61 

a favor de Lucía Hernández como justa reparación por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ella en 
el accidente; al pago de los intereses legales de dichas 
sumas a partir de la fecha de la demanda, a título de in-
demnización supletoria y al pago de las costas civiles en 
provecho del Dr. Jacobo Guilliani Matos; abogado consti-
tuido de la parte civil, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Cuarto: Rechaza las conclusiones en lo que 
respecta a la Agencia Marítima y Comercial, C. por A., por 
improcedente y mal fundadas; Quinto: Se declara la pre-
sente sentencia común y oponible en su aspecto civil a la 
Cía. de Seguros Holandeza de Seguros, C. por A., entidad 
aseguradora del vehículo causante del accidente de con-
formidad con el artículo 10 de la Ley modificada 4117, so-
bre seguro obligatorio de vehículo de motor; 'Segundo: En 
cuanto al fondo de dichavrecursos se confirman en todas 
sus partes la sentencia recurrida; Tercero: Se condena a los 
apelantes, el 1ro. al  pago de las costas penales de la alza-
da y los demás a las civiles ordenando la distracción de es-
tas últmas en provecho de los abogados de las partes civiles, 
constituidas, Dres. Bienvenido Montero de los Santos y Ja-
cobo Guilliani Matos, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Doctor P.ubén F. Castellanos, Cédula 22162, 
serie 31, por sí y por el Doctor Pedro Flores Oitiz, cédula 
47715, serie 1, abogaaos de los recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Doctor Jacobo Guilliani Matos, Cédula 25872, 
serie 18, por si y por el Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, Cédula 63744, serie 1, abogados de los intervinientes, 
en la lectura de sus conclusiones; intervinientes que son 
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Máximo Radhamés Montilla, dominicano, mayor de edad,. 
Cédula 1342, serie 80; Joaquín Félix Amador, dominicand, 
mayor de edad, Cédula No. 157230, serie 1; José Alberto 
Ventura, dominicano, mayor de edad, Cédula 44911, serie 
37; Francisco Daniel Santana Llano, dominicano, mayor 
de edad, Cédula 180439, serie 1; y Lucía Hernández, domi-
nicano, mayor de edad, de oficios domésticos, todos de esté: 
domicilio y residencia; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, el 4 de junio de 1975, a reque-
rimiento de los Doctores Rubén Francisco Castellanos R. 
y Pedro Flores Ortiz, en nombré de Pablo Bienvenido Rey-
na, La Agencia Marítima y Comercial, C. por A., y La Pri- . 
mera Holandesa de Seguros, C. por A., en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurrentes, del 20 de no-
viembre de 1975, suscrito por sus abogados; 

Visto el escrito de fecha 21 de noviembre de 1975, de-
positado por los intervinientes, suscrito por sus abogados; 

Visto el escrito de ampliación de fecha 24 de noviem-
bre de 1975, depositado por los recurrentes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que los intervinientes proponen la in-
admisibilidad del recurso de casación que se examina, sobre  

el fundamento de que el mismo fue interpuesto fuera del 
• plazo de 10 días señalado por el artículo 29 de la Ley so-

bre Procedimiento de casación, ya que la sentencia impug-
nada les fue notficada en fecha 22 de mayo de 1975 y el 
recurso de casación fue interpuesto en fecha 4 de junio 
de 1975; 

Considerando que por su parte los recurrentes alegan 
en resumen que aún el plazo para recurrir en casación está 
abierto, sobre el fundamento de que la notficación de la 
sentencia impugnada les fue hecha en fecha 22 de mayo de 
1975, a requerimiento de la parte civil y no del Procurador 
General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
conformidad con el artículo 197 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

■ • 
Considerando que, contrariamente al criterio de los re-

currentes la notificación por la parte civil a sus partes ad-
versas en un proceso penal, para los fines del plazo de mo-
do que esas partes puedan beneficiarse de los recursos posi-
bles según lá ley, tiene la misma fuerza que la notfifica-
ción por el Ministerio Público; razón por la cual los recur-
sos de casación que se examinan, resultan indamisibles por 
tardíos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Máximo Radhamés Montilla, Joaquín Félix Amador, 
José Alberto Ventura, Francisco Daniel Santana Llano y 
Lucía Hernández; Segundo: Declara inadmisibles por tar-
díos los recursos de casación interpuestos por Pablo Bien-
venido Reyna, La Agencia Marítima y Comercial. C. por 
A., y La Primera Holandesa de Seguros, C. por A., contra 
la, sentencia de fecha 9 de mayo de 1975, dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an. 
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Máximo Radhamés Montilla, dominicano, mayor de edad,. 
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bre de 1975, depositado por los recurrentes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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abierto, sobre el fundamento de que la notficación de la 
sentencia impugnada les fue hecha en fecha 22 de mayo de 
1975, a requerimiento de la parte civil y no del Procurador 
General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
conformidad con el artículo 197 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

Considerando que, contrariamente al criterio de los re-
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bles según lá ley, tiene la misma fuerza que la notfifica-
ción por el Ministerio Público; razón por la cual los recur-
sos de casación que se examinan, resultan indamisibles por 
tardíos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Máximo Radhamés Montilla, Joaquín Félix Amador, 
José Alberto Ventura, Francisco Daniel Santana Llano y 
Lucía Hernández; Segundo: Declara inadmisibles por tar-
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la sentencia de fecha 9 de mayo de 1975, dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an- 



terior del presente fallo; y Tercero: Condena al prevenido 
Pablo Bienvenido Reyna al pago de las costas penalel," y 
a los demás recurrentes, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho de los Doctores 
Bienvenido Montero de los Santos y Jacobo Guilliani Ma-
tos, abogados de los intervinientes, quienes afirman haber- 
las avanzado en su mayor parte, y las hace oponibles a la 'Hifi 
Primera Holandesa de Seguros, S. A., dentro de los límites 
de la póliza. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel 

 
 hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, ;* .fee 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifica. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

.• 
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*SENTENCIA DE FECHA 23 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

8 de junio de 1973. 

Materia: Confiscaciones: 

Recurrente: Nilo Gualterio Mieses Pereyra. 

Abogado: Dr. Manuel María Mtnifío Rodríguez. 

Recurrido: Estado Dominicako..,„ 

Abogado: Dr. Elpidio Graciano Corcino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional hoy día 
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23 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113'. • 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nilo 
Gualterio Mieses Pereyra, dominicano, mayor de edad, ca- . 

 sado. contable, domiciliado en la calle Arzobispo Portes 
No. 194 de esta capital, cédula 5028 serie ira., contra la • 
sentencia dictada el 8 de junio de 1973 por la Corte de Ape-
la 

 
 ción de Santiago en materia civil, como Tribunal de 

Confiscaciones, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Francisco Elpidio Beras, Juez de este Tribunal, para inte-
grar la Suprema Corte de Justicia, bni la deliberación y fa-
llo del recurso de casación de que se trata, de conformidad 
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se citan más adelante, y los artículos 1 y si-
guientes de la Ley 5924 de 1962 sobre Confiscación Gene-
ral de Bienes, y sus modificaciones; 29 de la Ley de Orga-
nización Judicial; y 1 9  y 211ile la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial depositado por el recurrente el 6 de • 
agosto de 1973, suscrito por su abogado el Dr. Manuel Ma-
ría Miniño Rodríguez, cédula 5899 serie 11, en el cual 'se 
proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del Estado Dominicano, 
co-recurrido en este caso, depositado el 5 de noviembre de 
1973, suscrito por el Dr. Elpidio Graciano Corcino, cédula 
21528 serie 47; 

Vista la Resolución dictada el 7 de agosto de 1973 por 
la Suprema Corte de Justicia, por la cual se declara el de-
fecto del co-recurrido Consejo Estatal del Azúcar, a dili-
gencia del recurrente Mieses Pereyra; 

Visto el auto dictado en fecha 20 de enero del corrien-
te año 1976, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistrado 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una demInda en restitución de bienes 
y en reparación de•darios Sr perjuicios intentada por el ac-
tual recurrente, la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
por declinatoria fundada en incompetencia, del Tribunal de 
Tierras, dictó el 17 de mayo de 1966 una sentencia orde-
nando una información testimonial para la instrucción del 
caso, medida que fue ejecutada, oyéndose al demandante y 
a los testigos que aportó; b) que el 29 de febrero de 1968, 
la misma Corte dictó una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: 'Falla: Primero: Declara nulo y sin ningún efecto, 
la información testimonial celebrada por esta Corte de. Ape-
lación, en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en fe-
cha 13 dé junio de 1966; Segundo: Rechaza la presente de-
manda en reivindicación de inmueble, intentada por el se-
ñor Nilo Gualterio Mieses Pereyra, contra la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana, hoy Consejo Esta-
tal del Azúcar y el Estado Dominicano, por ausencia de 
prueba; Tercero: Compensa las costas entre las partes en 
causa'; e) que, sobre recurso de casación de Mieses Pereyra, 
la Suprema Corte de Justicia dictó el 22 de enero de 1969 
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manda en reivindicación de inmueble, intentada por el se-
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una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Casa: la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pro-
nunciada en sus atribuciones de tribunal de confiscaciones, 
en fecha 29 de febrero de 1968, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por an-
te la Corte de Apelación de Santiago, en iguales funciones; 
Segundo: Compensa las costas'; d) que sobre el envío-- asi 
dispuesto, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara que la 
Corporación Azucarera de la República Dominicana, .hoy 
Consejo Estatal del Azúcar, se ah enriquecido ilícitamente, 
comoconsecuencia del abuso de poder cometido por Aníbal 
Julio Trujillo Molina en perjuicio del señor Nilo Gtialterio 
Mieses Pereyra, en relación de las porciones de terreno re-
clamadas por él;— SEGUNDO: Declara a la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana, hoy Consejo Esta-
tal del Azúcar, tercer adquiriente de buena fe; —TERCE-
RO: Declara que el demandante, Nilo Gualterio Mieses 
Pereryra tiene derecho a una compensación equivalente al 
valor de las 883.51 tareas de terreno de las que fue despo-
jado; —CUARTO: Fija en Cinco Pesos Oro RD15.00) el va-
lor que tenía por cada tarea de terreno el inmueble recla-
mado por el señor Nilo Gualterio Mieses Pereyra, en el año 
1932; QUINTO: Fija en la suma de Cuatro Mil Cuatrocien-
tos Diecisiete Pesos con Cincuenticinco Centavos Oro (RD-
$4,417.55), la compensación que la antigua Corporación 
Azucarera de la República Dominicana hoy Consejo Esta-
tal del Azúcar:debe pagar al señor Nilo Gualterio Mieses 
Pereyra, por ser dicha suma el equivalenteal valor de las 
883. 51 tareas de terreno, a razón de Cinco Pesos Oro (RD-
$5.00) tarea, que integran el inmueble reclamado dentro de 
la parcela No. 10 del Distrito Catastral No. 31, antiguo 
92/4ta. parte del Distrito Nacional; — SEXTO: Condena a 
la Corporación Azucarera de la República Dominicana, hoy 
Consejo Estatal del Azúcar, al pago de las costas de esta  

. instancia, con distracción de las mismas en provecho del 
toctor Manuel María Miniño Rodríguez, quien afirma ha-

- berlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que, aunque el recurrente, en las con-
clusiones de su memorial solicita la casación de la senten-
cia impugnada, es obvio, por lo que se verá más adelante, 
que su recurso se limita a la parte de dicha sentencia que 
se refiere al monto de las compensaciones e . indernnizacio-

nes que él estima de lugar; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, el 
recurrente' propone los siguientes medios de casación: 
Primer Medio: Violación a los artículos 1384 del Código Ci-
vil y 4, 37 y 38, de la ley sobre Confiscación General de 
Bienes No. 5924.— Segunda Medio: Violación al artículo 37 
de la Ley No. 5924. Teree'r Media: Violación del artículo 

38 de la Ley No. 5924; 

Considerando, que en el primer medio de su memorial, 
el recurrente alega que, al limitar la compensación que ha 
dispuesto al valor que según la Corte a-qua tenía el terre-
no de que fue despojado, en el año del despojo, ha violado 
los textos legales enunciados, que hacen posibles indemni-
zaciones adicionales; pero, 

Considerando, que, en el caso ocurrente, se trataba de 
una demanda puramente civil, y en esta materia, las com-
pensaciones acordables a los perjudicados están estricta-
mente limitadas por las disposiciones que, para cada situa-
ción diferente, establece la Ley No. 5924 de 1962 en su ca-
pítulo sobre el régimen de compensaciones, y en ningún ca-
so las que hace posibles el Derecho Común; que todo ello es 
tan evidente, en la Ley No. 8924, que el primer medio del 
recurso debe declarse sin fundamento, sin necesidad de 
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más detallada motivación; todo sin perjuicio de lo que se• 
decide más adelante, en base a los medios segundo y tercer 
ro del recurso; 

Considerando, que, en los medios segundo y tercero de 
su memorial, el recurrente se queja, en definitiva, de que, 
para acordar la compensación que ha dispuesto, (RD$4, 
417.55), la Corte a-qua, desconoció totalmente el artículo 3'7 
de la Ley No. 5924 de 1962, según el cual la Corte a-qua es-
taba en la obligación, antes de fijar la compensación, de dis-
poner una reunión de las partes en litis, a fin de que llega-
ran a un acuerdo acerca diel monto de la compensación; y 
que sólo después de una falta de acuerdo, que se hiciera cons 
tar expresamente, podía válidamente fijar la Corte a-qua 
por sí misma el monto de la compensación; que este trámiL 
te era del mayor interés para el demandante y ahora recu-
rrente, en vista de lo que pódí& resultar, en relación con á 
valor real del terreno de que fue despojado, de los altos 
precios en que fue negociado ese mismo terreno, después 
del hecho del despojo; 

Considerando, que, tal como lo sostiene el recurrente, 
una vez que la Corte a-qua decidió, como cuestión preyia y 
fundamental, que el recurrente tenía derecho a una com-
pensación, era obligación de dicha Corte, disponer tui diá-
logo entre el demandante y los demandados que fuerais res-
ponsables, a fin de que llegaran a un acuerdo sobre el mon-
to de la compensación, en presencia del Juez que se desig-
nara para presidir esa reunión, o ante todos los jueces de 
la Corte si así ésta lo consideraba conveniente, levantándo-
se acta del resultado de la medida; y que, sólo en caso de 
desacuerdo, por cualquier causa, recaía en la Corte la atri-
bución de fijar la compensación, con los debidos motivos; 
que, por lo expuesto, los medios segundo y tercero del re-
curso deben ser acogidos y la sentencia impugnada debe  

'ser casada, únicamente en Jo relativo al monto de la com-
pensación; 

• 

Considerando, que ni 11.>.Ley No. 5924 de 1962, ni la Ley 
. No. 285 de 1964, indican qué Corte deben enviarse los 
asuntos de casación cuando'hayan recorrido ya,como ocu-
rre en el presente caso, las 'Cortes de Santo Domingo y 
Santiago; que por tanto,:procede que la Suprema Corte lle-
ne ese vacío, usando de la atribución que le confiere el ar-
tículo 29 de la Ley de OiTanización Judicial, haciendo la 
delignación que interesa a este caso; 

FC 	Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
 el 8 dé junio de 1973 por la Corte de Apelación de Santia-
go, en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en materia 
civil, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo, únicamente en lo relativo al modo de fijar 
el monto de la compensación que ella ha dispuesto; Segun-
do: Rechaza el recurso intCrptesto por Nilo Gualterio Mie-
ses Pereyra en cuanto a, la posibilidad de otras indemniza-
ciones adicionales a la compensación; Tercero: Designa a 
la Corte de Apelación de La Vega para conocer del presen-
te caso como Tribunal de Confiscaciones, y se envía el 
asunto a dicha Corte, así delimitado; y Cuarto: Compensa 
las costas de casación entre las partes. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 'Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 

.L Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

1 
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...4  
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Considerando, que ni r . 
. 

, asuntos de casación cuando' hayan recorrido ya,como ocu-
rre 	

y No. 5924 de 1962, ni la Ley 
No. 285 de 1964, indican asqué Corte deben enviarse los 

rre en el presente caso, lai Cortes de Santo Domingo y 
!",'' Santiago; que por tanto,:procede que la Suprema Corte He-,. 

ne ese vacío, usando de la atribución que le confiere el ar- 
tículo 29 de la Ley de 0.rganización Judicial, haciendo la 
designación que interesa a este caso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
el 8 de junio de 1973 por la Corte de Apelación de Santia-
go, en funciones de Tribunal de Confiscaciones, en materia 

4011 civil, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo, únicamente en lo relativo al modo de fijar 
el monto de la compensación que ella ha dispuesto; Segun-
do: Rechaza el recurso intCrptesto por Nilo Gualterio 1Vlie- 

1 ses Pereyra en cuanto a. la posibilidad de otras indemniza-
ciones adicionales a la compensación; Tercero: Designa a 
la Corte de Apelación de La Vega para conocer del presen-
te caso como Tribunal de Confiscaciones, y se envía el 

i•  asunto a dicha Corte, así delimitado; y Cuarto: Compensa 
las costas de casación entre las partes. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 'Manuel D. 
l3ergés Chupani.— Francisco Elpidio .Beras.— Joaquín M. 

101 Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
f irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

más detallada motivación; todo sin perjuicio de lo que ¿e' 
decide más adelante, en base a los medios segundo y tercer 
ro del recurso; 

Considerando, que, en los medios segundo y tercero de 
su memorial, el recurrente se queja, en definitiva, de que, 
para acordar la compensación que ha dispuesto, (RD$4, 
417.55), la Corte a-qua, desconoció totalmente el artículo 3'7 
de la Ley No. 5924 de 1962, según el cual la Corte a-qua es-
taba en la obligación, antes de fijar la compensación, de dis-
poner una reunión de las partes en litis, a fin de que llega-
ran a un acuerdo acerca del monto de la compensación; y 
que sólo después de una falta de acuerdo, que se hiciera cons 
tar expresamente, podía válidamente fijar la Corte a-qua 
por sí misma el monto de la compensación; que este trámiL 
te era del mayor interés para el demandante y ahora recu-
rrente, en vista de lo que podía. resultar, en relación con d 
valor real del terreno de que fue despojado, de los altos 
precios en que fue negociado ese mismo terreno, después 
del hecho del despojo; 

Considerando, que, tal como lo sostiene el recurrente, 
una vez que la Corte a-qua decidió, como cuestión preyia y 
fundamental, que el recurrente tenía derecho a una com-
pensación, era obligación de dicha Corte, disponer mi diá-
logo entre el demandante y los demandados que fueran res-
ponsables, a fin de que llegaran a un acuerdo sobre el mon-
to de la compensación, en presencia del Juez que se des:g-
nara para presidir esa reunión, o ante todos los jueces de 
la Corte si así ésta lo consideraba conveniente, levantándo-
se acta del resultado de la medida; y que, sólo en caso de 
desacuerdo, por cualquier causa, recaía en la Corte la atri-
bución de fijar la compensación, con los debidos motivos; 
que, por lo expuesto, los medios segundo y tercero del re-
curso deben ser acogidos y la sentencia impugnada debe 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 2 ' 

de agosto de 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Alfonso Rosario Rodríguez y Julio A. Valerio. 

Abogados: De Valerio: Dr. Luis Osiris Duquela M., 

De Rosario: Dr. Julio E. Duquela. 

Interviniente: The General Sales Co. y comparte. 

Abogado: Dr. Mario A. de Moya D., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor 
Cotnín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas -Almánzar, Máximo Lovatón Pittalu-
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
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ciudad de Santo Domingo de Guzmáti, Distrito Nacional, 
hoy día 23 de enero de 1976, ariol 132' de la Independencia 
y 113' de la Restauración, dicta en atiejlencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación inte'rpuestos por Alfon-
so Rosario Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
hacendado, domiciliado en la Sección de Jima Abajo, del 
Municipio y Provincia de La .Vega, cédula No. 476, serie 
87, y Julio Antonio Valerio, dominicano, mayor de edad, 
casado, domiciliado en la Sección de Jumunucú, del Muni-
cipio y Provincia de La Vega, cédula No. 4027, serie 37, 
contra la sentencia de la Corte de Apelación .de La Vega, 
dictada en sus atribuciones correccionales, el 2 de agosto de 
1973, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turnó sil la lectura del rol; 

Oída a la Dra. Luz M. Duquela Canó, en representa-
ción del Dr. Julio E. Duquela Morales, 'abogado del recu-
rrente Alfonso Rosario, prevenido, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. Teobaldo de Moya, en representación del 
Dr. Luis Osiris Duquela Morales, abogado del recurrente 
Julio Antonio Valerio, parte civil constituída, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Mario A. de Moya D., cédula No. 2541, se-
rie ira., abogado de la interviniente, en la lectura de sus 
conclusiones; interviniente que es: The General Sales, Co., 
C. por A., domiciliada en esta ciudad, quien a su vez re-
presenta a The Yorkshire Insurance Co., Ltd.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

73 
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ciudad de Santo Domingo de Guzmári, Distrito Nacional, 
hoy día 23 de enero de 1976, arioq 132' de la Independencia 
y 113' de la Restauración, dicta en atkiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación int¿npuestos por Alfon-
so Rosario Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
hacendado, domiciliado en la Sección de Jima Abajo, del 
Municipio y Provincia de La .Vega, cédula No. 476, serie 
87, y Julio Antonio Valerio' , dominicano, mayor de edad, 
casado, domiciliado en la Sección de Jumunucú, del Muni-
cipio y Provincia de La Vega, cédula No. 4027, serie 37, 
contra la sentencia de la Corte de Apelación 'dé La Vega, 
dictada en sus atribuciones correccionales, el 2 de agosto de 
1973, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno p  la lectura del rol; 
e 

Interviniente: The General Sales Co. y comparte. 

Abogado: Dr. Mario A. de Moya D., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor 
Cotnín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fijen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas -Almánzar, Máximo Lovatón Pittalu-
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 

Oída a la Dra. Luz M. Duquela Canó, en representa-
ción del Dr. Julio E. Duquela Morales, abogado del recu-
rrente Alfonso Rosario, prevenido, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído a] Dr. Teobaldo de Moya, en representación del 
Dr. Luis Osiris Duquela Morales, abogado del recurrente 
Julio Antonio Valerio, parte civil constituida, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Mario A. de Moya D., cédula No. 2541, se-
rie ira., abogado de la interviniente, en la lectura de sus 
conclusiones; interviniente que es: The General Sales, Co., 
C. por A., domiciliada en esta ciudad, quien a su vez re-
presenta a The Yorkshire Insurance Co., Ltd.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el 2 de agosto de 1973, a re-
querimiento del Dr. Luis Osiris Duquela, cédula No. 20225, 
serie 47, en representación del prevenido Alfonso Rosario. 
cuyo defensor es el Dr. Julio Duquela Morales, en la que no 
se indica ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el 2 de agosto de 1973, a re-
querimiento del Dr. Luis Osiris Duquela, a nombre y repre-
sentación de Julio Antonio Valerio en la cual no se propo-
ne ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial del 7 de julio de 1975, suscrito por 
el abogado de Alfonso Rosario, prevenido, en el que se pro-
ponen, en forma no articulad4 los medios de casación; . 

Visto el memorial del mencionado 7 de julio de á75, 
firmado por el Dr. Luis Osiris Duquela M., a nombre de 
la parte civil constituída, en el que se proponen, en forma 
no articulada, los medios determinados de casación; 

Visto el escrito del 7 de julio de 1975, firmado por el 
Dr. Mario A. de Moya D., a nombre de la interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52, 61 y 65 de la Ley 241 
de 1967, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; 1383 del 
Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Se-
guro Obligatorio; y 1, 33 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 17 de marzo  

- • 	..1-• 

de 1970, en la carretera que va :  de Rincón a La Vega, en 

el cual resultó muerta una Menor, la ,Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera tñstancia del Distrito Judicial 

de La Vega, dictó el 21 de julio de 1971, una sentencia 
correccional, cuyo dispositivo se copia más. adelante; b) 
que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dic-
tó el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo 
se copia a continuación:' "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos, en la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos por la Tre Yorkshire Insurance Company Limi-
ted, repl-esentada'por The General Sales Co., C. por A. y la 
parte civil constituída Julio Antonio Valerio, contra la 
sentencia correccional Núm. 914, de fecha 21 de julio de 
1971, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo 
dispositivo es el siguiente: Tala: Primero: Se acoge como 
bueno y válido el señor Julio Antonio Valerio en contra de 
Alfonso Rosario al través del Dr. Osiris Duquela Morales 
por ser regular en la forma; Segundo: Se acoge como buena 
y válida la demanda en intervención intentada por el señor 
Alfonso Rosario en cóntra de la Compañía de Seguros The 
Yorkshire al través del Dr. Julio Ernesto Duquela por ser 
regular en la forma; Tercero: Se declara culpable al nom-
brado Alfonso Rosario de viol. las disposiciones de la Ley 
241 en perjuicio de la que en vida se llamó Inocencia vale-
rie y en consecuencia se le condena al pago de una multa 
de RD$50.00 acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes;Cuarto: Se condena al señor Alfonso Rosario Rodríguez 
al pago de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de 
julio Antonio Valerio como justa reparación de los daños 
morales y materiales que le causara; Quinto: Se condena a 
Alfonso Rosario Rodríguez al pago de las costas civiles con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis Osiris 
Duquela quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te; Sexto: Se condena a Alfonso Rosario al pago de las cos- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el 2 de agosto de 1973, a re-
querimiento del Dr. Luis Osiris Duquela, cédula No. 20229, 
serie 47, en representación del prevenido Alfonso Rosario, 
cuyo defensor es el Dr. Julio Duquela Morales, en la que no . 
se indica ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua el 2 de agosto de 1973, a re-
querimiento del Dr. Luis Osiris Duquela, a nombre y repre-
sentación de Julio Antonio Valerio en la cual no se propo-
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Visto el memorial del 7 de julio de 1975, suscrito por 
el abogado de Alfonso Rosario, prevenido, en el que se pro-
ponen, en forma no articulada, los medios de casación; . 
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Visto el memorial del mencionado 7 de julio de 1h75, 
firmado por el Dr. Luis Osiris Duquela M., a nombre de. 
la parte civil constituída, en el que se proponen, en forma 
no articulada, los medios determinados de casación; * 

Visto el escrito del 7 de julio de 1975, firmado por el 
Dr. Mario A. de Moya D., a nombre de la interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52, 61 y 65 de la Ley 241 
de 1967, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; 1383 de ■ 
Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Se-
guro Obligatorio; y 1, 33 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti 
yo de un accidente automovilístico ocurrido el 17 de marzo  
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de 1970, en la carretera que va * de Rincón a La Vega, en 
el cual resultó muerta una nienor, la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Tris*  tancia del Distrito Judicial 
de La Vega, dictó el 21 de julio de 1971, una sentencia 
correccional, cuyo dispositivo se copia más. adelante; b) 
que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dic-
tó el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo 
se copia a continuación:' "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos, en la fornia, los recursos de apelación in-
terpuestos por la Tre Yorkshire Insurance Company Limi-
ted, repVesentada'por The General Sales Co., C. por A. y la 
parte civil constituida Julio Antonio Valerio, contra la 
sentencia correccional Núm. 914, de fecha 21 de julio de 
1971, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo 
dispositivo es el siguiente: TAU: Primero: Se acoge como 
bueno y válido el señor Julio Antonio Valerio en contra de 
Alfonso Rosario al través del Dr. Osiris Duquela Morales 
por ser regular en la forma; Segundo: Se acoge como buena 
y válida la demanda en intervención intentada por el señor 
Alfonso Rosario en cintra de la Compañía de Seguros The 
Yorkshire al través del Dr. Julio Ernesto Duquela por ser 
regular en la forma; Tercero: Se declara culpable al nom-
brado Alfonso Rosario de viol. las disposiciones de la Ley 
241 en perjuicio de la que en vida se llamó Inocencia Vale-
rio y en consecuencia se le condena al pago de una multa 
de RD$50.00 acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes;Cuarto: Se condena al señor Alfonso Rosario Rodríguez 
al pago de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de 
julio Antonio Valerio como justa reparación de los daños 
morales y materiales que le causara; Quinto: Se condena a 
Alfonso Rosario Rodríguez al pago de las costas civiles con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. Luis Osiris 
Duquela quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te; Sexto: Se condena a Alfonso Rosario al pago de las cos- 
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tas penales; Séptimo: la presente sentencia es común y opo-
niblea la compañía de Seguros The Yorkshire Co., Ltd. 
Octavo: Se condena a la Compañía de Seguros The York-
hire Iris Co., Ltd. al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Julio Duquela Mo-
rales quien afirma haberla avanzado en su mayor parte; 
por haber sido hechos de conformidad a la Ley; SEGUN-
DO: Confirma de la decisión apelada los ordinales Prime-
ro y Cuarto; TERCERO: Revoca el Ordinal Séptimo en 
cuanto ordenó la oponibilidad de la sentencia a la supra' . 

 señalada compañía aseguradora, en razón de que la póliza 
Núm. 105069154 amparaba la camioneta marca Chevrole , 
propiedad de Alfonso Rosario, y no la marca G.M.C. tam-
bién propiedad de Alfonso Rosario para la cual fue solici-
tada la transferancia de la x? mencionada póliza de seguro. 
la  cual transferancia fue aceptIda por la General Sales Co., 
C. por A. en fecha lro. de abril de 1970, según documentos 
que obran en el expediente, es decir quince (15) días des-
pués de ocurrido el accidente ocasionado por la camioneta 
G.M.C. conducida por Alfonso Rosario, en el que perdió la 
vida la menor Inocencia Valerio, hija legítima de la parte 
civil constituida; CUARTO: Condena a Alfonso Rosario, 
demandante en intervención contra la General Sales Co 
C. por A., y a la parte civil constituida Julio Antonio Va-
lerio, al pago de las costas civiles de ambas instancias, dis-
trayendo éstas en provecho del Dr. Mario A. de Moya Díaz, 
quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que el recurrente Alfonso Rosario R., 
alega y expone, en síntesis, en su memorial de casación, lo 
siguiente: lro.) que el 12 de mayo de 1969, celebró un con-
trato con la Yorkshire Sales, para asegurar la camioneta 
Chevrolet, motor F 0202 TD, con el No. 105069154; 2do.) 
que el 15 de junio de 1969, realizó el cambio de ese vehícu-
lo por una camioneta marca GMC., motor No. F-1206PE;  

39) que inmediatamente después obtuvo el Endoso de la Pó-
liza del 14 de mayo de 1969 al nuevo vehículo GMC. y se le 
expidió el correspondiente Marbete; 4 9) que el 17 de-marzo 
de 1970, ocurrió el accidente automovilístico conduciendo 
la indicada camioneta; 59 ) que Juzgado el caso por la Se-
gunda Cámara Penal de La Vega, Alfonso Rosario Rodrí-
guez, fue condenado en virtud de la Ley No. 241, y se de-
clararon común y ejecutorias, las condenaciones civiles con-
tra la compañía aseguradora; 69) que la compañía arriba 
mencionada apeló de la sentencia del indicado Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, del 2 
de julio de 1971, por 'ante la Corte de Apelación de La Ve-
ga; 79 ) que esta últirriá la sentencia impugnada por la 
cual se revoca el ordinal Wptimo que había declarado la 
oponibilidad de las condelaciones civiles de la sentencia 
contra la compañía asegufyloota; que el fallo de la Corte de 
Apelación de La Vega, se funda en un documento emanada 
de la compañía aseguradora en el que ésta le avisa al ase-
gurado ahora recurrente, que admite el endoso de la Póli-
za para asegurar la camioneta GMC., a partir del lro. de 
abril de 1970; que ese elemento de juicio no puede estable-
cer la prueba a favor de la indicada compañía porque pro-
cede de ella misma; que en realidad el endoso de la Póliza 
de Seguro tuvo lugar en el mes de julio de 1969, en el ins-
tante en que Alfonso Rosario, ahora recurrente adquirió la 
camioneta GMC., manejando la cual se produjo el acciden-
te; y que desde ese momento se le proveyó del marbete co-
rrespondiente al nuevo 'vehículo; que por tanto dicho do-
cumento constituía la única prueba de que la Póliza cubría 
el seguro de la camioneta GMC. a partir de junio de 1969; 
que en esas circunstancias, la sentencia impugnada al fun-
darse en el documento por el cual la compañía aseguradora 
comunica al asegurado la aceptación del endoso solicitado, 
ha incurrido en una interpretación errada de las reglas de 
la prueba y ha desnaturalizado, por desconocimiento, los 
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C. por A., y a la parte civil constituida Julio Antonio Va-
lerio, al pago de las costas civiles de ambas instancias, dis-
trayendo éstas en provecho del Dr. Mario A. de Moya Díaz, 
quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que el recurrente Alfonso Rosario R., 
alega y expone, en síntesis, en su memorial de casación, lo 
siguiente: 1ro.) que el 12 de mayo de 1969, celebró un con-
trato con la Yorkshire Sales, para asegurar la camioneta 
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lo por una camioneta marca GMC., motor No. F-1206PE; 
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39) que inmediatamente después obtuvo el Endoso de la Pó-
liza del 14 de mayo de 1969 al nuevo vehículo GMC. y se le 
expidió el correspondiente Marbete; 4 9) que el 17 de marzo 
de 1970, ocurrió el accidente automovilístico conduciendo 
la indicada camioneta; 59) que Juzgado el caso por la Se-
gunda Cámara Penal de La Vega, Alfonso Rosario Rodri-
guez, fue condenado en virtud de la Ley No. 241, y se de-
clararon común y ejecutorias, las condenaciones civiles con-
tra la compañía aseguradora; 69) que la compañía arriba 
mencionada apeló de la sentencia del indicado Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, del 2 
de julio de 1971, por *ante la Corte de Apelación de La Ve-
ga; 79) que esta últinnig,Asiá la sentencia impugnada por la 
cual se revoca el ordinal' optimo que había declarado la 
oponibilidad de las condetiAciones civiles de la sentencia 
contra la compañía asegu4d.ra; que el fallo de la Corte de 
Apelación de La Vega, se funda en un documento emanada 
de la compañía aseguradora en el que ésta le avisa al ase-
gurado ahora recurrente, que admite el endoso de la Póli-
za para asegurar la camioneta GMC., a partir del 1ro. de 
abril de 1970; que ese elemento de juicio no puede estable-
cer la prueba a favor de la indicada compañía porque pro-
cede de ella misma; que en realidad el endoso de la Póliza 
de Seguro tuvo lugar en el mes de julio de 1969, en el ins-
tante en que Alfonso Rosario, ahora recurrente adquirió la 
camioneta GMC., manejando la cual se produjo el acciden-
te; y que desde ese momento se le proveyó del marbete co-
rrespondiente al nuevo 'vehículo; que por tanto dicho do-
cumento constituía la única prueba de que la Póliza cubría 
el seguro de la camioneta GMC. a partir de junio de 1969; 
que en esas circunstancias, la sentencia impugnada al fun-
darse en el documento por el cual la compañía aseguradora 
comunica al asegurado la aceptación del endoso solicitado, 
ha incurrido en una interpretación errada de las reglas de 
la prueba y ha desnaturalizado, por desconocimiento, los 
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demás documentos de la causa, tales como el acta policial, 
el marbete y la constatación hecha por el Juez; que hay en 
la sentencia impugnada una ausencia de ponderación de 
los hechos y circunstancias de la causa que equivalen a fal-
ta de base legal; que por tales razones, la sentencia impug-
nada debe ser casada; 

Considerando, que el recurrente Julio Antonio Vale-
rio, alega y expone, en síntesis, en su memorial, que el 17 
de marzo de 1970, el vehículo conducido por Alfonso Rosa-
rio estaba amparado por la Póliza No. 105069154, con ven-
cimiento el 14 de mayo de 1970; que ese dato lo recoge el 
Acta Policial; que el Marbete de Ley expedido por la com-
pañía aseguradora, también figura como prueba del tras-
paso del seguro; que, en definitiva, la sentencia impug-
nada debe ser casada; pero, 

Considerando, que la Corte a-qua, para revocar el sép-
timo ordinal del dispositivo del fallo apelado, dio los mo-
tivos siguientes: "que procede revocar de la sentencia ape-
lada el ordinal Séptimo, en cuanto ordenó la oponibilidad 
de la sentencia a la The Yorkshire Insurance Company Li-
mited, representada por The General Sales Co., C. por A., 
en razón de haberse establecido por ante esta Corte de 
Apelación, por documentación aportada, que la póliza No. 
105069154, expedida por dicha Cía. Aseguradora, ampara-
ba la camioneta marca Chevrolet, propiedad de Alfonso Ro-
sario, y no la marca GMC., también propiedad de Alfonso 
Rosario, para la cual fue solicitada la transferencia de la 
ya mencionada póliza de Seguro, la que fue aceptada, —la 
transferencia—, por la • General Sales Co., C. por A., en fe-
cha 1 de abril de 1970, es decir quince (15) días después de 
ocurrido el accidente ocasionado por la camioneta G. M. C., 
guiada por Alfonso Rosario, en el que perdió la vida la me-
nor Inocencia Valerio, hija legítima de la parté civil cons- 

tituída Julio Antonio Valerio, y por lo tanto, de acuerdo a 
a  Ley de la materia, la camioneta G. M. C., no estaba am-

parada de una póliza de Seguro como lo exige la Ley de 
la materia"; que en el expediente correspondiente al caso 

ocurrente, están depositados los documento§ siguilntes: 
lrc.) Contrato de Póliza Nd.?.105069154 del 14 ae:034o de 
1969, intervenido entre The Yorkshire Insurance Cohipany 
Limited y Alfonso Rosario Rodríguez, para asegu;a y  una 
camioneta Chevrolet, motor No. F-0202—TD, 1965, cuya 
fecha de.vencimiento es el 14 de mayo de 1970; en este do-
cumento hay un anexo adherido a la Póliza en el aue cons-
ta que lo ha sido para formar parte de la Póliza indicada, 
para cubrir por endoso el seguro de la camioneta GMC., mo-
tor F-1206--PF, modelo 1969, una tonelada, 6 cilindros, y 
expresa textualmente: "Anotad, en los libros de la compa-
ñía hoy día 1ro. de abril de 1970; 29) Certificado No. 397 
del Director General de Rentas Internas, del 12 ,  de marzo 
de 1971, en el que se Certifica que al día 12 de mayo de 
1969, la Placa No. 29343, para el año 1969, figura asignada 
a la camioneta Chevrolet, motor No. F-0202—TD, mode-
lo 1965, 6 cilindros, de Alfredo Rosario R., etc.; 3 9) Certifi-
cado No. 275 del 24 de febrero de 1970, en el que figura 
registrada con el No. 104721, la camioneta GMC, motor 
No. F-1206—PF, modelo 1969, 6 cilindros, propiedad de 
Alfonso Rosario Rodríguez; 4to) Marbete expedido por The 
Yorkshire Insurance Company Limited, a nombre de Al-
fonso Rosario, de un vehículo GMC., motor No. F-1206—
PF, póliza 105069154, fecha de vencimiento 14 de mayo de 
1970; 59) Matrícula expedida el 24 de junio de 1969, de una 
camioneta GMC. a favor de Alfonso Rosario Rodríguez; 
69) Carta del 14 de mayo de 1969, suscrita por el Adrnin:s-
traodr Delegado de The General Sales Company, en la que 
se acusa recibo de la suma de RD$80.21 por concepto del 
pago de la Póliza de que se trata; 7 9) Póliza de Servicio 
del Dueño, No. 821339, del 24 de junio de 1969, nombre del 



78 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 79 
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os,  

dueño: Alfonso Rosario Rodríguez, camioneta G.M.C." No 
de motor F-1206—PF, póliza expedida por Jaragua M 
tors, C. por A.; 

Considerando, que el examen y ponderación de los do-
cumentos citados en el Considerando anterior, sirvieron a 
la Corte a-qua para llegar a la convicción de que a la fecha 
del accidente (17 de mazo de 1970), la Póliza No. 105059154 
del 14 de mayo de 1969 y que vencía el 14 de mayo de 1970, 
y que aseguraba primitivamente una camioneta Chevrolet, 
no estaba endosado a la camioneta GMC. ya que ,  es a par-
tir del 1ro. de abril de 1970 que esto tuvo efecto, por lo que 
la indicada compañía no pudo ser responsable válidamente 
de las condenaciones civiles de que fue objeto el recurren* 
te; que, como se puede comprobar por el examen de los do-
cumentos que cbran en elt.xrfediente, Alfonso Rosario Ro-
dríguez ni Julio Antonio Valerio, han aportado al debate 
otro documentos que el marbete, el que sólo establece que 
el vencimiento de la Póliza es el 14 de mayo de 1970, pero 
no que al 17 de marzo de 1970, la camioneta GMC. estuviele 
ra protegida por el seguro obtenido de la compañía The 
Yorkshire Insurance Company Limited; que en el acta de 
la Policía, levantada en la fecha del accidente, se indica el 
número de la Póliza, pero en ella no se da informe alguno • 
de si ya se había operado el endoso a la camioneta del ac• 1101 

 cidente; que si es cierto que el endoso tiene una fecha obra 
de la compañía, no es menos cierto que ella es la respuesta 
a una solicitud hecha necesariamente por el asegurado, pues 
es a él que el endoso aprovecha y sólo podía obligar a la 
compañía a partir de la aceptación por su parte de esa so-
licitud, conforme es de principio en la formación de las obli-
gaciones contractuales; que por todo cuanto se ha expues- 
to, se pone de manifiesto que la sentencia contiene motivos 
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, por 

11 lo que los alegatos de los recurrentes Alfonso Rosario R? 

dríguez y Julio Antonio Valerio, carecen de fundamento y 
deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera

te a The Yorkshire Insuraiice"Company Limited, en los ro 
cursos de casación interpdestos por Alfonso Rosario Rodrí-
guez y Julio Antonio Valerio, contra la sentencia de la Cor-

te de Apelación de La Vega, dictada el 2 de agosto de 1973, 
en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Re-
chaza los indicados recursos; Tercero: Condena a Alfonso 
Rosario Rodríguez y Julio Antonio Valerio, al pago de las 
costas, distrayéndoles en: provecho del Dr. Mario A. de 
Moya D., abogado del interviniente, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor liarte. 

•P' 
Firmados: Néstor,Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 

Fuente.— Manuel A. •Amiame.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Avarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, SecÑtário General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los . 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

• 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

7 demayo de 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Banco Popular Dominicano, C. por A. 

Abogados: Dres, Efrain Reyes Duluc, Aida Gómez de Ripley y Te-

resa Pereyra de Pierré. 

--6-- 

O (. 

Recurridos: Fiduaciaria Barahona, S. A., e Industrias Lácteas Do-

minicanas, S. A. 	 • 

Abágados: Lic. Héctor Sánchez Morcelo y Dr. loabio A. Mota Sal-

-vador. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, o. 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y .Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
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santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 
de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública,. como Corta de 
Casación, la siguiente sentencia: • 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
popular Dominicano, C. por A., con su domicilio social en 
la calle Isabel la Católica No. 70, de esta capital, contra la 
sentencia dictada el 7 de mayo de 1974, en sus atribuciones 
civiles, por la Corte de Apelación de La Vega, cayo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oída la Dra. Teresa Pereyra de Pierre, cédula 23841 
serie 31, por sí y los Dres. F. E. Efraín Reyes' Duluc, 
cédula 22863 serie 23, y Ayda Gómez de. Ripley, cédula 
41307 serie lra., abogados ttel„Banco recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Fabio A . Plan. Salvador, cédula 28600, se-
rie lra., por sí como abogado de la: Fiduciaria Barahona, S. 
A., recurrida, y en representación del Lic. Héctor Sánchez 
Morcelo, abogado de Industrias Lácteas Dominicanas, S. A. 
(Indulac), también recurrida, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Mágistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial del Banco recurrente, depositado el 
26 de junio de 1974, suscrito por sus abogados, en el cual 
se proponen contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Vistos los memoriales de defensa de los recurridos ya 
mencionados, depositados el 25 de octubre de 1974, y la am- 
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de 1975; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber del 
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se citan más adelante, y los arttículos 1, 20 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada, del sie-
te de mayo de 1974, y en los documentos a que ella se refie-
re, consta lo siguiente: a) que, con motivo de una demanda 
en nulidad de embargo inmobiliario intentada por la Indus-
trias Lácteas Dominicanas, S. A., contra el Banco ahora re-
currente, demanda en la cual intervinieron la Fiduaria Ba-
rahona S. A. y el Dr. Pedro Pablo Federico Garrido de 
Pool, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del DisfrUto Judicial de La Vega, Clic- . 
tó el 3 de abril de 1974 una sentencia con el siguiente dis .- 
positivo: "Falla: Primero: Rechaza la solicitud de reaper-
tura de debates, solicitado en fecha 12 de febrero de 1974 
por Fiduciaria Barahona, S. A.. Segundo: Rechaza por im-
procedente y mal fundada la demanda en nulidad de 'em-
bargo inmobiliario interpuesta por Industrias Lácteas Do-
minicanas, S. A., (Indulac) en fecha 9 de noviembre de 
1973; Tercero: Declara improcedentes y mal fundadas las 
demandas en intervención interpuestas por Fiduciaria Ba-
rahona, S. A., y el Dr. Pedro Pablo Federico Garrido de 
Pool; Cuarto: Rechaza por improcedente y mal fundado el 
sobreseimiento del presente procedimiento de embargo in-
mobiliario; Quinto: Fija el día martes siete (7) del mes de 
mayo año mil, novecientos setenta y cuatro (1974) a las diez 
horas de la mañana, la audiencia para la adjudicación en 
pública subasta del mejor postór y último subastador del 
inmueble embargado, o sea una porción de 53.40 tareas 
equivalentes y sus mejoras en la Parcela No. 3 del Distrito 

Catastral No. 5 del Municipio de La Vega, mediante el cua-
derno y pliego de acondiciones depositado en techa 25 de 

octubre de 1973 y cuya lectura se efectuó en fecha 20 de 
noviembre de 1973; Sexto: Ordena la ejecución provisional 
v sin fianza de esta sentencia; Séptimo: Condena a los se-
íicres Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (Indulac), Fi-
duciaria Barahona, S. A.,.y Dr. Pedro Pablo Federico G a-
rrido De Pool, al pago d.q las costas del procedimiento, con 
distracción de las mismas en provecho de los Dres. R. R. 
Efraín Reyes Duluc, Aida Gómez de Ripley y Teresa Pe-
reyra de Pierre, pqr haberlas avanzado en su totalidad"; 
b) que, centra los recursos de apelación interpuestos con-
tra ese fallo, intervino el 7 de mayo de 1974 la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara, regulares y válidos, en la 
forma, les recursos de apelación interpuestos por la Fidu-
ciaria Barahona, S. A. e IndWas Lácteas 15¿rninicanas S. 
A. (Indulac), por haberse cumplido los preceptos legales; 
— SEGUNDO: Acoge las conclusiones de la Fiduciaria Ba-
rahona S. A., Industrias Lácteas Dominicanas S. A. (Indu-
lac y del interviniente Pedro Pablo Federico Garrido De 
Pool, por reposar en prueba legales, y rechaza, por impro-
cedentes y mal fundadas las conclusiones del Banco Popu-
lar Dominicano, C. por A. — TERCERO: Suspende la eje-
cución de la sentencia dictada el 3 de abril de 1974, por la 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, la cual su 
dispositivo se ha copiado en otro lugar de la presente deci-
sión, independientemente de lo que se estatuya anterior-
mente en cuanto al fondo del recurso de apelación inter-
puesto, hasta tanto se decida el mismo con la prohibición al 
Banco Popular Dominicano, C. por A., de prevalerse de la 
ejecución provisional ordenada, dado que se trtata de un 
incidente de fondo en materia de embargo inmobiliario ba-
sado tanto en contestaciones sobre la certidumbre y liqui- 
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dez del crédito base del embargo, como en la existencia • 

comprobada de una acción en falsedad principal contra el 
contrato hipotecario del 13 de abril de 1973, ascendente a 
RD$750.000.00 (Setecientos Cincuenta Mil Pesos Oro) es.. 
grimido como título ejecutorio en el embargo practicado, la 
que impide ejecución provisional y exige imperativamente 
en cambio el sobreimiento de la ejecución; CUARTO: Or 
dena la ejecución sobre minuta de la presente decisión, n 
obstante oposición a la misma, en razón de la urgencia de 
asunto; —QUINTO: Condena al Banco Popular Ddminica 
no, C. por A., al pago de las costas civiles procedentes".; 

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, 
el Banco recurrente propone los siguientes medios: Primer 
Medio: Desnaturalización de las conclusiones de las partes 
al fallar extra-petita. —Segundo Medio: Falta de motivos , 

violación del artículo 141 •elekCódigo de Procedimiento ci-
vil._ Tercer Medio: Violación de los artículos 459 y 460 d 
Código de Procedimiento Civil.— Cuarto Medio: Falta dé 
base legal con la consiguiente violación del artículo 141 de 
Código de Procedimiento Civil.— Quinto Medio: Violación, 
del artículo 2215 del Código Civil. Falta de motivos.—
Sexta Medio: Contradicción de motivos y consecuente vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando, que, en apoyo de los medios de su me-
morial, el Banco recurrente expone y alega, en síntesis, lo 
que sigue: 1) que, en el caso ocurrente, los recurridos no 
concluyeron en el sentido de que se fallara sobre la ár ,Pla-
ción que habían interpuesto, sino que simplemente solicita-
ron que se suspendiera la ejecución de la sentencia de pri-, 
mer grado; que, por tanto,la Corte a-qua, al admitir en la 
forma la totalidad de la apelación interpu¿sta, se excedió 
del límite de su apedramiento, desnaturalizando las conclu-
siones ya dichas; 2) que, para pedir la inadmisibilidad de  

la demanda de los ahora recurridos, producida en apela-
ción, el Banco ahora recurrente lo hizo en forma motivada 
en base al artículo 459 del Código de Procedimiento Civil 
que trata de ese tipo de demanda, y la Corte a-qua pasó por 
alto ese pedimento, al no dar ningún motivo 1ehinente y 
congruente acerca de ello; 3) que, conforme a los artículos 
459 y 460 del Código de Procedimiento Civil cuando los 
jueces de primer grado disponen la ejecución provisional 
de una sentencia y esa disposición está basamentada en la 
ley, los jueces de apelación no pueden prohibir la ejecución' 
provisional así dispuestas; que la facultad que esos textos 
confierpn a los jueces de apelación para ciertos casos, no se 
extiende a los casos en que la ejecución provisional está 
permitida y pueden otorgarla los jueces de primer grado; 
que en el' caso oe'utrente, lp ejecución provisional no sólo 
estaba permitida, Sino que era de rigor, porque setrataba 
de un procedimiento de ejtyw,ción basado en la circunstan-
cia de que se trataba de la prerrogativa de un Certificado 
de Título ejecutorio por sí mismo; que la Corte a-qua, fren-
te a la demanda que formularon ante ella los ahora recu-
rridos, no podía válidamente apartarse de las disposiciones 
especiales del artículo 459 ya citado, para buscar justifica-
ción de ese apartamiento en el fondo de la causa, como lo 
hizo; 4) que, fuera de las sentencias con autoridad de cosa 
juzgada, en el Derecho Nacional el Certificado de Título es 
el título ejecutorio por excelencia, cual que sea la situación 
en que haya llegado a producirse, como resulta del artícu-
lo 173 de la Ley sobre Registro de Tierras, conforme al 
cual su fuerza ejecutoria y su acatamiento por todos los 
Tribunales de la República, se extiende a todos los "dere-
chos, acciones y cargas que aparezcan en ellos"; que la 
suspensión acordada por la Corte •-qua constituye una vio-
lación de los textos enunciados, y un caso de estatuir, ade-
más, sin la debida base legal; 5) que la Corte a-qua justifi-
ca en parte su sentencia en lo dispuesto en el artículo 2215 
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piedad, sino expresamente a todas las cargas, derechos y 
acciones que sean anotados en dichos Certificados; que las 
mismas prerrogativas jurídicas amparan a los Duplicados 
de esos Certificados de Títulos, debidamente expedidos; 
que, como en el caso ahora ocurrente, la sentencia de pri-
mera instancia, al ordenar la ejecución provisional lo que 
hizo fue reconocer con ello el carácter ejecutorio del Cer- -
tincado de Título en la forma que fue app.  rtado por el inti-
mado en apelación, la Corte a-qua, al producirse apelación 
de los ahora recurridos, no podía válidamente suspender, 
como lo ha hecho, la ejecución provisional del embargo em-
prendido por el Banco ahora recurrente; que, al proceder 
así, la Corte a-qua ha violado los artículos 459 y 460 del 
Cód go de Procedimiento Civil; 

* 
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del Código Civil, inaplicable en el caso ocurrente, puesto 
que ese texto se refiere a los embargos hipotecarios traba-
dos en base a decisiones provisionalmente ejecutorias, caso 
de que no se trataba en el procedimiento de embargo que 
llevaba a cabo el recurrente, basado en un título ejecutorio 
por la fuerza de la ley, como se dijo en el medio anterior; 
6 y último), que la Corte a-qua incurre en una contradic-
ción jurídica al suspender la ejecución provisional de la 
sentencia de primer grado y, dentro del mismo caso, orde-
nar la ejecución provisional de la suya, es decir, la de la 
Corte a-qua; que por todo lo expuesto, la sentencia que se 
impugna debe ser casada; 

Considerando, que, en definitiva, y fundamentalmen-
te, lo que expone y alega el recurrente, es que, en el caso 
llevado a apelación por los ahora recurridos, éstos reitera-
ron ante la Corte a-qua su w‘itnentg, rechazado en prime-
ra instancia, de que se anulara el embargo inmobilario em-
prendido por el Banco recurrente; que la decisión sobre ese 
pedimento está pendiente de fallo por la 'Corte a-qua; que, 
al conocerse del caso en apelación, los recurridos pidieron, 
por demanda especial y separada de lo principal ya expues-
to, que dicha Corte dictara una sentencia previa suspen-
diendo la ejecución provisional acordada por la Cámara de 
Primera Instancia; que, por tanto, el recurso actual se re-
fiere a lo decidido por la Corte a-qua acordando la suspen-
sión de la ejecución provisional pedida en apelación por los 
ahora recurridos, de modo especial y separado; 

Considerando, que, conforme a la Ley de Registro de 
Tierras, los Certificados de Títulos que dicho Tribunal ra-
dica en su registro, constituyen títulos ejecutorios y de In 
fuerza erga alunes, y por disposición expresa, deben ser re- 
conocidos por todos los Tribunales; que esa ejecutoriedad y 
esa fuerza jurídica se refieren, no sólo al derecho de pro- 

Considerando, que, si en el caso ocurrente, los recurri-
dos entendían que el CertNiQado de Título y los Contratos 
de los cuales resultó ese Certificado de Título, sobre cuya 
base se dispuso en primera instancia la ejecución provisio-
nal carecían de validez, esa circunstancia no podía cendal-
cira la suspensión de la ejecución provisional, pues por el 
mismo carácter provisional de esa ejecución, los efectos de 
ella podían ser suprimidos ulteriormente a diligenc a de los 
ahora recurridos, si, también ulteriormente, lograban ha-
cer reconocer en justicia la invalidez de ese Certificado de 
Título y la nulidad de esos contratos; 

Considerando, que, por todo lo expuesto, la sentencia 
impugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar los 
demás alegatos del recurso que se refieren también a cues-
tiones de derecho, como los ya ponderados; que esa casación 
debe ser dispuesta por vía de supresión y sin envío, en vista 
de que dicha sentencia no involucra ninguna cuestión de 
hecho que requiera la apreciación de jueces de fondo; 
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Cód go de Procedimiento Civil; 

Considerando, que, si en el caso ocurrente, los recurri-
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Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresi"n 
y sin envío, la sentencia dictada el 7 de mayo de 1974 en 
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de La 
Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurridos, In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A. (Indulac), Fiduciaria 
Barahona, S. A. y Pedro Pablo Federico Garrido de Pool, 
al pago de las costas de casación, y las distrae en provecho 
de los abogados del Banco recurrente, Dres. F. E. Efraín 
Reyes Duluc, Aida Gómez de Ripley y Teresa Pereyra de 
Pierre, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipg Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DÉL 1976 

sentencia impugnada: Cbrte de Apelación de Santo Domingo, de . 
fecha 24 de enero de 1973. 

Materia: Correccional... 

urrentes: Marcelino Persinal y/o Emilio Almicar Abréu y 
Bienvenido Germoséri.. 

Dios, Patri:4 ar Libertad. 
República Dominicana. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regualrmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 
28 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mar-
celino Persinal y/o Emilio Almicar Abréu, dominicano, ma-
yo): de edad, domiciliado y residente en la casa No. 110 de 
la calle Ovando, de esta ciudad; y Bienvenido Germosén, 
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Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresiSn 
y sin envío, la sentencia dictada el 7 de mayo de 1974 en 
sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de La 
Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurridos, In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A. (Indulac), Fiduciaria 
Barahona, S. A. y Pedro Pablo Federico Garrido de Pool, 
al pago de las costas de casación, y las distrae en provecho 
de los abogados del Banco recurrente, Dres. F. E. Efraín 
Reyes Duluc, Aida Gómez de Ripley y Teresa Pereyra de 
Pierre, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Fetirg Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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,-;ENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1976 

, 111W - 
- t  tencia impugnada: COrte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 24 de enero de 1973. 

Ylal,cria: Correccional... 

Recurrentes: Marcelino Persinal y/o Emilio Almicar Abréu y 
Bienvenido Germosén. 

Dios, Patri:4 ,y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regualrmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa ni, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
28 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mar-
celino Persinal y/o Emilio Almicar Abréu, dominicano, ma-
yor de edad, domiciliado y residente en la casa No. 110 de 
la calle Ovando, de esta ciudad; y Bienvenido Germosén, 
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dominicano, mayor de edad, cédula No. 118576 serie 1, r - 
sidente en la calle Baltazara de los Reyes No. 29, de esta 
ciudad, contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo de fe-
cha 24 de enero del 1973, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite, por regular en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 10 del mes de di-
ciembre del 1971„ por el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, 
a nombre y representación de Emilio Almicar Abréu, y/o 
Marcelino Persinal y Bienvenido Germosén, personas civil-
mente responsables y de Seguros Pepín, S. A., entidad ase-
guradora legalmente puesta en causa, contra sentencia clic- i, 
tada en sus atribuciones correccionales y en fecha 6 del mes 
de diciembre del 1971, por la Segunda Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancj . a del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo dice así: 'Fallar. Primero: Rechaza el pedi-
mento de "Reapertura de debates', solicitado por el Dr.. 
Diógenes Amaro García, a nombre y representación de los 
señores Eliezer Morales Cordero y Emilio Almicar Abréu, 
por improcedente; Segundo: Se pronuncia el defecto en 
contra de la Compañía de Seguros 'Seguros Pepín', S. A., 
por no haber comparecido a la audiencia para la cual fue 
debidámente citado; Tercero: Se Declara al procesado Elie-
zer Morales Cordero, de generales conocidas culpable de 
violar la ley No. 241, sobre tránsito de vehículos de motor. 
Art. 49, letra c) y en consecuencia se le condena al pago de 
una multa de RD$25.00 y al pago de las costas aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: De-
clara regular y válida en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil formulada en audiencia por el señor Pedro 
Antonio de la Cruz, a través de su abogado Dr. Jacobo Gui-
lliani Matos, en contra de Eliezer Morales Cordero, por su 
hecho personal y en contra de Emilio Amilcar Abréu, y/ 0 

 Marcelino Persinal y/o, Bienvendo Germosén, como perso-
na civilmente responsable en oponibilidad a la sentencia a 
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intervenir en contra de la Cía. aseguradora Seguros Pepín, 
S. A., por haber sido formulada de acuerdo a la Ley que ri-
ge la materia; Quinto: En cuanto al fondo, de dicha consti-
tución condena a Emilio Amilcar Abréu, y/o Marcelino Per-
sinal y/o, Bienvenido Germosén, así como Eliezer Morales 
Cordero, al pago solidario de una indemnización de RD$3, 
000.00 (Tres Mil Pesos Oro), en favor de Pedro Antonio de 
la Cruz, como justa reparación de los daños morales y mate-
riales sufridos en su persona a consecuencia del accidente; 
Sexto: Condena a la indicada persona civilmente responsa-
ble al pago de las costas civiles con distracción de las mis 
mas en provecho del Dr. Jacobo Guilliani Matos, quien afir-
ma estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Ordena que 
esta sentencia le sea común y oponible a la Cía. Asegurado-
ra Seguros Pepín, S. A., efiiitUlad aseguradora del vehículo 
que originó los daños de conformidad con el Art. 10 Mod. de 
la Ley No. 4117. - SEGUNDO: Da acta al prevenido Eliezer 
Morales Cordero de su desistimiento a su recurso de ape-
lación interpuesto contra la sentencia apelada en el senti-
do de reducir a Dos Mil Doscientos Cincuenta Pesos Oro 
(RD$2,250.00).— TERCERO: Modifica la indemnización 
acordada por el Juez a-quo, por estimar la Corte, dicha in-
demnización justa y equitativa y que guarda relación con 
el daño;— CUARTO: Confirma en sus demás puntos y en 
la extensión en que está apoderada esta Corte, la sentencia 
apelada;— QUINTO: Condena a los apelantes al pago de 
las costas causadas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de ca.;ación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. 
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dominicano, mayor de edad, cédula No. 118576 serie 1, re-
sidente en la calle Baltazara de los Reyes No. 29, de esta 
ciudad, contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo de fe-
cha 24 de enero del 1973, cuyo dispositivo dice así: "FA.' 
LLA: PRIMERO: Admite, por regular en la forma, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 10 del mes de di-
ciembre del 1971„ por el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, 
a nombre y representación de Emilio Almicar Abréu, y/o 
Marcelino Persinal y Bienvenido Germosén, personas civil-
mente responsables y de Seguros Pepín, S. A., ent!dad ase-
guradora legalmente puesta en causa, contra sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales y en fecha 6 del mes 
de diciembre del 1971, por la Segunda Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancja del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo dice así: Tafia!: Primero: Rechaza el pedi-
mento de "Reapertura de debates', solicitado por el Dr. 
Diógenes Amaro García, a nombre y representación de los 
señores Eliezer Morales Cordero y Emilio Almicar Abréu, 
por improcedente; Segundo: Se pronuncia el defecto en 
contra de la Compañía de Seguros 'Seguros Pepín', S. A., 
por no haber comparecido a la audiencia para la cual fue 
debidamente citado; Tercero: Se Declara al procesado Elie-
zer Morales Cordero, de generales conocidas culpable de 
violar la ley No. 241, sobre tránsito de vehículos de motor, 
Art. 49, letra c) y en consecuencia se le condena al pago de 
una multa de RD$25.00 y al pago de las costas aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: De-
clara regular y válida en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil formulada en audiencia por el señor Pedro 
Antonio de la Cruz, a través de su abogado Dr. Jacobo Gui-
lliani Matos, en contra de Eliezer Morales Cordero, por su 
hecho personal y en contra de Emilio Amilcar Abréu, y/a 
Marcelino Persinali y/o, Bienvendo Germosén, como perso-
na civilmente responsable en oponibilidad a la sentencia a 

intervenir en contra de la Cía. aseguradora Seguros Pepín, 
s. A., por haber sido formulada de acuerdo a la Ley que ri-
ge la materia; Quinto: En cuanto al fondo, de dicha consti-
tución condena a Emilio Amilcar Abréu, y/o Marcelino Per-
sinal y/o, Bienvenido Germosén, así como Eliezer Morales 
Cordero, al pago solidario de una indemnización de RD$3, 
000.00 (Tres Mil Pesos Oro), en favor de Pedro Antonio de 
la Cruz, como justa reparación de los daños morales y mate-
riales sufridos en su persona a consecuencia del accidente; 
Sexto: Vendena a la indicada persona civilmente responsa-
ble al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Jacobo Guilliani Matos, quien afir-
ma estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Ordena que 
esta sentencia le sea común y oponible a la Cía. Asegurado-
ra Seguros Pepín, S. A., eiltliad aseguradora del vehículo 
que originó los dañes de conformidad con el Art. 10 Mod. de 
la Ley No. 4117. - SEGUNDO: Da acta al prevenido Eliezer 
Morales Cordero de su desistimiento a su recurso de ape-
lación interpuesto contra la sentencia apelada en el senti-
do de reducir a Dos Mil Doscientos Cincuenta Pesos Oro 
(RD$2,250.00).— TERCERO: Modifica la indemnización 
acordada por el Juez a-quo, por estimar la Corte, dicha in-
demnización justa y equitativa y que guarda relación con 
el daño;— CUARTO: Confirma en sus demás puntos y en 
la extensión en que está apoderada esta Corte, la sentencia 
apelada;— QUINTO: Condena a los apelantes al pago de 
las costas causadas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de cazación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. 
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Diógenes Amaro García, a nombre y representación de 
Marcelino Persinal y/o Emilio Almicar Abréu y Bienveni-
do Germosén, en fecha 24 de enero del 1973, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibk - 
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proc, , -• 
dimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurscosea in-
terpuerto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los hechos en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración corregpr undiente;  

presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas. 

Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
13ergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los. 
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados y fue 

irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

* • 
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• 
Considerando, que en la especie, ni en el momento de 

declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un 
memorial estos recurrentes, personas puestas en causa co-
mo civilmente responsable, han expuesto los fundamentos 
del mismo; que, en esas condiciones, dichos recursos resul-
ta nulos al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte con interés contrario no se ha 
presentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Marcelino Persinal y/o Emilio 
Almicar Abréu y Bienvenido Germosén, contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo de fecha 24 de enero del 
1973, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 



Diógenes Amaro García, a nombre y representación de 
Marcelino Persinal y/o Emilio Almicar Abréu y Bienveni-
do Germosén, en fecha 24 de enero del 1973, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuerto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los hechos en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspr endiente;  

presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al 

pago de las costas. 

(Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loc 
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados y fue 

Ir-macla, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
ertifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un 
memorial estos recurrentes, personas puestas en causa co-
mo civilmente responsable, han expuesto los fundamentos 
del mismo; que, en esas condiciones, dichos recursos resul-
ta nulos al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos- 
tas civiles porque la parte con interés contrario no se ha 'e 
presentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Marcelino Persinal y/o Emilio 
Almicar Abréu y Bienvenido Germosén, contra la senten— 44, 
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo de fecha 24 de enero del 
1973, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del D. J. de Samli 

go, de fecha 20 de septiembre de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Tarquino de Jesús García 
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PRIMERO: Debe pronunciar y pronuncia el defecto en con-
tra del recurrente Tarquino De Jesús García, por no haber 
comparecido a la audiencia para la cual fue legalmente ci-
tado: SEGUNDO: Debe declarar nulo y sin efecto, el refe-
rido recurso intentado en contra de la sentencia No. 574 
de fecha 24 de Mayo de 1974, dictada por el Juzgado de 
Paz de la Segunda Circunscripción y cuyo dispositivo co-
piado textualmente dice así: Primero: Que debe declarar 
como al eifecto declara al nombrado Tarquino de Js. Gar-
cía, de generales anotadas, culpable de violar la. ley 2402, 
en consecuencia se le condena al pago de una pensión de 
RD$15.00 mensuales y dos años de prisión correccional a 
partir de la fecha de la querella; Segundo: Que debe orde-
nar y ordena la ejecución provincial de la presente senten-
cia: Tercero: Que debe condenar como al efecto condena a 
dicho prevenido al pago ,déles costas del procedimiento'; 
TERCERO: Condena al recurrente al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara ;a-qua, a requerimiento de Tarquino 
de Js. García, en la cual no se invoca ningún medio de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

e 

En Nombre de la Repúljiiha, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Primer 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 del mes de Enero de 1976, años 132' de la Indepen-
dencia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tarquino 
de Jesús García, dominicano, mayor de edad, casado, resi-
dente en la casa No. 41, de la calle "3" del Ensanche Enri-
quillo, cédula No. 8797, serie 45; contra la sentencia dicta-
da por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, de fecha 20 de Se-
tiembre de 1974, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1975 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del D. J. de Sami¿,- 

go, de fecha 20 de septiembre de 1974. 

Materia: Correcoional. 

Recurrente: Tarquino de Jesús García 

Dios, Patria y Libertad. 
• República Dominicana. 

En Nombre de la Repúgila, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Primer 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Joa-
quín 

 
 M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y 

Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 28 del mes de Enero de 1976, años 132' de la Indepen-
dencia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tarquino 
de Jesús García, dominicano, mayor de edad, casado, resi- 11, 
dente en la casa No. 41, de la calle "3" del Ensanche Enri-
guillo, cédula No. 8797, serie 45; contra la sentencia dicta-
da por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación, de fecha 20 de Se-
tiembre de 1974, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 40, 
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PRIMERO: Debe pronunciar y pronuncia el defecto en con-
tra del recurrente Tarquino De Jesús García, por no haber 

comparecido a la audiencia para la cual fue legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Debe declarar nulo y sin efecto, el refe-
rido recurso intentado en contra de la sentencia No. 574 
de fecha 24 de Mayo de 1974, dictada por el Juzgado de 
Paz de la Segunda Circunscripción y cuyo dispositivo co-
piado textualmente dice así: Primero: Que debe declarar 
como al efecto declara al nombrado Tarquino de Js. Gar-
cía, de generales anotadas, culpable de violar la, ley 2402, 
en consecuencia se le condena al pago de una pensión de 
RD$15.00 mensuales y dos años de prisión correccional a 
partir de la fecha de la querella; Segundo: Que debe orde-
nar y ordena la ejecución provincial de la presente senten-
cia: Tercero: Que debe condenar como al efecto condena a 
dicho prevenido al pago déles costas del procedimiento'; 
TERCERO: Condena al recurrente al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de Tarquino 
de Js. García, en la cual no se invoca ningún medio de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
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no podrán recurrir en casación, si no estuvieran presos, o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando, que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que 
haya hecho el compromiso necesario para obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena, en la forma establecida 
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tan-
to, el presente recurso de casación no puede ser adinitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Tarquino de Jesús Gar-
cía, contra la sentencia dictada vor la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera idstancia del Distrito Judicial 
de Santiago, en sus atribuciones correccionales y en grado 
de apelación, de fecha 20 de Setiembre de 1974, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo: 
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-

ra Instancia del Distrito llacional de fecha 15 de diciem-

bre del 1974. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Constructora Borrel y Asociados, S. A. 

Abogado: Lic. Luis Vilchez González. 

•••••••••■• 

Recurridos: Eduardo Alexis y compartes. 
• 
I* 

Abogados: Dres. Porfirio Balcácer y Donaldo R. Luna. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
A. Amiama, Segundo Sustituto en Funciones de Presiden-
te; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittalu-
ga y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de enero del 1975, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales, invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 

20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 'Casación; 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por La Cons-
tructora Borrel y Asociados, S. A., domiciliada en esta ciu-
dad, contra la sentencia del 15 de diciembre de 1974, dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones de Tribu_ 
nal de Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Doctor Luis Vilchez González cédula No. 
17404, serie era. abogado de la recurrente en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de custa'ción depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 29 de enero de 
1975; suscrito por el abogado de la recurrente, en el que se 
proponen los medios que se indicarán más adelante; 

Visto el escrito de: "Defensa y Réplica" del 5 de junio 
de 1975, suscrito por el abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de defensa del 22 de febrero de 
1975, suscrito por el Doctor Donaldo R. Luna Arias, cédula 
64956, serie 31, abogado de los recurridos, que son: Eduar- 1 
do Aléxis, cédula No. 86017 serie 1; Ciriaco Cedeño, cédula . 1 
No. 10181 serie 28; Blas Martínez, cédula 68756 serie ira; 
Fabián de Jesús Veras, cédula No. 21042 serie 48; Salvador 
Javier, cédula No. 12370, serie 24; Gregorio López Peralta, 
cédula No. 20452 serie 37; José Isabel Suero, cédula No 
7921 serie 39; Pedro Castillo, cédula No. 164308 serie 1; y 
Emilio Gómez, cédula No. 6576 serie 59; dominicanos, ma- 
yores de edad, obreros, domiciliados en esta ciudad; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una reclamación laboral hecha por los recurridos, que 
no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó el 27 de junio de 1974, una senten-
cia, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Primero: Se 
rechaza per improcedente y mal fundada la demanda labo-
ral intentada por los señores Eduardo Alexis, Ciriaco Ce-
deño. Blas Martínez, Fabián de Jesús Veras, Salvador Ja-
vier, Gregorio López Peralta, José Isabel Suero, Pedro Cas-
tillo y Emilio Gómez, contra la empresa Borrel & Asociados, 
S. A.; Segundo: Se condena álles demandantes al. pago de las 
costas, y se ordena la distracción de las mismas en favor del 
Lic. Luis vilchez González, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; b) que sobre las apelaciones interpuestas, 
la Cámara a-qua dictó el fallo ahora impugnado, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso 
de apelación interpuesto por Eduardo Alexis, Ciriaco Cede-
ño, Blas Martínez, Fabián de Jesús Veras, Salvador Javier, 
Gregorio López Peralta, José Isabel Suero, Pedro Castillo 
y Emilio Gómez, contra sentencia del Juzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 27 de junio de 1974, 
dictada en favor de Borrrel & Asociados, S. A., cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-
tencia y como consecuencia revoca en todas sus partes, di-
chasentencia impugnada; —SEGUNDO: Declara injustifi-
cado el despido y resuelto el contrato por la voluntad del 
patrono y con responsabilidad para el mismo;— TERCE-
RO: Condena a la empresa Borrel & Asociados, S. A., a pa- 
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garle a los reclamantes los valores siguientes: a Eduardo 
Alexis, 34 días de salario por concepto de preaviso, 30 día s 

 de salario por concepto de auxilio de cesantía, la regalía 
pascual y bonificación proporcional de 1973, todo a base de 
RD$6.50 diario; a Ciriaco .Cedeño, 24 días de salario por 
concepto de preaviso, 30 días por concepto de auxi-
lio de cesantía, más la regalía pascual y bonifica.. 
ción proporcional de 1973, todo a base de RD$7.0í) 
diarios; a Blas Martínez, 24 días de salario por concepto de 
pre aviso, 50 días de auxilio de cesantía, la regalía pascual 
y 'bonificación proporcional de 1973, todo calculado a base 
de un salario de RD$ 7.50 diario; a Fabián de Jeús Veras. 
24 días de salario por concepto de preaviso, 30 días de au-
xilio de cesantía, la regalía pascual y bonificación de 1973, 
todo a base de RD$3.50 diario; a Salvador Javier, 24 días 
de salario por concepto de preaviso, 15 días de auxilio de 
cesantía, la regalía pascual; y: bonificación proporcional de 
1973, todo a base de RD$4.50 diarios; a Gregorio López Pe-
ralta, 24 días de salario por concepto de preaviso, 15 días 
de auxilio de cesantía, la regalía pascual y bonificación pro-
porcional de 1973, todo a base de RD$4.50 diario; a José 
Isabel Suero, 24 días de salario , por concepto de preaviso, 30 
días de auxilio de cesantía, la regalía pascual y bonifica-
ción proporcional de 1973, todo a base de RD$4.50 diario; a 
Pedro Castillo, 24 días de salario por concepto de preaviso, 
15 días de auxilio de cesantía, la regalía pascual y bonifica-. 
ción de 1973, todo a base de RD$3.00 diario y a Emilio Gi5- - 

 mez, 24 días de salario por concepto de preaviso, 15 días de 
auxilio de cesantía, la regalía y bonificación de 1973, todo 
calculado a base de RD$3.50 diario; —CUARTO: Condena 
al patrono Borrel & Asociados, S. A., a pagarle a cáda uno 
de los reclamantes, señores Eduardo Alexis, Ciriaco Cede-
ño, Blas Martínez, Fabián de Jesús Veras, Salvador Javier, 
Gregorio López Peralta, José Isabel Suero, Pedro Castillo y 
Emilio Gómez, una suma igual a los salarios que habrían 

recibido desde el día de la demanda y hasta la sentencia 
definitiva, sin que los mismos excedan de tres meses, cal-
culado a base de los respectivos salarios consignados en el 
ordinal anterior; QUINTO: Condena a la parte que sucum 
be Borrel & Asociados, S. A., al pago de las costas de am-
bas instancias, de conformidad con los artículos 5 y 16 de 
la Ley No. 302 del 10 de junio de 1964 y 691 del Código de 
Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. 
Donaldo Luna Arias, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando, que la recurrente en su memorial de ca-
sación, propone los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos y documentos de la causa, vio-
lación de los artículos 12, 65, 131 y 132 del Código de Tra-
bajo. Segundo Medio: Falta de base legal. Falta de motivos. 
Violación del art. 141 del!..11digo de Procedimiento Civil y 
1315 del Código Civil.— Tercer Medio: Violación a la Ley 
No. 5235, del 25 de octubre de 1959, sobre Regalía Pascual, 
que sustituye las leyes Nos. 4652 y 5049.— Cuarto Medio: 
Violación del artículo 1ro. de la Ley 288 de 1972; 

Considerando, que la recurrente, expone y alega, en 
síntesis, en el primer y segundo medio que se reunen para 
su examen, que: a) que son hechos 'constantes, que la 'Cons-
tructora Borrel y Asociados, S. A., es una empresa dedica-
da a la construcción; b) que la recurrente contrató con el 
ajustero Francisco Reynoso, para que éste realizara por 
medio de sus obreros, una serie de trabajos en el edificio, a 
la sazón en construcción, ubicado en la calle Leopoldo Na-
varro, frente al Palacio de La Policía Nacional; d) que 
Francisco Reynoso, mediante comunicación del 3 de di-
ciembre de 1973 solicitó de las autoridades de Trabajo co-
rrespondientes la reducción del personal por haber concluí-
do los trabajos para los cuales éstos fueron contratados; e) 
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il 
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que los Inspectores de Trabajo competentes comprobaron 
oportunamente, la veracidad de la terminación de los tra-
bajos a cargo del ajustero mencionado, debido a que la 
Empresa Constructora había concluido los trabajos encar-
gado al susodicho ajustero; f) que a ese respecto, el Depar-
tamento de Trabajo (Director General de Trabajo, Nemen 
Hasín Medina), el 24 de enero de 1974, dictó una Resolu-
ción marcada con el No. 1, que declara la terminación de 
los contratos de trabajo, sin responsabilidad para las par-
tes, convenido entre Francisco Reynoso y los actuales tra-
bajadores ahora recurridos en casación; g) que estos recu-
rridos depositaron una certificación expedida por Vicente 
Guarionex Martínez Méndez, inspector de Trabajo, del 25 
de julio de 1974, en la que afirma que los trabajos del edi-
ficio de que se trata no habían terminado en el décimo 
cuarto piso, para esa fecha; que, use simple informe no tie-
ne carácter de Resolución y carece de valor frente a Reso-
lución de la Secretaría de Trabajo, y a la Certificación de 
la Secretaría de Estado de Obras Públicas y Comunicacio-
nes, que obra en el expediente del 8 de marzo de 1974, que 
se reconoce que "conforme a documentos que reposan en 
la Dirección General de Edificaciones, ha sido vaciado el 
techo (última losa) y todos los demás miembros estructu-
rales del edificio" etc.; que el Tribunal a-quo al fallar en 
contra de la empresa recurrente en base a un simple informe 
rendido por un inspector de Trabajo que se limita a afirmar 
que al 20 de junio de 1974, los trabajos en el cuarto piso no 
habían terminado, no obstante los documentos citados y en 
especial la Resolución No. 1 del 24 de enero de 1974 del 
Director General de Trabajo, que declara de lugar la ter-
minación de los trabajos que venían realizando los actuales 
recurridos, sin responsabilidad para las partes, a partir del 
3 de diciembre de 1973, en vista de que los trtabajos para 
los cuales habían sido contratados habían terminado, en 
virtud de los artículos 12, 51, 131 y 132 del Código de n'u- 

baj o ; que dicho Tribunal por cuanto se ha dicho, ha violado 

los artículos citados, por lo que, la sentencia impugnada de-

be ser casada; 

Considerando, que ciertamente, la Cámara a-qua, para 
declarar injustificado el despido de los trabajadores, ahora 
recurridos se fundó esencialmente, en el informe rendido 

por Vicente Guarionex Martínez Méndez, inspector de Tra-
bajo, al Encargado del Distrito de Trabajo, en el que el re-
ferido Inspector afirma que al día 20 de junio de 1974, los 
trabajos dp construcción del décimo cuarto piso del edif i-
cio de que se trata, no habían terminado; que el juzgada 
a-quo, para descartar la Resolución 1-74, del Disrector Ge-
neral de Trabajo"; que declaró de lugar la terminación de 
los contratos de trabajo, al 3 de diciembre de 1974, se li-
mitó a dar mayor crédito al 4i4orme del Inspector Martí-
nez Méndez; sin hacer un análisis de los motivos en que se 
fundó la aludida Resolución para declarar terminado los 
contratos de trabajo de los actuales recurridos, y no pon-
deró la Certificación de la Secretaría de Estado de Obras 
Públicas, del 8 de marzo de 1974, en la que consta que con-
forme a documentos que reposan en la Dirección General 
de Edificaciones, "ha sido vaciado el techo (última losa, 
y todos los demás miembros estructurales del edificio"; 
que si el Juez a-auo hubiera analizado y ponderado debida-
mente esos documentos, y en especial, la Resolución en sus 
motivos, la solución habría eventualmente conducido a 
una solución distinta; 

Considerando, que en el tercer medio de su memorial, 
la empresa recurrente, alega en síntesis, que la sentencia 
impugnada ha violado la Ley 5235 ,del 25 de octubre de 
1959, sobre regalía Pascual, que sustituye las leyes Nos. 
4652 y 5049, al expresar en su 7mo. Considerando que: "la 
empresa sea condenada al pago de la regalía Pascual obli- 
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gatoria", sin fijarse que en el expediente están los reci bos  
de pago de las regalías, firmados por los trabajadores te.. 
curridos; 

Considerando, que ciertamente, la Cámara a-qua para 
justificar la condenación al pago de las regalías pascuales 
y vacaciones del año de 1973, da el siguiente motivo: "que 
en cuanto a vacaciones, la empresa ha depositado 7 recibos 
de pago de vacaciones hechas a los reclamantes en fecha 20 
de diciembre de 1973, pero en dichos recibos quien figura 
pagando esas vacaciones es un señor de nombre Francisco 
Reynoso"; sin tener en cuenta que el ajustero: Francisco 
Reynoso, que es el que los contrató, era el que debía pagar 
la regalía; que, de todos modos, es indiferente que la rega-
lía pascual, para el 20 de diciembre de 1973, fueran paga-
das a los trabajadores ahora recurridos, por Francisco Rey-
noso, lo que ha sido admitid¿' por el Juez a-quo, o por la re-
currente, puesto que los obreros recurridos no pueden pe-
dir, legítimamente, que se les repita el pago de esos dere-
chos, por las mismas funciones; por lo que, procede acoger 
el medio que se examina; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio del recurso, 
que la recurrente alega en síntesis, que el fallo impugnado 
'ha violado el artículo 1ro. de la Ley 288 del 1972, a conde-
nar a la empresa recurrente al pago de las bonificaciones o 
utilidades que haya tenido el patrono; que, en la especie, el 
pago de esas bonificaciones, sólo beneficia a los trabajado-
res permanentes, por lo que, los reclamantes, que fueron 
contratados para un servicio determinado, es decir transi-
torio, no están protegidos por el artículo 1ro. de la referi-
da Ley; que, en consecuencia, la sentencia impugnada de-
be ser casada; 

Considerando, que el artículo 1ro. de la Ley 288, del 23 
de marzo de 1972, expresa lo siguiente: "Será obligatori') 

para toda empresa agrícola, industrial, comercial o minera, 
' otorgar una participación equivalente a un 10% de sus uti-
lidades o de sus beneficios netos anuales, antes de determi-
nar la renta, neta imponible, a todos sus empleados y tra-
bajadores permanentes, la cual no podrá exceder del equi-
valente al salario de un mes de jornada ordinaria de traba-
so".; que en la especie, es evidente que los recurridos eran 
obreros o trabajadores para una obra determinada, los cua-
les no tienen el carácter de permanentes, por lo que el me-
dio que se examina debe ser acogido y casada la sentencia 
en este aspecto como en los anteriores; 

Considerando, que las costas podrán ser ccmpensadas, 
cuando una sentencia fuera casada par falta de base legal; 

Por tales motivos, Prime,rip Casa la sentencia dictada 
el 15 de diciembre de 1974, por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presen-
te fallo, y envía el asunto al Tribunal de Primera Instancia 
de San Pedro de Macorís, en el mismo grado y en las mis-
mas atribuciones; y Segundo: Compensa las costas entre las 
partes. 

(Firmados): Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rpjas Almánzar Máximo Lo-
vatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal de Santiago de re, 
cha 23 de setiembre de 1974. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Rafael Omar Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Primer 
Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittauga y Fe-
lipe Osvaldo Perd 'omo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
30 del mes de Enero de 1976, años 132' de la Independencia 
y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de 'Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Omar Santos, dominicano, mayor de edad, casado, domici-
liado y residente en El Ejido, calle "8" No. 87, de la ciu-
dad de Santiago de los Caballeros, cédula No. 4963, serie 
31; contra la sentencia dictada por la Segunda Cámara Pe- 
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nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, en atribuciones correccionales y en grado de 
apelación, de fecha 23 de Setiembre de 1974, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Debe declarar y 
declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
Apelación interpuesto por la querellante señora Melba 
Martínez Ulloa, en contra de la sentencia número 876 de fe-
cha 14 días del mes de Agosto del 1974, dictada por el Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción de este Distri-
to Judicial de Santiago, cuya parte dispositiva dice así tex-
tualmepte: 'Primero: Que debe declarar y declara al nom-
brado Rafael O. Santos, culpable de haber violado las dis-
posiciones de la Ley 2402 en perjuicio de los menores Oda-
lis Rafael Santos, Jackelyn Santos y Rafael A. Santos, pro-
creado con la querellante, Melba Martínez Ulloa, y en con-
secuencia lo condena a surf nly (2) años de prisión correccio-
nal; Segundo: Que debe fijar la suma de RD$10.00 pesos 
mensuales pagaderos a partir del día de la querella, la 
pensión que deberá pagar a la madre querellante para aten-
der las necesidades de dichos menores; Tercero: Que debe 
Ordenar y Ordena la ejecución provisional de la presente 
sentencia; Cuarto: Que debe condenar y condena al nom-
brado Rafael O. Santos, al pago de las costas del procedi-
miento; por haber sido interpuesto en tiempo hábil y de 
acuerdo con las normas, y exigencias procedimentales'; 
SEGUNDO: Que en cuanto al fondo procede modificar el 
ordinal Segundo de la sentencia impugnada y fijar en 
RDS30.00 (Treinta Pesos) 'la pensión alimenticia que debe 
pagar el acusado señor Rafael Omar Santos, a la señora 
querellante para cubrir las necesidades alimenticias de los 
menores Adalis Rafael Santos, Jackelyn Santos, y Rafael A. 
Santos, hijos del prevenido y la recurrente señora Melba 
Martínez Ulloa; TERCERO: Debe confirmar y confirma en 
sus demás ordinales la sentencia impugnada; CUARTO: 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de Rafael 
Omar Santos, en la cual no se invoca ningún medio de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, y 36 y 65 de la Ley-,71)bre Procedimiento dé Ca-
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación: dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o 
en libertad provisional bajo fianza"; 

'Considerando, que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que 
haya hecho el compromiso necesario para obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena, en la forma establecida 
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tan-
to, el presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rafael Omar Santos, con- 
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Debe condenar y condena al prevenido al pago de las cos-
tas del presente recurso de alzada"; 

tra la sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, en sus atribuciones correccionales y en grado de ape-
lación, de fecha 23 de Setiembre de 1974, cuyo dispositivo 

ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Funete.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
11ó.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatán 
Pittaluga'.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran (ag ju encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rafael Omar Santos, con- 
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Debe condenar y condena al prevenido al pago de las cos-
tas del presente recurso de alzada"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de Rafael 
Omar Santos, en la cual no se invoca ningún medio de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, y 36 y 65 de la Ley :obre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación: dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o 
en libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando, que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que 
haya hecho el compromiso necesario para 'obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena, en la forma establecida 
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tan-
to, el presente recurso die casación no puede ser admitido;  

tra la sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, en sus atribuciones correccionales y en grado de ape-
lación, de fecha 23 de Setiembre de 1974, cuyo dispositivo 

ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Funete.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatán 
Pittaluga..— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran éle ju encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

1 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Valverde 

de fecha 28 de enero de 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ramón Elpidio Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

e «. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Primer 
Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés .Chupani, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del 
mes de Enero de 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Elpidio Ortega, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en el Paraje Los Higos, Sec-
ción Jicomé, Municipio de Esperanza, cédula No. 7168, serie 
33; contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 

Instancia de Valverde, en atribuciones correccionales y er 
grado de apelación, de fecha 2 de enero de 1975, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara bueno y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por la querellante señora Dignorah Bernardina 
Taveras González de Ortega, contra sentencia del Juzgado 
de Paz del Municipio de Esperanza, de fecha diecinueve 
(19) del mes de Noviembre del año (1974) que declaró al 
nombrado Elpidio Ortega o Ramón Elpidio Ortega, culpa-
ble de Violación a la Ley No. 2402 sobre manutención de 
menores y fijó en Ocho Pesos Oro (RD$8.00) la pensión 
que dicho prevenido deberá pasar mensualmente a la quere-
llante para la manutención de su hija menor Francisca El-
pidia Ortega Taveras y lo condenó a sufrir la pena de Dos 
(2) años de prisión correccional y al pago de las costas; 
SEGUNDO: Que obrandNzor propia autoridad modifica el 
ordinal tercero de la sentencia recurrida y fija en Veinti-
cuatro Pesos Oro (RD$24.00) la pensión alimenticia que di-
cho prevenido Elpidio Ortega o Ramón Elpidio Ortega de-
berá pasarle a la madre querellante señora Dignorah Ber-
nardina Taveras González de Ortega mensualmente para la 
manutención de sus dos hijas menores nombradas Francis-
ca Elpidia y Dignorah del Carmen Ortega Taveras, hasta 
sus mayorías de edad; TERCERO: Que debe confirmar, co-
mo al efecto confirma la sentencia recurrida en sus demás 
aspectos; y CUARTO: Que debe condenar y condena al pre-
venido Elpidio Ortega o Ramón Elpidio Ortega al pago de 
las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento de Ramón 
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33; contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 

Instancia de Valverde, en atribuciones correccionales y er 
grado de apelación, de fecha 2 de enero de 1975, cuyo dis-
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(19) del mes de Noviembre del año (1974) que declaró al 
nombrado Elpidio Ortega o Ramón Elpidio Ortega, culpa-
ble de Violación a la Ley No. 2402 sobre manutención de 
menores y fijó en Ocho Pesos Oro (RD$8.00) la pensión 
que dicho prevenido deberá pasar mensualmente a la quere-
llante para la manutención de su hija menor Francisca El-
pidia Ortega Taveras y lo condenó a sufrir la pena de Dos 
(2) años de prisión correccional y al pago de las costas; 
SEGUNDO: Que obranNzor propia autoridad modifica el 
ordinal tercero de la sentencia recurrida y fija en Veinti-
cuatro Pesos Oro (RD$24.00) la pensión alimenticia que di-
cho prevenido Elpidio Ortega o Ramón Elpidio Ortega de-
berá pasarle a la madre querellante señora Dignorah Ber-
nardina Taveras González de Ortega mensualmente para la 
manutención de sus dos hijas menores nombradas Francis-
ca Elpidia y Dignorah del Carmen Ortega Taveras, hasta 
sus mayorías de edad; TERCERO: Que debe confirmar, co-
mo al efecto confirma la sentencia recurrida en sus demás 
aspectos; y CUARTO: Que debe condenar y condena al pre-
venido Elpidio Ortega o Ramón Elpidio Ortega al pago de 
las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-guo, a requerimiento de Ramón 
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Elpidio Ortega, en la cual no se invoca ningún medio de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Car 
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación, si no estuvieren prisos, o 
en libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando, que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha estable-
cido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que ha-
ya hecho el compromiso necesario para obtener la suspen-
sión de la ejecución de la pena; en la forma establecida en 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Elpidio Ortega, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Valverde, en sus atribuciones correccionales y en 
grado de apelación, de fecha 28 de enero de 1975, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
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Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga.— 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo. 
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Elpidio Ortega, en la cual no se invoca ningún medio de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca. 
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación, si no estuvieren pr(sos, o 
en libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando, que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha estable-
cido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que ha-
ya hecho el compromiso necesario para obtener la suspen-
sión de la ejecución de la pena; en la forma establecida en 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Elpidio Ortega, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Valverde, en sus atribuciones correccionales y en 
grado de apelación, de fecha 28 de enero de 1975, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
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Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga.— 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 13 de diciembre de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Nicolás E. Donastorg Henríquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente. 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
E. Donastorg Henríquez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado público, cédula No. 57163 serie ira. resi-
dente en el Paraje Sabana Perdida, Villa Mella, Distrito Na-
cional, contra la sentencia correccional, dictada por la Cor- 

te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 13 de diciem-
bre del 1972, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en la forma el recurso de apelación 
de fecha 12 de octubre de 1971, intentado por el Dr. H. N. 
Batista Arache, a nombre y representación de Ana Josefa 
Cabada de Martínez, parte civil constituida, contra senten-
cia de fecha 5 de octubre de 1971, dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: 
Se declara al prevenido Nicolás E. Donastorg Henríquez, 
de generales que constan, no culpable del delito de golpes 
y heridas involuntarios causados con el manejo o conduc-
ción de vehículos de motor, previsto y sancionado por las 
disposiciones de la Ley No. 241, sobre 'Tránsito de Vehícu-
los, en perjuicio de Ana Josefa Cabada de Martínez, y en 
consecuencia lo descarga dé da responsabilidad penal; 
Segundo: Se declaran las costas penales causadas de oficio; 
Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la forma, 
la constitución en parte civil incoada por la señora Ana Jo-
sefa Cabada de Martínez, por conducto de su abogado cons-
tituído, Dr. H. N. Batista Arache, en contra del prevenido 
Nicolás E. Donastorg, del Instituto Dominicano de Seguros 
Sociales, persona civilmente responsable y de la Compañía 
de Seguros, San Rafael C. por A., entidad aseguradora del 
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecho 
conforme a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo, se rechazan 
las conclusiones de la parte civil constituída, por improce-
dente y mal fundadas; Quinto: Se condena a dicha parte ci-
vil constituída que sucumbre al pago de las costas civiles'. 
— SEGUNDO Revoca la sentencia apelada en el aspecto en 
que esté apoderada esta Corte de Apelación y obrando por 
autoridad propia y contrario imperio, condena al prevenido 
Nicolás Enrique Donastor Henríquez y el Instituto de Se-
guros Sociales, persona civilmente responsable a pagar una 
indemnización solidaria de RD$2,000.00, en favor de la par.- 
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bre del 1972, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en la forma el recurso de apelación 
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Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: 
Se declara al prevenido Nicolás E. Donastorg Iienriquez, 
de genera,les que constan, no culpable del delito de golpes 
y heridas involuntarios causados con el manejo o conduc-
ción de vehículos de motor, previsto y sancionado por las 
disposiciones de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehícu-
los, en perjuicio de Ana Josefa Cabada de Martínez, y en 
consecuencia lo descarga déla responsabilidad penal; 
Segundo: Se declaran las costas penales causadas de oficio; 
Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a la forma, 
la constitución en parte civil incoada por la señora Ana Jo-
sefa Cabada de Martínez, por conducto de su abogado cons-
tituido, Dr. H. N. Batista Arache, en contra del prevenido 
Nicolás E. Donastorg, del Instituto Dominicano de Seguros 
Sociales, persona civilmente responsable y de la Compañía 
de Seguros, San Rafael C. por A., entidad aseguradora del 
vehículo que 'ocasionó el accidente, por haber sido hecho 
conforme a la ley; Cuarto: En cuanto al fondo, se rechazan 
las conclusiones de la parte civil constituida por improce-
dente y mal fundadas; Quinto: Se condena a dicha parte ci-
vil constituida que sucumbre al pago de las costas civiles'. 
— SEGUNDO Revoca la sentencia apelada en el aspecto en 
que esté apoderada esta Corte de Apelación y obrando por 
autoridad propia y contrario imperio, condena al prevenido 
Nicolás Enrique Donastor Henríquez y el Instituto de Se-
guros Sociales, persona civilmente responsable a pagar una 
indemnización solidaria de RD$2,000.00, en favor de la par- 
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te civil constituida, señora Ana Josefa Cabada, por lots da. 
ños morales y materiales sufridos por ella en el acciaente 
de que se trata, tomando en consideración la falta exclusi. 
va  del prevenido Nicolás Enrique Donastorg H., después de 
confirmar el ordinal tercero de la sentencia apelada, en lo 
tocante a la regularidad y validéz de la constitución en 
parte civil; —TERCERO: Declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
por A., en su condición de aseguradora de la responsabili-
dad civil del Instituto Dominicano de Segurso Sociales; 
CUARTO: Conden al señor Nicolás Enrique Donastor, Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales y 'Compañía de Se-
guros San Rafael' C. por A., al pago de las costas civiles 
y ordena su distracción en provecho del Dr. M. N. Batista 
Arache, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad 

Oído al Alguacil de tullo en la lectura del rol; 

Oído el dictafen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista él acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a-qua, el 15 de diciembre del 1972, a requerimien-
to del Dr. Guarionex García de Peña, cédula No. 12486 se-
rie 56, a nombre y representación de Nicolás E. Donastorg 
Henríquez, acta en la cual no se indica ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, 1, 20 y 65 de la ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual ca-
rece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias,y en materia represiva de-
ben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y 
además, calificar esos hechos en relación con e ltexto de la 
ley penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema 
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su po-
der de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal apli-
cada; por lo que procede la casación del fallo impugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
13 de diciembre del 1972, dictada en atribuciones correc-
cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago; y SeguntDeclara las costas de oficio. 

((Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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te civil constituída, señora Ana Josefa Cabada, por lois da.. 
ñas morales y materiales sufridos por ella en el accilente 
de que se trata, tomando en consideración la falta exclusi-
va del prevenido Nicolás Enrique Donastorg H., después de 
confirmar el ordinal tercero de la sentencia apelada, en lo 
tocante a la regularidad y validéz de la constitución en 
parte civil; —TERCERO: Declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. 
por A., en su condición de aseguradora de la responsabili-
dad civil del Instituto Dominicano de Segurso Sociales; 
CUARTO: Conden al señor Nicolás Enrique Donastor, Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales y Compañía de Se-  :L 

guros San Rafael' C. por A., al pago de las costas civiles 
y ordena su distracción en provecho del Dr. M. N. Batista 
Arache, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad 

Oído al Alguacil de tursii¿f)  en la lectura del rol; 

Oído el dictafen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista él acta del recurso levantada en la Secretaría de y 
la Corte a-qua, el 15 de diciembre del 1972, a requerimien-
to del Dr. Guarionex García de Peña, cédula No. 12486 se-
rie 56, a nombre y representación de Nicolás E. Donastorg 
Henríquez, acta en la cual no se indica ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, 1, 20 y 65 de la ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone , 
de manifiesto que fue dictado en dispositivo, por lo cual ca-
rece no sólo de motivos sino de toda relación de hechos; 

Considerando, que los jueces del fondo están en la obli-
gación de motivar sus sentencias,y en materia represiva de-
ben enunciar los hechos que resulten de la instrucción y 
además, calificar esos hechos en relación con e ltexto de la 
ley  penal aplicada; que al no precisar la sentencia impug-
nada los hechos y estar carente de motivos, la Suprema 
Corte de Justicia está en la imposibilidad, al ejercer su po-
der de control, de decidir si la ley ha sido bien o mal apli-
cada; por lo que procede la casación del fallo impugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
13 de diciembre del 1972, dictada en atribuciones correc-
cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de Santiago; y SegunclgiDeclara las costas de oficio. 

((Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto 'Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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41. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 19'76 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 16 de octubre de 1974 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Luis Ma. de León Acosta, c. s. a Juan I. Portorreal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 
del mes de enero del 1976, años 132' de la Independenc:.a y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte, de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ma-
ría de León Acosta, dominicano, mayor de edad, casado, 
agente vendedor, cédula 11592 serie 56, residente en la ca-
lle Sánchez No. 168, Barrio 30 de Mayo, de esta ciudad, en 
la causa seguda a Juan I. Portorreal, contra sentencia dic- 

tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo de fecha 16 de octubre del 1974, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
rno regular y válido en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto: a) por el Dr. Sigfrido Suberví Espinosa, en fecha 
9 de octubre de 197.3, a nombre y representación de Luis 
María de León; b) por el Dr. Vicente Pérez Perdomo; en 
fecha 11/10/73, a nombre y representación del preveni•
do Juan Isidro Portorreal, contra sentencia dictada en fe-
cha 8/10/73, por la Séptima Cámara de lo Penal del Juz-
gado de .Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar y de-
clara al nombrado Juan Isidro Portorreal, de generales que 
constan culpable de violar el artículo 309, del Código Pe-
nal, en perjuicio del señor Luis María de León A.; al pro-
ducirles golpes y heridas culSoles después dé 20 días y an-
tes de 30 días conforme certificado médico que obra en el 
expediente ;y en consecuencia se condena a pagar una 
mulla de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Que debe declarar y declara regular y va-
lidad en cuanto a la forma la constitución en parte civil he-
cha por el señor Luis María de León, a través de su aboga-
do Dr. Sigfrido Suberví Espinosa, contra el nombrado Juan 
Isidro Portorreal, por estar conforme a la ley, y en cuanto 
al fondo se condena a dicho señor a pagarle al señor Luis 
María de León A., la suma de Cien Pesos Oro (RD$100.00) 
como justa indemnización por los daños morales y materia-
les sufridos por este y al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Sugfrido Suberví 
Espiosa, quien afirma haberlas avanzado; Tercero: Que de-
be rechazar y rechaza la solicitud de compensación de la 
indemnización con prisión elev'ada por parte civil'; por ha-
lo hecho de conformidad con la ley;— SEGUNDO: En cuan-
to al fondo se revoca la sentencia apelada y la corte por 
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tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo de fecha 16 de octubre del 1974, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto: a) por el Dr. Sigfrido Suberví Espinosa, en fecha 
9 de octubre de 1973, a nombre y representación de Luis 
María de León; b) por el Dr. Vicente Pérez Perdorno; en 

• fecha 11/10/73, a nombre y representación del preveni-
do Juan Isidro Portorreal, contra sentencia dictada en fe-
cha 8/10/73, por la Séptima Cámara de lo Penal del Juz-
gado de ,Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar y de-
clara al nombrado Juan Isidro Portorreal, de generales que 
constan culpable de violar el artículo 309, del Código Pe-
nal, en perjuicio del señor Luis María de León A.; al pro-
ducirles golpes y heridas cuSoles después de 20 días y an-
tes de 30 días conforme certificado médico que obra en el 
expediente ;y en consecuencia se condena a pagar una 
multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Que debe declarar y declara regular y vá-
lidad en cuanto a la forma la constitución en parte civil he-
cha por el señor Luis María de León, a través de su aboga-
do Dr. Sigfrido Suberví Espinosa, contra el nombrado Juan 
Isidro Portorreal, por estar conforme a la ley, y en cuanto 
al fondo se condena a dicho señor a pagarle al señor Luis 
María de León A., la suma de Cien Pesos Oro (RD$100.00) 
como justa indemnización por los daños morales y materia-
les sufridos por este y al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Sugfrido Suberví 
Espiosa, quien afirma haberlas avanzado; Tercero: Que de-
be rechazar y rechaza la solicitud de compensación de la 
indemnización con prisión élev'ada por parte civil'; por ha-
lo hecho de conformidad con la ley;— SEGUNDO: En cuan-
to al fondo se revoca la sentencia apelada y la corte por 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 16 de octubre de 1974 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Luis Ma. de León Acosta, c. s. a Juan I. Portorreal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida, por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 
del mes de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte, de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ma-
ría de León Acosta, dominicano, mayor de edad, casado, 
agente vendedor, cédula 11592 serie 56, residente en la ca-
lle Sánchez No. 168, Barrio 30 de Mayo, de esta ciudad, en 
la causa seguda a Juan I. Portorreal, contra sentencia die- 
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propia autoridad y contrario imperio descarga al prevenido 
Juan Isidro Portorreal, de los hechos puestos a su cargo, 
por haber actuado en legítima defensa; —TERCERO: De-
clara buena y válida en la forma la constitución en parte 
civil hecha por Luis María de León, y en cuanto al fondo de 
dicha constitución en parte civil se rechaza por improce-
dente y mal fundadas; — CUARTO: Condena a Luis María 
de León, parte civil constituida al pago de las costas civiles 
de la alzada ordenando su distracción en provecho del Dr. 
Vicente Pérez Perdomo, quien afirma que las ha avanzado 
en su mayor parte"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; •L"" 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Sig-
frido Suberví Espinosa, cédula No. 22431 serie 18, a nom-
bre y representación del recurrente, en fecha 25 de octubre 
del 1974, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia 'después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los hechos en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, este recurrente parte civil constituida, ha ex-
puesto los fundamentos del mismo; que, en esas condicio-
nes, dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37 an-
tes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Luis María de León Acosta en la 
causa seguida a Juan I. Portorreal, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo tfecha 16 de octubre del 1974, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada Sr frimada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
auidencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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propia autoridad y contrario imperio descarga al prevenido 
Juan Isidro Portorreal, de los hechos puestos a su cargo, 
por haber actuado en legítima defensa; —TERCERO: De-
clara buena y válida en la forma la constitución en parte 
civil hecha por Luis María de León, y en cuanto al fondo de 
dicha constitución en parte civil se rechaza por improce-
dente y mal fundadas; — CUARTO: Condena a Luis María 
de León, parte civil constituída al pago de las costas civiles 
de la alzada ordenando su distracción en provecho del Dr. 
Vicente Pérez Perdomo, quien afirma que las ha avanzado 
en su mayor parte"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Sig-
frido Suberví Espinosa, cédula No. 22431 serie 18, a nom-
bre y representación del recurrente, en fecha 25 de octubre 
del 1974, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte d'e Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los hechos en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en 'la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, este recurrente parte civil constituida, ha ex-
puesto las fundamentos del mismo; que, en esas condicio-
nes, dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37 an-
tes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
clviies porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Luis María de León Acosta en la 
causa seguida a Juan I. Portorreal, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo &fecha 16 de octubre del 1974, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada Sr frimada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
auidencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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contra la sentencia dictada por la Sexta Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 

atribuciones correccionales, de fecha 15 de julio de 1975, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA .  PRIMERO: Que 
se declare bueno y válido el recurso de apelación interpues-
to por el nombrado Angel Danilo Jiménez, por haberlo he-
cho de acuerdo a las disposiciones legales; —SEGUNDO: 
Se Modifica la sentencia recurrida en cuanto al monto de 
la pensión alimenticia, y en consecuencia se fija en la suma 
de Veinte Pesos Oro (RD$20.00), el monto de la pensión 
que deberá pasar mensualmente a la señora Austria Alta-
gracia Piña Pérez, para la alimentación del menor que tie-
ne procreado con ella; — Tercero: Se confirma en los de-
más aspectos la mencionada sentencia"; 

Oído al Alguacil de turnen la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de Angel 
Danilo Jiménez, en la cual no se invoca ningún medio de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y S de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que al artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o 
en libertad provisional bajo fianza"; 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional 1' 

de fecha 15 de mayo de 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Angel Danilo Jiménez, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga, Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 
del mes de Enero de 1976, años 132' de la Independencia 
y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel Da-
nilo Jiménez, dominicano, mayor de edad, soltero, mecá-
nico, domiciliado y residente en la Av. Prolongación Vene-
zuela Edif. L. Apto. 2-2 Dls. San Lorenzo de Los Minas, de 
la ciudad de Santo Domingo, cédula No. 154514 serie 1ra., 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional 
de fecha 15 de mayo de 1975. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Angel Danilo Jiménez, 

11 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo 

 
 Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 

Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga, Fe-
lipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 
del mes de Enero de 1976, años 132' de la Independencia 
y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel Da-
nilo Jiménez, dominicano, mayor de edad, soltero, mecá-
nico, domiciliado y residente en la Av. Prolongación Vene-
zuela Edif. L. Apto. 2-2 Dls. San Lorenzo de Los Minas, de 
la ciudad de Santo Domingo, cédula No. 154514 serie 1ra , 
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contra la sentencia dictada por la Sexta Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 

atribuciones correccionales, de fecha 15 de julio de 1975, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que 
se declare bueno y válido el recurso de apelación interpues-
to por el nombrado Angel Dando Jiménez, por haberle« he-
cho de acuerdo a las disposiciones legales; —SEGUNDO: 
Se Modifica la sentencia recurrida en cuanto al monto de 
la pensión alimenticia, y en consecuencia se fija en la suma 
de Veinte Pesos Oro (RD$20.00'), el monto de la pensión 
que deberá pasar mensualmente a la señora Austria Alta-
gracia Piña Pérez, para la alimentación del menor que tie-
ne procreado con ella; — Tercero: Se confirma en los de-
más aspectos la mencionada sentencia"; 

Oído al Alguacil de turnen la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de Angel 
Danilo Jiménez, en la cual no se invoca ningún medio de ca-

sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que al artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a 
una pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o 
en libertad provisional bajo fianza"; 
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Considerando, que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 

 que haya hecho el compromiso necesario para obtener la 
suspensión de la ejecución de la pena, en la forma estable-
cida en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por 
tanto, el presente recurso de casación no puede ser ad-
mitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Angel Danild Jiménez, 
contra la sentencia dictada por la Sexta Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones correccionales de fecha 15 de julio de 1975, 
cuyo dispositivo ha sido copio en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo Condena al recurrido al pago de las 
costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generai, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

sentencia mipugnada: Segunda Cámara Penal de La Vega de fe-

cha 13 de febrero de 1974 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ramón Elías Jáquez Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente coittuída por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Elías Jáquez Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, 
jornalero, cédula No. 46746 serie 47, residente en la calle 
Libertad No. 24 (El Tanque), de La Vega, contra la senten-
cia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
atribuciones correccionales, de fecha 13 de febrero de 1974, 
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Considerando, que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es. 
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 
que haya hecho el compromiso necesario para obtener l a 

 suspensión de la ejecución de la pena, en la forma estable-
cida en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por 
tanto, el presente recurso de casación no puede ser ad-
mitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Angel Danild Jiménez, 
contra la sentencia dictada por la Sexta Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus 
atribuciones correccionales de fecha 15 de julio de 1975, 
cuyo dispositivo ha sido CopyD en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo Condena al recurrido al pago de las 
costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generai, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia mipugnada: Segunda Cámara Penal de La Vega de fe-

cha 13 de febrero de 1974 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ramón Elías Jáquez Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente coNlittuída por los Jueces Néstor 
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Elías Jáquez Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, 
jornalero, cédula No. 46746 serie 47, residente en la calle 
Libertad No. 24 (El Tanque), de La Vega, contra la senten-
cia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
atribuciones correccionales, de fecha 13 de febrero de 1974, 
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cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se 
acoge como 'buena y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el nombrado Ramón Elías Jáquez Reyes incul-
pado de Violación a la Ley 2404 en perjuicio de Martina 
Vicioso por ser regular en la forma;— SEGUNDO: En 
cuanto al fondo se confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrida que lo condenó a 2 años de prisión y RD$10.00 
de manutención alimenticia; —TERCERO: Se condena 
además al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso 	casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, requerimiento de Ramón 
Elías Jáquez Reyes, en la cual no se invoca ningún medio 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o en 
libertad provisional bajo fianza";  

que haya hecho el compromiso necesario para obtener la 

suspensión de la ejecución de la pena, en la forma estable-
cida en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por 
tanto, el presente recurso de casación no puede ser admi- 

tido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Elías Jáquez Re-
yes, contra la sentencia dictada por la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, en sus atribuciones correccionales y en grado 
de apelación de fecha 13 de febrero de 1974, cuyo disposi-• 
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 

Segundo :Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Mael A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.—Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto 'Curiel ihhijo. 

Considerando, que el recurrsnte fuecondenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 
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cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se 
acoge como ¡buena y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el nombrado Ramón Elías Jáquez Reyes incul-
pado de Violación a la Ley 2404 en perjuicio de Martina 
Vicioso por ser regular en la forma;— SEGUNDO: En 
cuanto al fondo se confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrida que lo condenó a 2 años de prisión y RD$10.00 
de manutención alimenticia; —TERCERO: Se condena 
además al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso clg casación ¡levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, requerimiento de Ramón 
Elías Jáquez Reyes, en la cual no se invoca ningún medio 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950, y 1 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando, que el recurrente fuecondenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 
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que haya hecho el compromiso necesario para obtener la 
suspensión de la ejecución de la pena, en la forma estable-
cida en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por 
tanto, el presente recurso de casación no puede ser admi- 

tido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Elías Jáquez Re-
yes, contra la sentencia dictada por la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, en sus atribuciones correccionales y en grado 
de apelación de fecha 13 de febrero de 1974, cuyo disposi-• 
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo :Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados).— Néstor Contín Aybar.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Mállittel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.—Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hhijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 22 de febrero de 1974. 

Materia: Criminal. 

Recurrentes: Segundo marttínez. c. s. Elías E. Peña y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

or's 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna, Segun-
do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Franciscos Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdorno Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como. 
Corte de 'Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Segundo 
Martínez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 742 serie 
31, residente en la casa No. 91 de la calle Rafaela Atoa, de 
esta ciudad, en la causa seguida a Elías E. Peña y compar-
tes, contra sentencia dictada en sus atribuciones criminales  

por la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 22 
de febrero del 1974, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el Magistra-
do Procurador Fiscal del Distrito Nacional, y la parte ci-
vil constituida, contra sentencia, dictada por la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 24 de julio de 1973, cuyo disposi - 
tivo dice así: 'Falla: Primero: Desglosa el expediente, en 
cuanto a Rafael Rojas García, Felipe Aníbal Gómez y Ra-
món P. González, para que se incidie en contra de ellos el 
procedAiento en contumacia por encontrarse prófugo de la 
justicia; Segundo: declara a Elías Elpidio Peña (a) Porfirio 

y Francisquito Francis (a) Francisquito, de generales ano-
tadas, no culpable de los hechos puestos a sus cargos, vio-
lación a los artículos 296, 1,147, 298 y 302 del código penal, 
en perjuicio de quien en vida fuera Fernando Antonio 
Martínez .de la Rosa (a) Nano en consecuencia se le edscar-
ga por insuficiencia de pruebas; Tercero: Costas de oficio; 
Cuarto: declara regular y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil, formulada por Segundo Martí-
nez, padre del occiso, por haber sido hecha de acuerdo a la 
ley ;en cuanto al fondo de dicha constitución, la desestima 
por improcedente e infundada; Quinto: declara que no ha 
lugar a estatuir en cuanto a las costas civiles por no haber-
lo solicitado la parte interesada; — SEGUNDO: En cuanto 
al fondo confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da;— TERCERO ' : En cuanto a las costas penales y civiles 
no ha lugar a estatuir por no haberlo solicitado la parte in-
teresada"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

ira  

r,. 



SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 22 de febrero de 1974. 

Materia: Criminal. 

Recurrentes: Segundo Marttínez. c. s. Elías E. Peña y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

tcri5  
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Franciscos Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdorno Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 
113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Segundo 
Martínez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 742 serie 
31, residente en la casa No. 91 de la calle Rafaela Atoa, de 
esta ciudad, en la causa seguida a Elías E. Peña y compar-
tes, contra sentencia dictada en sus atribuciones criminales  

por la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 22 
de febrero del 1974, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la 

forma el recurso de apelación interpuesto por el Magistra-
do Procurador Fiscal del Distrito Nacional, y la parte ci-
vil constituída, contra sentencia, dictada por la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 24 de julio de 1973, cuyo disposi-
tivo dice así: 'Falla: Primero: Desglosa el expediente, en 
cuanto a Rafael Rojas García, Felipe Aníbal Gómez y Ra-
món P. González, para que se incidie en contra de ellos el 
procediliento en contumacia por encontrarse prófugo de la 
justicia; Segundo: declara a Elías Elpidio Peña (a) Porfirio 
y Francisquito Francis (a) Francisquito, de generales ano-
tadas, no culpable de los hechos puestos a sus cargos, vio-
lación a los artículos 296, 1,47, 298 y 302 del código penal, 
en perjuicio de quien en vida fuera Fernando Antonio 
Martínez de la Rosa (a) Nano en consecuencia se le edscar-
ga por insuficiencia de pruebas; Tercero: Costas de oficio; 
Cuarto: declara regular y válida en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil, formulada por Segundo Martí-
nez, padre del occiso, por haber sido hecha de acuerdo a la 
ley ;en cuanto al fondo de dicha constitución, la desestima 
por improcedente e infundada; Quinto: declara que no ha 
lugar a estatuir en cuanto a las costas civiles por no haber-
lo solicitado la parte interesada; — SEGUNDO: En cuanto 
al fondo confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da;— TERCERO: En cuanto a las costas penales y civiles 
no ha lugar a estatuir por no haberlo solicitado la parte in-
teresada"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Da-
goberno Vargas Alonzo, cédula No. 6779 serie 55, a nom-
bre y representación de Segundo Martínez, en fecha 25 de 
febrero del 1974, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del arttículo 37 dé la. Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los 115.hos en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad; si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, este recurrente ha expuesto los fundamentos del 
mismo; que, en esas condiciones, dicho recurso resulta nu-
lo al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Segundo Martínez en la causa se-
guida a Elías E, Peña, contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de San•
to Domingo de fecha 22 de febrero del 1974, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Néstor 'Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencai ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Da-
goberno Vargas Alonzo, cédula No. 6779 serie 55, a nom-
bre y representación de Segundo Martínez, en fecha 25 de 
febrero del 1974, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del arttículo 37 dé la. Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un memo-
rial con la exposición de los 1rhos en que se funda, será 
obligatorio, a pena de nulidad.; si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, este recurrente ha expuesto los fundamentos del 
mismo; que, en esas condiciones, dicho recurso resulta nu-  :11 

lo al tenor del artículo 37 antes citado; 

(Firmados): Néstor Confin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-

gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo 
Lovatón Pittaluga.— Felipe 'Osvaldo Perdomo Báez.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencai ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

r. 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Segundo Martínez en la causa se-
guida a Elías E. Peña, contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo de fecha 22 de febrero del 1974, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 



Sentencia impugnada: Cámara de Calificación de Santiago de fe-

cha 4 de febrero de 1975 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guido Marcos Riggio Pou. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus•• 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto dé. Presdente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perellé, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-,„ 
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Inde-
pendencia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guido 
Marcos Riggio Pou, dominicano, mayor de edad, soltero, 
economista, domiciliado y residente en la calle 30 de Marzo, 
No. 18, de la ciudad de Santiago, cédula No. 68714, serie 
31; contra la sentencia dictada en sus atribuciones penales 
por la Cámara de Calificación de Santiago, el día 4 de fe- 

brero de 1975, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular en cuanto a la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por los recurrentes, por haberlos 
hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: Confirma en todas sus 
partes el Auto de Envío al Tribunal Criminal, dictado en 
fecha dos (2) del mes de diciembre del año mil novecientos 
setenta y cuatro (1974 por el Magistrado Juez de Justicia de 
la  Segunda Circunscripción del Departamento Judicial de 
Santiago, cuyo dispositivo se copia en lugar aparte de la 
presente decisión; TERCERO: Ordena que la presente de-
sición le sea notificada a los recurrentes y al Magistrado 
Procurador Fiscal de Santiago, para los fines correspon-
dientes"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del 1gistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la . 

Secretaría de la Cámara de Calificación de Santiago, el día 
25 de febrero de 1975, a requerimiento del Lic. Juan Gui-
llermo Franco, cédula No. 61595, serie 31, a nombre y re-
presentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que de conformidad con el artículo 127 
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la 
Ley No. 5155 del 1959, "Las decisiones de la Cámara de 
Calificación no son susceptibles de ningún recurso"; que en 
el caso ocurrente como el recurso de casación ha sido in- 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación de Santiago de le-

cha 4 de febrero de 1975 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guido Marcos Riggio Pou. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto dá Presdente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, 
Juan Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga 
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 30 del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Inde-
pendencia y 113' de la Restauración, dieta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guido 
Marcos Riggio Pou, dominicano, mayor de edad, soltero, 
economista, domiciliado y residente en la calle 30 de Marzo, 
No. 18, de la ciudad de Santiago, cédula No. 68714, serie 
31; contra la sentencia dictada en sus atribuciones penales 
por la Cámara de Calificación de Santiago, el día 4 de fe- 

brero de 1975, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular en cuanto a la forma, los recursos de 
apelación interpuestos por los recurrentes, por haberlos 
hecho en tiempo ,hábil; SEGUNDO: Confirma en todas sus 
partes el Auto de Envío al Tribunal Criminal, dictado en 
fedha dos (2) del mes de diciembre del año mil novecientos 
setenta y cuatro (1974 por el Magistrado Juez de Justicia de 
la Segunda Circunscripción del Departamento Judicial de 
Santiago, cuyo dispositivo se copia en lugar aparte de la 
presente decisión; TERCERO: Ordena que la presente de-
sición le sea notificada a los recurrentes y al Magistrado 
procurador Fiscal de Santiago, para los fines correspon-
dientes"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del 1Ngistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la . 

Secretaría de la Cámara de Calificación de Santiago, el día 
25 de febrero de 1975, a requerimiento del Lic. Juan Gui-
llermo Franco, cédula No. 61595, serie 31, a nombre y re-
presentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que de conformidad con el artículo 127 
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la 
Ley No. 5155 del 1959, "Las decisiones de la Cámara de 
Calificación no son susceptibles de ningún recurso"; que en 
el caso ocurrente como el recurso de casación ha sido in- 
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terpuesto contra una decisión de esa nturaleza, dictada por 
la Cámara de Calificación de Santiago, dicho recurso no 
puede ser admitido; 

Por tales motivo: Primero: Declara, inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Guido Marcos Riggio Pon, 
contra la 'decisión dictada por la Cámara de 'Calificación de 
Santiago, en fecha 4 de febrero de 1975, cuyo dispositivo ha. 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do :Condena al recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravélo de la 
Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga. —Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Ernep-o Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

p 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 18 de setiembre del 1970 

Materia: Correccional. 

Eeccrre.ntes: Narciso Félix Dumé Aquino y la Compañía Unión 

a Seguros, C. por A., 

Dios, Patria y Libertad 
RepúblicaNeominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Rstauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Narci-
so Félix Dumé Aquino, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado y residente en la casa No. 164 de la calle Juan Era-
zo, de esta ciudad; y la 'Compañía Unión de Seguros, C'. por 
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terpuesto contra una decisión de esa nturaleza, dictada por 
la Cámara de Calificación de Santiago, dicho recurso no 
puede ser admitido; 

Por tales motivo: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Guido Marcos Riggio POu, 
contra la decisión dictada por la Cámara de Calificación de 
Santiago, en fecha 4 de febrero de 1975, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do :Condena al recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Confin Aybar.— F. E. Ravélo de la 
Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Máximo Lovatón Pittaluga. —Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Ernepo Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIÑW5TCTAC—J 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 18 de setiembre del 1970 

Materia: Correccional. 

Reeeffentes: Narciso Félix Dumé Aquino y la Compañía Unión 
clt Seguros, C. por A., 

Dios, Patria y Libertad 
RepúblicINCominicana 

En Nombre de la República, la Suprema. Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la Rstauración, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Narci-
so Félix Dumé Aquino, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado y residente en la casa No. 164 de la calle Juan Era-
zo, de esta ciudad; y la Compañía Unión de Seguros, C. por 
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A., con sus oficinas principales en la casa No. 81 de la ave-
nida Bolívar, de esta ciudad, contra sentencia dictada en , 
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo de fecha 18 de septiembre del 1970, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos los recursos de apelación interpuestos por 
el Dr. Raúl Reyes Vásquez, a nombre y en representación 
del prevenido Mario Julio Mateo, de la persona civilmen-
te responsable, señor Narciso Félix Dumé Aquino, y de la 
Compañía Unión de Seguros, C. por A.; por el Ayudante 
del Procurador Fiscal, por el Dr. Bienvenido Leonardo, a 
nombre y en representación del señor Temístocles Rodrí-
guez, parte civil constituida; y por el Dr. Salvador Cornie-
lle Segura, a nombre y representación de Rafael Paredes 
D., parte civil constituida; contra sentencia de la Quinta 
Cámara de lo Penal del Juzg<tio de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, de fecha 26 de febrero de 1970, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado 
Mario Julio Mateo, de generales anotadas, culpable del de-
lito de violación artículo 49 letras A y C de la ley 241 (gol-
pes y heridas causadas involuntariamente con el manejo o 
conducción de vehículo de motor), curables antes de 10 
días en perjuicio de Temístocles Rodríguez; y después de 
90 y antes de 120 días en perjuicio de Rafael Paredes Do-
mínguez; y en consecuencia se condena a pagar una multa 
de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00), acogiendo circuns-
tancias atenuantes a su favor, y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Se declara al nombrado Temístocles Rodrí-
guez, de generales anotadas, no culpable del delito de vio-
lación artículo 49 ley 241 (golpes y heridas) causadas con 
el manejo o conducción de vehículo de motor), en perjuicio 
de Rafael Paredes Domínguez, y en consecuencia se des-
carga de toda responsabilidad penal de los hechos que se le 
imputan por no haber cometido falta de acuerdo a laley; 
se declaran las costas penales de oficio; Tercero: Se decla- 

ra buena y válida la constitución en parte civil hecha en 
audiencia por el señor Rafael Paredes Domínguez, por in-
termedio de su abogado Dr. Salvador Cornielle Segura, 
contra Mario Julio Mateo, en su calidad de prevenido; Nar-
ciso Félix Dumé Aquino, en su calidad de persona civil-
mente responsable y la Cía Unión de Seguros C. por A., en 
su calidad de entidad aseguradora del vehículo causante 
del accidente, por haber sido hecha conforme a la ley; 
Cuarto: En cuanto al fondo: Se condena a Narciso Félix 
Dumé Aquino, en su calidad de persona civilmente respon-
sable, a.1 pago de una indemnización de Cuatro Mil Pesos 
Oro (RD$4,000.00), a favor de Rafael Paredes Domínguez, 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
sufridos por éste como consecuencia del hecho anti-jurídi-
co del prevenido Mario Julio Mateo; Quinto: Se condena a 
Narciso Félix Dumé AquinNen su expresada calidad, al pa-
go de los intereses legales de dicha suma a partir de la fe-
cha de la demanda, como indemnización complementaria; 
Sexto: Se condena a Narciso Félix Dumé Aquino, en su ca-
lidad de persona civilmente responsable al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Salvador Cornielle Segura, abogado de la parte civil 
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Séptimo: Se pronuncia el defecto cortra la parte civil 
constituida señor Rafael Paredes Domínguez, al pago de las 
costas civiles con distracción en favor del Dr. Raúl Reyes 
Vásquez, quien afirma avanzarla en su totalidad; Noveno: 
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por el señor Temísto-
cles Rodríguez, por intermedio de su abogado Dr. Bienveni-
do Leonardo G., contra Mario Julio Mateo, en su calidad de 
prevenido, Narciso Félix Dumé Aquino, en su calidad de 
persona civilmente responsable y la Cía. Unión de Seguros 
C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del vehícu-
lo causante del accidente, por haber sido hecha conforme 
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A., con sus oficinas principales en la casa No. 81 de la ave-
nida Bolívar, de esta ciudad, contra sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo de fecha 18 de septiembre del 1970, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA .  PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos los recursos de apelación interpuestos por 
el Dr. Raúl Reyes Vásquez, a nombre y en representación 
del prevenido Mario Julio Mateo, de la persona civilmen-
te responsable, señor Narciso Félix Dumé Aquino, y de la 
Compañía Unión de Seguros, C. por A.; por el Ayudante 
del Procurador Fiscal, por el Dr. Bienvenido Leonardo, a 
nombre y en representación del señor Temístocles Rodrí-
guez, parte civil constituida; y por el Dr. Salvador Cornie-
lle Segura, a nombre y representación de Rafael Paredes 
D., parte civil constituida; contra sentencia de la Quinta 
Cámara de lo Penal del Juzgirfáo de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, de fecha 26 de febrero de 1970, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado 
Mario Julio Mateo, de generales anotadas, culpable del de-
lito de violación artículo 49 letras A y C de la ley 241 (gol-
pes y heridas causadas involuntariamente con el manejo o 
conducción de vehículo de motor), curables antes de 10 
días en perjuicio de Temístocles Rodríguez; y después de 
90 y antes de 120 días en perjuicio de Rafael Paredes Do-
mínguez; y en consecuencia se condena a pagar una multa 
de 'Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00), acogiendo circuns-
tancias atenuantes a su favor, y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Se declara al nombrado Temístocles Rodrí-
guez, de generales anotadas, no culpable del delito de vio-
lación artículo 49 ley 2.41 (golpes y heridas) causadas con 
el manejo o conducción de vehículo de motor), en perjuicio 
de Rafael Paredes Domínguez, y en consecuencia se des-
carga de toda responsabilidad penal de los hechos que se le 
imputan por no haber cometido falta de acuerdo a laley; 
se declaran las costas penales de oficio; Tercero: Se decla- 

ra 'buena y válida la constitución en parte civil hecha en 
audiencia por el señor Rafael Paredes Domínguez, por in-
termedio de su abogado Dr. Salvador Cornielle Segura, 
contra Mario Julio Mateo, en su calidad de prevenido; Nar-
ciso Félix Dumé Aquino, en su calidad de persona civil-
mente responsable y la Cía Unión de Seguros C. por A., en 
su calidad de entidad aseguradora del vehículo causante 
del accidente, por haber sido hecha conforme a la ley; 
Cuarto: En cuanto al fondo: Se condena a Narciso Félix 
Dumé Aquino, en su calidad d'e persona civilmente respon-
sable, a.1 pago de una indemnización de Cuatro Mil Pesos 
Oro (RD$4,000.00), a favor de Rafael Paredes Domínguez, 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
sufridos por éste como consecuencia del hecho anti-jurídi-
co del prevenido Mario Julio Mateo; Quinto: Se condena a 
Narciso Félix Dumé AquinNen su expresada calidad, al pa-
go de los intereses legales de dicha suma a partir de la fe-
cha de la demanda, como indemnización complementaria; 
Sexto: Se condena a Narciso Félix Dumé Aquino, en su ca-
lidad de persona civilmente responsable al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Salvador Cornielle Segura, abogado de la parte civil 
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Séptimo: Se pronuncia el defecto cortra la parte civil 
constituida señor Rafael Paredes Domínguez, al pago de las 
costas civiles con distracción en favor del Dr. Raúl Reyes 
Vásquez, quien afirma avanzarla en su totalidad; Noveno: 
Se declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por el señor Temísto-
cles Rodríguez, por intermedio de su abogado Dr. Bienveni-
do Leonardo G., contra Mario Julio Mateo, en su calidad de 
prevenido, Narciso Félix Dumé Aquino, en su calidad de 
persona civilmente responsable y la Cía. Unión de Seguros 
C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del vehícu-
lo causante del accidente, por haber sido hecha conforme 
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a la ley; Décimo: En cuanto al fondo: Se condena a Narci-
so Félix Dumé Aquino, en su calidad de persona civilmen-
te responsable al pago de una indemnización de Mil Pesos 
Oro (RD$1,000.00), a favor de Temístocles Rodríguez, co-
mo justa reparación de los daños materiales y morales su-
fridos por éste como consecuencia del hecho anti-jurídico 
del prevenido Mario Julio Mateo; Décimo-Primero: Se con-
dena a Narciso Félix Dumé Aquino, en sucalidad de per-
sona civilmente responsable al pago de las costas civiles en 
favor del Dr. Bienvenido Leonardo G., abogado de la par-
te civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; Décimo-Segundo: Se pronuncia el defecto contra 
la parte civil constituida señor Temístocles Rodríguez, con-
tra Mario Julio Mateo, por falta de concluir y en conse-
cuencia, se rechaza por falta de interés; Décimo-Tercero: Se 
condena a la parte civil consuída señor Temístocles Ro-
dríguez, al pago de las costas civiles con distracción de las 
mismas en favor del Dr. Raúl Reyes Vásquez, quien afir-
ma avanzarlas en su totalidad; Décimo-Cuarto: Se declara 
la presente sentencia en el aspecto civil con todas sus con-
secuencias legales, oponible a la Compañía de Seguros 
`Unión' de Seguros C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo marca Chevrolet, motor T422AB, modelo 1957, en 
virtud del artículo 10 de la Ley 4117 (sobre seguro obliga-
torio de vehículo de motor)'.— SEGUNDO: Revoca el ordi-
nal segundo de la sentencia apelada, y la Corte obrando por 
contrario imperio y autoridad propia, declara al nombrado 
Temístocles Rodríguez, culpable del delito de violación al 
art. 49, letra c), de la ley No. 241, en perjuicio de Rafael 
Paredes Domínguez, y en consecuencia, lo condena al pago 
de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos), compensa-
ble con prisión de un día por cada peso dejado de pagar, 
en caso de insolvencia, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes;— TERCERO: Modifica el ordinal cuarto 
de la sentencia recurrida, en el sentido de reducir a la su- 

ira de RD$3,000.00 (Tres mil pesos), el monto de la indem-
nización acordada en favor de Rafael Paredes Domínguez; 
--CUARTO: Modifica el ordinal décimo de la aludida sen-
tencia, en el sentido de reducir a la suma de RD$500.00 
(quinientos pesos), el monto de la indemnización acordada 
en favor de Temístocles Rodríguez, parte civil constituida, 
apreciando falta de la víctima; — QUINTO: Notifica los 
ordinales séptimo y duodécimo de la sentencia en cuestión, 
en el sentido de que los mismos se limiten a pronunciar el 
defecto por falta de concluir de las partes civiles constitui-
das contra el prevenido Mario Julio Mateo; —SEXTO: 
Confirrria en todos sus demás aspectos la sentencia impug-
nada; SEPTIMO: Condenaa los prevenidos Mario Julio 
Mateo y Temístocles Rodríguez, al pago solidario de las 
costas penales; —OCTAVO: Condena a la persona civil-
mente responsable, señor NWrciso Félix Dumé Aquino, y a 
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., al pago de las 
costas civiles, ordenando su distracción en favor de los 
Doctores Salvador Cornielle Segura y Bienvenido Leonardo 
G., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; —
NOVENO: Pronuncia el defecto contra la persona civil-
mente responsable, señor Narciso Félix Dumé Aquino, por 
no haber comparecido estando legalmente citado; —DECI-
MO: Rechaza las conclusiones de la Unión de Seguros C. 
por A., por improcedentes e infundadas;— UNDECIMO: 
Ordena que la presente sentencia sea oponible a la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A."; 

Oído alAlguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. 
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ina. de RD$3,000.00 (Tres mil pesos), el monto de la indem-
nización acordada en favor de Rafael Paredes Domínguez; 
—CUARTO: Modifica el ordinal décimo de la aludida sen-
tencia, en el sentido de reducir a la suma de RD$500.00 
(quinientos pesos), el monto de la indemnización acordada 
en favor de Temístocles Rodríguez, parte civil constituida, 
apreciando falta de la víctima; — QUINTO: Notifica los 
ordinales séptimo y duodécimo de la sentencia en cuestión, 
en el sentido de que los mismos se limiten a pronunciar el 
defecto por falta de concluir de las partes civiles constituí-
das contra el prevenido Mario Julio Mateo; —SEXTO: 
Confirrria en todos sus demás aspectos la sentencia impug-
nada; — SEPTIIVIO: Condenaa los prevenidos Mario Julio 
Mateo y Temístocles Rodtíguez, al pago solidario de las 
costas penales; —OCTAVO: Condena a la persona civil-
mente responsable, señor Wierciso Félix Dumé Aquino, y a 
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., al pago de las 
costas civiles, ordenando su distracción en favor de los 
Doctores Salvador Cornielle Segura y Bienvenido Leonardo 
G., quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; —
NOVENO: Pronuncia el defecto contra la persona civil-
mente responsable, señor Narciso Félix Dumé Aquino, por 
no haber comparecido estando legalmente citado; —DECI-
MO: Rechaza las conclusiones de la Unión de Seguros C. 
por A., por improcedentes e infundadas;— UNDECIMO: 
Ordena que la presente sentencia sea oponible a la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A."; 

Oído alAlguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría d'e la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. 
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a la ley; Décimo: En cuanto al fondo: Se condena a Narci-
so Félix Dumé Aquino, en su calidad de persona civilmen-
te responsable al pago de una indemnización de Mil Pesos 
Oro (RD$1,000.00), a favor de Temístocles Rodríguez, co-
mo justa reparación de los daños materiales y morales su-
fridos por éste como consecuencia del hecho anti-jurídico 
del prevenido Mario Julio Mateo; Décimo-Primero: Se con-
dena a Narciso Félix Dumé Aquino, en sucalidad de per-
sona civilmente responsable al pago de las costas civiles en 
favor del Dr. Bienvenido Leonardo G., abogado de la par-
te civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; Décimo-Segundo: Se pronuncia el defecto contra 
la parte civil constituida señor Temístocles Rodríguez, con-
tra Mario Julio Mateo, por falta de concluir y en conse-
cuencia, se rechaza por falta de interés; Décimo-Tercero: Se 
condena a la parte civil constuida señor Temístocles Ro-
dríguez, al pago de las costas civiles con distracción de las 
mismas en favor del Dr. Raúl Reyes Vásquez, quien 'afir-
ma avanzarlas en su totalidad; Décimo-Cuarto: Se declara 
la presente sentencia en el aspecto civil con todas sus con-
secuencias legales, oponible a la Compañía de Seguros 
`Unión' de Seguros C. por A., entidad aseguradora del ve-
hículo marca Chevrolet, motor T422AB, modelo 1957, en 
virtud del artículo 10 de la Ley 4117 (sobre seguro obliga-
torio de vehículo de motor)'.— SEGUNDO: Revoca el ordi-
nal segundo de la sentencia apelada, y la Corte obrando por 
contrario imperio y autoridad propia, declara al nombrado 
Temístocles Rodríguez, culpable del delito de violación al 
art. 49, letra e), de la ley No. 241, en perjuicio de Rafael 
Paredes Domínguez, y en consecuencia, lo condena al pago 
de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos), compensa-
ble con prisión de un día por cada peso dejado de pagar, 
en caso de insolvencia, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes;— TERCERO: Modifica el ordinal cuarto 
de la sentencia recurrida, en el sentido de reducir a la su- 
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Antonio Rosario, cédula No. 14083 serie 54, a nombre y en 
representación de la Unión de Seguros C. por A., y Narci-
so Félix Dumé Aquino, en fecha 21 de septiembre del 
1970, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
diciento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los hechos en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nuljolad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; lo que se extien-
de a la compañía aseguradora que de conformidad a la Ley 
No. 4117 del 1955, haya sido puesta en causa; 

Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un 
memorial, estos recurrentes, persona civilmente responsa-
ble y compañía aseguradora, han expuesto los fundamen-
tos del mismo; que, en esas condiciones, dichos recursos re-
sultan nulos al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Narciso Félix Dumé Aqui-
no y la Compañía Unión de Segursos, C. por A., contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la 

Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 18 de sep-
tiembre del 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a los re-
currentes al pago de las costas. 

(Firmados); Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada4Qr mí Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Antonio Rosario, cédula No. 14083 serie 54, a nombre y en 
representación de la Unión, de Seguros C. por A., y Narci-
so Félix Dumé Aquino, en fecha 21 de septiembre del 
1970, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
diciento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de_ la Ley 
sobre procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
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de a la compañía aseguradora que de conformidad a la Ley 
No. 4117 del 1955, haya sido puesta en causa; 
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declarar sus recursos, ni. posteriormente por medio de un 
memorial, estos recurrentes, persona civilmente responsa-
ble y compañía aseguradora, han expuesto los fundamen-
tos del mismo; que, en esas condiciones, dichos recursos re-
sultan nulos al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Narciso Félix Dumé Aqui-
no y la Compañía Unión de Segursos, C. por A., contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la 

Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 18 de sep-
tiembre del 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior dél presente fallo; y Segundo: Condena a los re-
currentes al pago de las costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Má-
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada,, r mí Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de diciembre 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Sofía Nin Vda. Marizán. 

"FALLA: PRIMERO: Sobresee el presente expediente a 

cargo del nombradoDamaso A'bréu Muñoz, prevenido del 
delito de violación a la Ley No. 241, en perjuicio de Sofía 
Regalado Marizán, ROael Angel Regalado y Benito Adal-
berto Quezada Pantaleón, hasta el Tribunal de Tierras se 
pronuncie sobre el verdadero propietario de las mejoras 
levantadas en el solar No. 1 manzana 23 del Distrito Catas-
tral No.1 de la ciudad de Salcedo; SEGUNDO: Concede un 
un plazo de 45 días para que la parte más diligente apodere 
al Tribunal de Tierras; TERCERO: Reserva las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la Repúblká, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga, y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán Distrito Nacional, hoy día 
30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la eRstauración, dicta en audiencia pública como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación ilftterpuestos por Sofía 
Nin Vda. Marizán, dominicana, mayor de edad, de oficio de 
hogar, domiciliada y residente en la ciudad de Salcedo, 
cédula No. 1624, serie 55, contra sentencia dictada por lo 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 
14 de diciembre del año 1973, cuyo dispositivo dice así: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el recurso de casátión levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, a requerimiento de los Dres. Priestro Ra-
fael Forastier y Livi Antonio H. González 'Cruz cédula Nos. 
19182 serie 56 y 13354 serie 55 respectivamente, a nombre 
y representa ción de Sofía Nin Vda. Marizán, en fecha '8 de 
noviembre del 1974, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los hechos en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Setntencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de diciembre 1973. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Sofía Nin Vda. Marizán. 

"FALLA: PRIMERO: Sobresee el presente expediente a 

cargo del nombradoDam aso Abréu Muñoz, prevenido del 
delito de violación a la Ley No. 241, en perjuicio de Sofía 
Regalado Marizán, Rafael Angel Regalado y Benito Adal-
berto Quezada Pantaleón, hasta el Tribunal de Tierras se 
pronuncie sobre el verdadero propietario de las mejoras 
levantadas en el solar No. 1 manzana 23 del Distrito Catas-
tral No.1 de la ciudad de Salcedo; SEGUNDO: Concede un 
un plazo de 45 días para que la parte más diligente apodere 
al Tribunal de Tierras; TERCERO: Reserva las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la Repub]k,á, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga, y 
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán Distrito Nacional, hoy día 
30 de enero del 1976, años 132' de la Independencia y 113' 
de la eRstauración, dicta en audiencia pública como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación iiterpuestos por Sofía 
Nin Vda. Marizán, dominicana, mayor de edad, de oficio de 
hogar, domiciliada y residente en la ciudad de Salcedo, 
cédula No. 1624, serie 55, contra sentencia dictada poi- lo 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 
14 de diciembre del año 1973, cuyo dispositivo dice así: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el recurso de casátión levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, a requerimiento de los Dres. Priestro Ra-
fael Forastier y Livi Antonio H. González Cruz cédula Nos. 
19182 serie 56 y 13354 serie 55 respeCtivamente, a nombre 
y representa ción de Sofía Nin Vda. Marizán, en fecha 8 de 
noviembre del 1974, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los hechos en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 
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Considerando, que en la especie, ni en momento de de-
clarar su recurso, ni posteriormente por medio de un me-
morial, esta recurrente, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable ha expuesto los fundamentos del 
mismo; que, en esas condiciones, dicho recurso resulta nu-
lo al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estaturi sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el récurso de 
casación interpuesto por Sofía Nin Vda. Marizán, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís en fe-
cha 14 de diciembre del 1973, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del pdsente fallo; y Segundo: Con-
dena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Néstor Con-Un Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— MI. 
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Correccionales. 

Recurrente: Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

'11\ 
En Nombre d'e la República, la Suprema Corte de Jus- 

ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Primer 
Sustituto de Presdente; Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 
del mes de Enero del año 1975, ario 132' de la Independen-
cia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co 
mo Corte de Casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía de seguros San Rafael, C. por A., con su asiento so-
cial en la calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de 
Macorís, de estaciudad, en la causa seguida a Mercedes Alt. 
Canó., contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
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Considerando, que en la especie, ni en momento de de-
clarar su 'recurso, ni posteriormente ,  por medio de un me-
morial, esta recurrente, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable ha expuesto los fundamentos del 
mismo; que, en esas condiciones, dicho recurso resulta nu-
lo al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando, que no procede estaturi sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el récurso de 
casación interpuesto por Sofía Nin Vda. Marizán, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís en fe-
cha 14 de diciembre del 1973 luyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiaxna.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— M•• 
ximo Lovatón Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

tenia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 4 de junio re 1971. 

'materia: Correccionales. 

Recurrente: Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre dé la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Primer 
Sustituto de Presdente; Manuel D. Bergés Chupani, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Felipe 
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 
del mes de Enero del año 1975, año 132' de la Independen-
cia y 113' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co 
mo Corte de Casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía de seguros San Rafael, C. por A., con su asiento so-
cial en la calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de 
Macorís, de estaciudad, en la causa seguida a Mercedes Alt. 
Canó., contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

BOLETIN JUDICIAL 	 147 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 19'76 



148 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 149 

fecha 4 de junio de 1971, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos 
de apelación interpuestos por el Dr. Elpidioi Graciano Cor-
cino, a nombro y representación de la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., y po r el Dr. Jacobo Guillini Ma-
tos, a nombre y en representación de la parte civil consti-
tuida, señor Antonio Pujols Faneyte, contra sentencia (de) 
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 30 del mes de julio 
del 1970 ,cuyo dispositivodice así: 'Falla: Primero: Se De-
clara a la nombrada Mercedes Alt. Careó Agramonte, de ge-
nerales que constan, Culpable de violar la ley Nof 241, en 
su artículo 49, letra C (sobre golpes y heridas involuntarias 
causadas con el manejo o conducción de vehículo de mo-
tor), curables después de nueve (9) días y antes de doce 
(12) meses en perjuicio del se -$r Juan Antonio Pujols S., 
en consecuencia se le condena a Veinticinco Pesos (RD$ 
25.00) Moneda Nacional, de multa y al pago de las costas 
penales acogiendo circunstancias atenuantes en su favor; 
Segundo: Se declara buena y válida en cuanto a la forma, 
la constitución en parte civil hecha por en audiencia por el 
señor Juan Antonio Pujols Faneyte, por intermedio de sus 
abogados constituidos Dres. Jacobo Guilliani Matos y Ma-
nuel W. Medrano contra Mercedes Altag. Canó Agramonte, 
en su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable y contra la Cía. de Seguros San Rafael C. por A., 
en su calidad de entidad aseguradora en cuanto al fondo: 
a) Se condena a Mercedes Altagracia Canó Agramonte, en 
su ya expresada calidad de prevenida y persona civilmen-
te responsable, al pago de una indemnización de Dos Mil 
Pesos(RD$2,000.00) Moneda Nacional a favor de Juan An-
tonio Pujol Faneyte, como justa reparación por les daños 
morales y materiales sufridos por este a consecuencia del 
hecho culposo de la prevenida; b) al pago de los intereses 
legales de dicha suma a partir de la fecha de la demanda;  

y c) al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en favor de los Dres. Jacobo Guallini Matos; y Manuel 
W. Medran, abogado de la parte civil constituida, quienes 

afirman haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Se 
declara la presente sentencia con todas sus consecuencias 
legales Oponible 'a la Cía de Seguros San Rafael, C. por A., 
en su calidad de entidad aseguradora del carro placa priva-
da No. 22518, marca Fiat, color crema, modelo 1965, cau-
sante del accidente en virtud del artículo 10 de la ley 4117, 
(sobre seguros obligatorios de vehículos de motor). SE-
GUNDO: Da Acta a la prevenida 'Mercedes Altagracia Ca-
nó Agravante, de su desistimiento del recurso de apelación 
que interpuso con la indicada sentencia; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelada con la reser-
va de que el monto de la indemnización fue fijado apre-
ciando falta de la víctima; , CUARTO: Condena a la preve-
nida al pago de las costas >líales causadas hasta el mo-
mento de su desistimiento; QUINTO: Compensa las costas 

civiles"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictanien del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Elpi-
dio Graciano Corcino, abogado del recurrente, en fecha 7 

de Junio de 1971, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
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fecha 4 de junio de 1971, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos 
de apelación interpuestos por el Dr. Elpiclioi Graciano Cor-
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tancia del Distrito Nacional, de fecha 30 del mes de julio 
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clara a la nombrada Mercedes Alt. ,Canó Agramonte, de ge-
nerales que constan, Culpable de violar la ley Nof 241, en 
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causadas con el manejo o conducción de vehículo de mo-
tor), curables después de nueve (9) días y antes de doce 
(12) meses en perjuicio del seofpr Juan Antonio Pujols S., 
en consecuencia se le condena a Veinticinco Pesos (RD$ 
25.00) Moneda Nacional, de multa y al pago de las costas 
penales acogiendo circunstancias atenuantes en su favor; 
Segundo: Se declara buena y válida en cuanto a la forma, 
la constitución en parte civil hecha por en audiencia por el 
señor Juan Antonio Pujols Faneyte, por intermedio de sus 
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GUNDO: Da Acta a la prevenida Mercedes Altagracia Ca-
nó Agravante, de su desistimiento del recurso de apelación 
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dio Graciano Corcino, abogado del recurrente, en fecha 7 
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Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
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interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los hechos en que se funda 
será obligatorio, a pena de nulidad, sino se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; lo que se extien-
de a la companía aseguradora que de conformidad a la Ley 
No. 4117 del 1955, haya sido puesta en causa; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando, que en la especie, ni en el momento de 
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un 
memorial, esta recurrente, compañía aseguradora, ha ex-
puesto los fundamentos del mismo; que, en esas condicio 
nes, dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37 an-
tes citado; 

Considerando, que no prcde estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlas; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., en la causa seguida a Mercedes Altagracia 
Canó Agramonte, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, de fecha 4 de junio de 1971, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun 
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Materia: Correccional. 

Causa Seguida: Víctor José Cabrera Peña. (Diputado) 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Primer Sustituto de Presiden' Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidenta; Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar, Máximo Lovatón Pittaluga y Fe-
lipe Osvaldo Perdorno Báez, asistidos del Secretario Auxi-
liar, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
30 del mes de Enero del año 1976, años 132' de la Indepen-
dencia y 113' de la Restauración, dieta en audiencia pública, 
en instancia única, como tribunal correccional especial, la 
siguiente sentencia: 

En la causa seguida a Víctor José Cabrera Peña, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 11, de 
la calle Francisco J. Peynado, de la ciudad de Bonao, Di-
putado al Congreso Nacional por la Provincia de La Vega, 
prevenido del delito de violación a la Ley No. 2859 de 1951, 
sobre Cheques, en perjuicio de Reid & P'ellerano, C. por A.; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído al Ayudante del Magistrado procurador General 

<
le la República, en la exposición de los hechos; 

Oída la lectura de los documentos del expediente; 

Oído el dictamen del Ayudante del Magistrado Procu-
rador General de la República, que termina así: "Solic 

s 
que se pronuncie el defecto y se descargue del hecho 

que se le imputa por falta de prueba o por no haberlo co-

metido"; 

Regllta que el día lro. de octubre de 1975, la Reid neral 
8./ 

Pellerano, C. por A., presentó ante el Procurador Ge 
de la República, una querella contra el Diputado Víctor 
José Cabrera Peña, por haberle expedido dos cheques que 

no fueron pagados por el Banco girado; 

Resulta que en fech;\13 e octubre de 1975, elProcu-

rador General de la República, apoderó del conocimiento 

del caso a la Suprema Corte de Justicia; 

Resulta que fijada la audiencia para el día 18 de no-
viembre del 1975, la Suprema Corte de Justicia, dictó ese 
día una sentencia cuyo dispositivo es el siguien

nto 
 te: "F re- A- 

LLA: PRIMERO: Se acoge en parte el pedime de 
envío del Representante del Ministerio Público y se reenvía 

e
ento de la presente causa para el día 

el conocimi 	
9 de di- 

' ciembre de 1975, a las nueve de la mañana; SEGUNDO: 
Se ordena la citación, en la forma normal de las partes en 
causa; y TERCERO: Se reservan las costas"; 

Resulta que a la audiencia del día 9 de diciembre de 
1975, no comparecieron ni la Compañía querellante ni el. 
prevenido; que después de leídos los documentos del expe-
diente y de oído el dictamen del Ministerio Público, se 

aplazó el fallo para una próxima audiencia; 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1976 

Materia: Correccional. 
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tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
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Oído al Ayudante del Magistrado Procurador General 

db la República, en la exposición de los hechos; 

Oída la lectura de los documentos del expediente; 

Oído el dictamen del Ayudante del Magistrado Procu- 
rador General de la República, que termina así: "Solicit ho 
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/nos que se pronuncie el defecto y se descargue haberlo co- 
del hec 

que se le imputa por falta de prueba o por no 

metido"; 

Re‘ulta que el día 1ro. de octubre de 1975, la Reid & 
Pellerano, C. por A., presentó ante el Procurador General 

la República, 
blica, una querella contra el Diputado Víctor 

José Cabrera Peña, por haberle expedido dos cheques que 

no fueron pagados por el. Banco girado; 

Resulta que en fecha \13'11  e octubre de 1975, el Procu-
. 

rador General de la República, apoderó del conocimiento 

del caso a la Suprema Corte de Justicia; 

Resulta que fijada la audiencia para el día 18 de no-
viembre del 1975, la Suprema Corte de Justicia, dictó ese 
día una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "F re- 

A- 

LLA: PRIMERO: Se acoge en parte el pedimento de 
envío del Representante del Ministerio Público y se reenvía 

de la presente causa para el día 9 de di- 
el conocimiento 
ciembre de 1975, a las nueve de la mañana; SEGUNDO: 
Se ordena la citación, en la forma normal de las partes en 
causa; y TERCERO: Se reservan las costas"; 

Resulta que a la audiencia del día 9 de diciembre el 
de 

1975, no comparecieron ni la Compañía querellante ni  
prevenido; que después de leídos los documentosú 

del e 
blicose 

xpe- 

diente y de oído el dictamen del Ministerio P 
,  

aplazó el fallo para una próxima audiencia; 
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Vistos los documentos del expediente; 

Considerando, que en la especie es un hecho estableci-
do que Víctor José Cabrera pagó voluntariamente a Reid & 
Pellerano, C. por A., el valor correspondiente a los cheques 
que éste había expedido, tal como consta en documento que 
figura en el expediente; que, por tanto procede descargarlo 
del hecho que se le imputa por no haberse probadb plena-
mente contra el prevenido, en la forma prescrita en el ar-
tículo 66 de la Ley de Cheques, la existencia del elemento 
de la mala fe, artículo sobre la cual se basó la querella; 

Por la tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, ad-
ministrando Justicia, en nombre de la República, por auto-
ridad de la Ley y en mérito de los artículos 67 de la Cons-
titución, y 1 y siguiente de la y No. 2859 de 1951, sobre 
cheque y 191 del Código de >rocedimiento Criminal: 

FALLA: 

Primero: Da acta a la Reid & Pellerano, C. por A., de 
que ha desistido, por falta de interés, de su demanda civil 
contra Víctor José Cabrera; Segundo: Descarga a Víctor Jo-
sé 'Cabrera Peña, Diputado al Congreso Nacional por la 
Provincia de La Vega, del delito que se le imputa; Tercero: 
Declara las costas de oficio. 

Firmados: Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máximo Lovatón 
Pittaluga.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de La 
Vega de fecha 31 de mayo de 1972; y Segundo: Ordenar 
que la presente resolución sea publicada en el Boletín Ju-
dicial. 

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Máxi-
mo Lovatón Pittaluga.— Felipe O. Perdomo Báez. 

La presente sentencia ha sido dada y &mala. por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cá-
mara de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresa-
dos, lo que yo, Secretario General, certifico. (Firmado) 
Ernesto Curiel hijo.  

'LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, DU- 
RANTE EL MES DE ENERO DEL AÑO 1976 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos .. 
Recursos de casación civiles fallados .. 
Recursos de casación penales conocidos .. 
Recursos de casación penales fallados .. 
Causas disciplinarias conocidas .. . • 	• 

.. 	10 

.. 	5 
37 

.. 	23 

Causas disciplinarias falladas .. 
Suspennes de ejecución de sentencias .. 1 
Defectos' 	. 1 
Exclusiones ... 
Recursos declarados caducos .. 
Recursos declarados perirpjalos . 1 
Declinatorias 4 
Desistimientos .. 	 . 1 
Juramentación de Abogados .. 8 
Nombramientos de Notarios .. . 3 
Resoluciones administrativas .. 	. 18 
Autos autorizando emplazamientos .. 15 
Autos pasando expediente para dictamen 48 
Autos fijandos causas .. 49 
Sentencia sobre apelación de Fianzas . . 6 
Sentencia ordenando libertad bajo fianza 1 
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ERNESTO CURIEL RIJO, 
Secretario General, 

de la Suprema Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N. 
enero del 1976. 
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